Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA (Daniela Payssé).- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 9). 


—Tal cual habíamos resuelto en la sesión pasada, cursamos nota al Ministerio de Relaciones 
Exteriores por la situación del señor Romero Rodríguez, y la respuesta fue repartida. También pedimos 
el asesoramiento correspondiente a la asesoría jurídica del Parlamento, que por nota —que también fue 
repartida— confirma la inhabilitación del señor Romero Rodríguez por incumplimiento del literal E) del 
artículo 45 de la Ley N” 18.466, que establece la necesidad de "No haber desempeñado cargos 
públicos electivos o de particular confianza política durante los dos años anteriores a su designación". 
Dejo el original a la Secretaría de la Comisión. 


Por otra parte, teníamos la confirmación verbal de que ayer la Corte Electoral, en su acuerdo, 
iba a terminar de refrendar su estudio sobre la consulta que le habíamos hecho, pero la notificación 
todavía no nos ha llegado. 


La jurídica del Parlamento, que analizó los currículums sugiere que, antes de emitir una última 
opinión como asesoría, se haga la consulta a la Oficina Nacional del Servicio Civil. Hace un tiempo 
hicimos dicha consulta y nos respondieron de manera verbal que tienen ese tema entre sus 
prioridades, pero aún no se han expedido. 


Me parecía bueno que esta información estuviera en conocimiento de quienes integramos 
esta Comisión, más alla de que por mail les fue repartida oportunamente. Les seguiremos haciendo 
llegar la información de esta naturaleza que vaya llegando. 


Vamos a recibir a la primera postulante, que es la doctora Mariana Blengio. 
(Ingresa a sala la doctora Mariana Blengio). 
—Le damos la bienvenida. Es un gusto tenerla acá. 
SEÑORA BLENGIO (Mariana).- Buenos días a todos, a los señores legisladores y al personal técnico. 


Agradezco la oportunidad que se me ofrece de presentar mis ideas y mis propuestas. 
También felicito a los legisladores por los pasos que han dado en el fortalecimiento de la protección de 
los derechos humanos en el Uruguay. Esto es prueba de ello. 


La protección no jurisdiccional de los derechos humanos, que hoy cuenta con más de 
doscientos años en el derecho comparado, es una herramienta esencial de la democracia y la garantía 
de los derechos humanos. Diversos Estados, como todos sabemos, han incorporado este mecanismo 
en sus Constituciones, por entender que, desde la imparcialidad y la independencia, constituyen 
espacios relevantes para el Estado de derecho y la protección de los derechos humanos. 


Uruguay ha creado legislativamente cuatro institutos: dos en el ámbito departamental — 
aunque funciona uno— y dos en lo nacional. Actualmente, los desafíos que se enfrentan a nivel nacional 
refieren al funcionamiento y la efectividad de estos mecanismos. 


La creación de estos institutos a nivel nacional tiene una particularidad que quiero destacar: 
se han creado como instituciones del Poder Legislativo. Tanto la Institución Nacional como el 
Comisionado Parlamentario se constituyen como institutos directamente vinculados a este Poder de 
gobierno, aspecto que determina la necesidad de que exista un diálogo fluido, permanente, constante y 
continuo, basado en el respeto mutuo, que la representación del pueblo, indirectamente, otorgó a los 
legisladores y a los cinco integrantes de esta Institución. 


Uruguay ha apostado a la protección no jurisdiccional con firmeza, tomando como modelo los 
Principios de París promovidos por las Naciones Unidas, lo que resulta armónico con la constante 
participación en los sistemas de protección de los derechos humanos a nivel regional y universal. 
Nuestro país, como fundador de las Naciones Unidas y de la OEA, además de otros sistemas 
regionales, ha ratificado como parte de una política de Estado que trasciende a los gobiernos 
democráticos los principales tratados de derechos humanos. Es parte del Estatuto de la Corte Penal 
Internacional, en clara señal de repudio a los crímenes de lesa humanidad. No solo ha ratificado los 
tratados, sino que también ha reconocido los principales órganos de protección de los distintos 
sistemas. Así, podemos ver que en el ámbito regional, reinstalada la democracia en 1985, Uruguay 
reconoció las competencias de la Comisión y la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 


En el ámbito internacional, Uruguay reconoce la competencia de los nueve comités que 
funcionan en el ámbito cuasi jurisdiccional y se refieren a la protección de la niñez, la desaparición 
forzada y el terrorismo de Estado, la discriminación racial, los trabajadores migrantes, y la no 
discriminación de la mujer y los discapacitados. Todo eso ha generado obligaciones internacionales de 
envergadura, en tanto se ha obligado frente a la comunidad internacional a respetar los derechos y 
libertades de todos los que habitan en esta jurisdicción. 


A nivel interno, Uruguay también viene legislando en clave de derechos humanos; aun con 
fallas, aun con temáticas sensiblemente pendientes en materia legislativa, el panorama confluye en el 
respeto a la dignidad humana. Pero, lamentablemente, no basta con ratificar tratados o legislar; no solo 
es con la ley que vamos a transformar la sociedad. Necesitamos monitorear, instrumentar y exigir la 
aplicación de estas normas. ¿Cuál es, entonces, el rol de la Institución Nacional de Derechos Humanos 
y Defensoría del Pueblo en esta coyuntura? 


La Institución, desde mi punto de vista, posee un rol esencial. Puede proyectar la labor del 
Parlamento, asegurando con su gestión el monitoreo de los derechos, logrando que las carencias de 
legislación sean subsanadas y que se regulen temáticas que están sin previsiones legales. A modo de 
ejemplo, Uruguay no ha legislado en investigación en seres humanos, uno de los más grandes 
desafíos que enfrenta la humanidad ante la revolución biotecnológica. Como decía, puede proyectar la 
labor del Parlamento, procurando que las modificaciones necesarias e imprescindibles se asuman 
como prioritarias y no se posterguen definitivamente. 


La Institución detenta funciones que, desde mi punto de vista, la ubican como una bisagra 
clave en el ordenamiento jurídico. Su rol le permite propiciar la suscripción de tratados y asumir el 
desafío de implementarlos. Puede proponer medidas para que las prácticas administrativas respeten 
los derechos humanos. Puede y debe instrumentar el conocimiento de las leyes relativas a derechos y 
deberes de parte de todos los funcionarios públicos. Es la que puede estudiar la situación general en 
materia de derechos humanos, que arroja muy importantes temáticas: una vulnerabilidad flagrante de 
personas en situación de pobreza; la existencia de niños y niñas sexualmente abusados en el seno de 
las familias o inmersos en redes de prostitución que testimonian nuevas formas de esclavitud; una 
violencia latente, que irrumpe en las escuelas y centros educativos; un sistema de atención de 
menores que adolece de trascendentes problemas; un sistema sanitario que exige la puesta en marcha 
de los principios bioéticos comprometidos por el Uruguay, con la adopción, en el año 2005, de la 
Declaración Universal sobre Bioética y Derechos Humanos, en la Conferencia General de la Unesco. 
Es, justamente, la Institución la que puede y debe hacerlo. 


¿Por qué lo digo enfáticamente? ¿Por qué lo veo claramente? Porque, hoy, la Institución 
Nacional, consolidada ya legislativamente, cuenta con los recursos humanos y logísticos para ello. 
Cuenta o contará, en breve, con cincuenta funcionarios públicos debidamente remunerados, que 
trabajen en función de los derechos humanos. Cuenta con una infraestructura de especial destaque. 
Cuenta con un presupuesto para capacitar, publicar, difundir, promover, interactuar, estudiar, analizar 
todo lo que se vincula con la problemática de los derechos humanos. Puede convenir apoyos en el 
marco de la cooperación internacional, que suponen colaboraciones económicas y técnicas. Quienes 
hemos trabajado en derechos humanos sin contar con nada más que nuestro compromiso y vocación 
nos estremecemos al proyectar un trabajo con todo este apoyo. 


Por estas razones, entiendo que, en esta etapa, la Institución debe proyectar su mandato, con 
acciones e iniciativas que hagan realidad el compromiso labrado por los legisladores. Para ello, debe 
abrir sus puertas, a efectos de que en cinco años no sean solo ciento cincuenta, en promedio, las 
denuncias registradas y tramitadas, más allá de los asesoramientos permanentemente brindados; para 
que no sean cuatro o cinco los informes temáticos que anualmente se brindan al Parlamento; para que 
no sean casi inexistentes las reuniones de trabajo con cada legislador de todos y cada uno de los 
partidos, para obrar codo a codo; para que no se verifique la falta de implementación de mecanismos 
que habiliten que los menores de edad también puedan solicitar la protección no jurisdiccional, tal 
como lo consagra la ley, en función del principio de autonomía progresiva. 


La Institución debe interactuar con énfasis con los diversos actores sociales, para que sean 
muchas más las organizaciones sociales que la integren, revalorizando el esfuerzo de todas las que 
hoy la vienen enriqueciendo. Téngase presente que no más de doscientas personas participaron en la 
última Asamblea de Derechos Humanos, número que, dividido en subgrupos de trabajo, se reduce 
sensiblemente. 


Debe lograr incidir con sus opiniones fundadas, para que sea un verdadero insumo para los 
parlamentarios, que reconozcan y respeten su validez, más allá de la opinión que les merezca. Debe 
servir de guía o contralor para el Poder Ejecutivo, para que tome en consideración la dureza de las 
recomendaciones que le son emitidas. 


Debe incidir mediáticamente, para que ningún uruguayo afirme que desconoce su existencia y 
gestión. Debe abrir un sistema de información amigable, que abra las puertas de la Institución. 


Debe fortalecer la educación en derechos humanos, no solamente asistiendo a eventos 
dentro o fuera de fronteras, sino con talleres y seminarios especialmente ideados. Debe actuar 
insistentemente de oficio, si la situación lo requiere. Debe incidir con institutos como la amicus curiae, 
en los casos en que le corresponda o que considere que le corresponden. Debe visitar todos los 
poblados del país, lejanos a Montevideo, para involucrarse con la realidad, con la diversidad del 
Uruguay, buscando las formas efectivas de descentralizar, en cada uno de los departamentos, su 
gestión. Debe optimizar sus recursos y habilidades para no superponer esfuerzos y dineros públicos 
con las instituciones hermanas. Lo que en ningún caso podemos permitir es que esta Institución se 
burocratice, pierda la humanidad que le ha dado vida, ustedes mismos le han dado vida. 


Vengo trabajando desde hace más de veinte años en temas de derechos humanos. Ejerzo la 
profesión en esta área a nivel nacional e internacional, conociendo desde este otro lado los 
mecanismos de protección, sus ventajas y sus fallas. 


Dedico gran parte de mi tiempo a la educación, la investigación, la promoción de los derechos 
humanos, fundamentalmente, en el plano universitario. Como docente efectiva en derechos humanos, 
estoy en contacto con cientos de alumnos año a año. El próximo lunes, tomaremos a trescientos 
cincuenta chicos el examen de Derecho Social. 


Me honra haber instalado en el seno de la Universidad de la República un espacio como la 
Cátedra Unesco de Derechos Humanos —en el marco del Programa Unitwin de la UNESCO- que, entre 
muchas acciones, promovió la ratificación de la Convención para la Eliminación de Todas las Formas 
de la Discriminación en la enseñanza, logrando su aprobación parlamentaria en el año 2004. 


Estoy profundamente agradecida con todos los que me ayudaron a demostrar que esa 
desconocida y en un inicio tan combatida Cátedra Unesco podía transformarse en un eje esencial de la 
educación en derechos humanos, como fue hasta el año 2016. Estoy tranquila de haber logrado su 
consolidación a nivel nacional e internacional y de verificar que, a partir de ello, en estos dieciséis años, 
es hoy un espacio sensible y estratégicamente codiciado. 


Estoy profundamente agradecida con las más de seis mil personas que pasaron por los 
diversos programas de la Cátedra Unesco, con quienes nos une una hermandad basada en el respeto 
y la tolerancia, que ha sido siempre la luz que iluminó el accionar de las actividades desarrolladas. 


He promovido desde lo teórico y lo práctico la creación de la Institución. He contribuido con 
acciones concretas en tal sentido —como ya he manifestado en este Parlamento-—, llevando a la 
Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Representantes a discutir su proyecto de creación 
de la Institución en el Paraninfo de la Universidad, primera y única vez que esa Comisión sesionó en 
dicho recinto. 


Aposté a integrar la Institución desde sus inicios, como forma de proyectar esta garantía 
inédita para el Uruguay, quedando entre los seis seleccionados. 


Día a día, en grado, en posgrado, en la formación de profesores en el IPA, con el personal 
subalterno de la Escuela Nacional de Policía, dedico largas horas a explicar el alcance de estos 
mecanismos, constatando la mirada sorprendida de cientos de estudiantes que, en su calidad de 
uruguayos con diversos roles, no tienen idea de su existencia. Y me alegro al constatar que, 
paulatinamente, muchos vislumbran su esencia, basada en el respeto a los postulados de igualdad, 
fraternidad y libertad. 


No tengo otra razón para querer integrar la Institución Nacional de Derechos Humanos y 
Defensoría del Pueblo que mi convicción y mi compromiso con lo que hago. Es por esa razón que, en 
forma libre, autónoma y fervientemente convencida, estoy aquí hoy, frente a ustedes. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Muchas gracias por su comparecencia. 


SEÑORA BLENGIO VALDÉS (Mariana).- Muchas gracias a todos. Buen trabajo. Los espera una larga 
jornada. 


(Se retira de sala la señora Mariana Blengio Valdés). 

(Ingresa a sala el señor Alejandro Bonasso Lenguas). 
SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión da la bienvenida al señor Alejandro Bonasso Lenguas. 
SEÑOR BONASSO LENGUAS (Alejandro).- Muchas gracias a todos por darme esta oportunidad. 


Siguiendo las pautas que se me dieron para estos quince minutos, comienzo por decir que las 
motivaciones que me llevaron a aceptar esta postulación, básicamente, tienen que ver con el 
entrelineado —diría yo— de mi currículum, que ustedes han visto, es decir, aquellas cosas que tal vez 
tienen más invisibilidad que visibilidad y que no tienen títulos que las avalen. Me refiero al hecho de ser 
un hombre casado, con cuatro hijos. Me casé cuando se iba a cumplir un año de la dictadura. 


En ese sentido, lo que me motiva son dos cosas: por un lado, recuerdos y, por otro, 
compromisos. Recuerdos de esos años en que, mientras yo me casaba con alguien que era docente y 
que era destituida, tanto de la enseñanza pública, como de la privada —una docente con veintiséis 
años, a la que prácticamente se le truncaba su carrera desde el mismo comienzo-—, al mismo tiempo, 
mis hijos iban a la escuela, cuya directora, el mérito que tenía era ser la señora del coronel. Fueron 
años en que hubo que criar en valores de respeto por los derechos humanos, valoración de las 
libertades, en un medio en el cual había que hablar bajo. Yo vivía en el Parque Posadas y era 
vicepresidente de la Asociación de Promitentes Compradores de Parque Posadas, una experiencia 
única en Uruguay, un complejo habitacional de 2.051 viviendas. 


Todo eso fue constituyendo ese backstage, ese entrelineado, que me fue llevando. Voy a los 
recuerdos y marco en particular el año 1983, por varios episodios vinculados —como dije— a mi vida 
personal, a mi historia, y también a los derechos humanos, al país, a la sociedad en su conjunto. Y 
marco en ese 1983 algo que no es tal vez muy conocido por nosotros: en ese momento se creó, en 
forma interpartidaria, lo que se llamó la Comisión Uruguaya para los Derechos Humanos, que presidía 
don Horacio Terra Arocena, y después había figuras destacadas de todos los partidos políticos. Los 
más jóvenes en ese momento éramos tres personas: Alberto "el Panza" Zumarán, Francisco Ottonelli — 


actual embajador del Uruguay en el Vaticano, que me mandó una nota recordando aquellos tiempos, 
porque yo le pregunté si él podía certificar que ambos habíamos sido miembros de aquella Comisión- y 
yo. Como dije, nosotros tres éramos los más jóvenes, éramos los que hacíamos el trabajo de campo. Y 
recuerdo haber recibido a la viuda del doctor Roslik, entre otras cosas, y habernos presentado 
atrevidamente en la cárcel de Punta Carretas, para ver cuál era el estado de situación de los presos, 
de donde nos sacaron poco menos que corriendo. 


También recuerdo que en ese año 1983, no sé por qué arte de birlibirloque, me otorgaron una 
beca para el Instituto Interamericano de Derechos Humanos, que en el año 1982 había hecho su 
primer curso interdisciplinario en derechos humanos y este era el segundo año en que se realizaba el 
mismo curso, cuyo director de estudios era don Héctor Gros Espiell. La beca duraba aproximadamente 
tres semanas, era full time; nos tenían recluidos en un hotel donde se trabajaba todo el día. Esa fue 
una experiencia muy rica, porque ahí se conjuntó también gente de muy alto nivel académico y mucho 
expertise y, además, entre quienes hacíamos el curso, había personas de todos los países del sistema 
interamericano que realmente valió la pena conocer. 


Además, entre esos recuerdos de 1983, cuando Perico Pérez Aguirre, con quien habíamos 
sido compañeros, estaba con la gente del Serpaj haciendo la huelga de hambre, me pidieron que 
acompañara a un periodista de The Guardian, el medio inglés, que quería hacer la cobertura. Eso 
terminó en que, cuando quise acordar, me estaban levantando en vilo y tirando adentro de una 
camioneta; caí arriba de gente que estaba sentada en ambas filas. Ahí tuve la experiencia de la 
comunión laica más interesante de mi vida, independientemente de las eucaristías religiosas: cuando 
estábamos ahí, metidos en la parte de atrás de la chanchita, con una cantidad de gente a la que yo no 
conocía, alguien sacó un tarjetón lleno de nombres y direcciones, nos lo fuimos pasando entre todos y 
cada uno arrancaba un pedazo y se lo comía. 


Todos esos elementos en cuanto a recuerdos y luego en cuanto a compromisos también — 
muchos de ustedes son más jóvenes que yo, tal vez no recuerdan— son los que tuvieron incidencia en 
algunas áreas de responsabilidades públicas que ejercí, como la Dirección del INDA, y el compromiso 
que implicó, ya en el retorno de la democracia, en el año 1985, reorientar todo aquel esquema de 
comedores que había montado el país en los años cuarenta, con una óptica totalmente propia de la 
época, reorientar todo aquel gran esfuerzo que hacían la sociedad uruguaya y el Estado hacia otra 
forma de ejercer la política alimentaria nutricional, como fueron los planes nacionales de 
complementación alimentaria, ejercidos con los máximos criterios técnicos -no políticos- de la época, 
es decir, tratando de despolitizar la parte alimentaria nutricional de la población. 


En ese sentido se fue generando en mí un compromiso muy importante, fundamentalmente, 
con la niñez, con la infancia de nuestro país, focalizando los programas en esos sectores y cada vez 
teniendo más presente que, dentro de nuestra población, de nuestras características demográficas, la 
protección de la niñez sigue siendo un eje totalmente fundamental, un compromiso totalmente 
fundamental. Producimos alimentos para diez veces más población que la que tenemos y todavía hay 
un porcentaje que sigue estando lejos de tener su seguridad alimentaria, entendido el concepto como 
lo que realmente significa, que no es solo un tema de hambre, sino de equilibrios nutricionales. 


En ese sentido, hay otro compromiso derivado de aquel día que solamente el presidente de la 
República de la época y yo sabíamos. Me había encomendado el Directorio del Iname en la medida en 
que combináramos entre los tres miembros del mismo —lo que era imposible con tres personas como 
nosotros, con sus respectivas Secretarías y todo el aparato que en la época tenía el Iname- el día y 
hora en que se iba a cerrar la cárcel más vieja del río de la Plata, que era la cárcel de Miguelete, que 
había estado cerrada, que se había reabierto y que estaba siendo utilizada exclusivamente para 
menores de dieciocho años. 


Cuando me ofrecieron la presidencia del Directorio del Iname puse como condición efectivizar 
la clausura de la cárcel de Miguelete, a lo cual el presidente, que me estaba ofreciendo ocuparme de 
esa responsabilidad, aceptó. Y el día en que decidimos cerrarla llegó, para lo cual se combinó día y 
hora. Y ese día, con solo personal del Iname, ni siquiera con policías, quedó cerrada la cárcel de 
Miguelete. Como anécdota, menciono que un periodista, después de haberse producido el cierre, se 
me acercó y me dijo: "Te felicito, porque nosotros no sabíamos que eso se iba a producir, a pesar de 


que tenemos tres informantes dentro del Iname que nos decían las cosas". O sea que se había 
mantenido aquel secreto, lo que me parece que también fue un hito en la sociedad uruguaya, 
cumpliendo con sus compromisos en materia de derechos humanos. 


En cuanto a la Institución Nacional de Derechos Humanos, creo que ha sido un paso 
fundamental en la institucionalidad uruguaya que se haya logrado tener ese instrumento. Sin duda, a 
través de él se va canalizando, y cada vez se irá haciendo en mayor medida, porque estamos dentro 
de un proceso. 


Se trata de una institución nacional que está cumpliendo el cierre de su primer período de 
gestión, de sus primeros cinco años. Los dos primeros años corresponden a la etapa fundacional y de 
sentar las bases, y en los últimos tres años se ha concretado todo lo que tiene que ver con la sede y la 
infraestructura, con otro equipo técnico, y otra definición de plan estratégico con claras definiciones de 
áreas de trabajo. Y voy a señalar la primera, que tiene que ver con la investigación y la denuncia. 


El hecho de que el Parlamento uruguayo tenga una ventana abierta en régimen de 
veinticuatro horas los 365 días del año para la recepción de denuncias es toda una señal, una 
disposición, una fortaleza para el sistema. Como decía, estamos en un proceso, porque este es el 
primer período de gestión, pero vendrán muchos más, porque seguimos con heridas abiertas que no se 
han podido cerrar y porque hay un compromiso de muchos uruguayos que querríamos que eso se 
pudiera efectivizar. No ha sido fácil; seguimos divididos en nuestras familias y entre nosotros, y no 
podemos terminar de cerrar y de consolidarnos. Mientras tanto, vamos haciéndonos cargo de todos los 
compromisos emergentes del Sistema Universal de Protección de los Derechos Humanos, del sistema 
regional, del Instituto Interamericano, de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, de la 
Corte; y a nivel nacional, de toda esa coordinación entre el Ministerio de Educación y Cultura y su 
Dirección de Derechos Humanos; lo que tiene que ver con los derechos humanos en el Poder 
Ejecutivo, con Nelson Villarreal; con la Defensoría del Vecino, en cuyo Consejo Consultivo de la 
primera gestión de Fernando Rodríguez acompañé durante seis años. He visto que la Institución 
Nacional de Derechos Humanos tiene toda una articulación. 


Yo acepté esta candidatura porque alguien me dijo: "Alejandro: ¿no te vas a postular?" Como 
otros me decían y chequeé con la Asociación Nacional de ONG que me presentó y con Gurises Unidos 
que creyeron que tenía los requisitos para postularme, he querido poner mi nombre arriba de la mesa. 


Muchas gracias. 

SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos mucho su presencia. 
(Se retira de Sala el señor Alejandro Bonasso Lenguas). 
(Ingresa a Sala la señora Ivonne Klingler Larnaudie). 


—La Comisión tiene el gusto de recibir a Ivonne Klingler Larnaudie, postulante para el Consejo 
Directivo de la Institución Nacional de Derechos Humanos. 


SEÑORA KLINGLER LARNAUDIE (Ivonne).- Esta situación me tomó un poco de sorpresa porque a 
esta altura no pensaba que tuviera que afrontar una responsabilidad tan importante. 


La motivación de estar hoy acá tiene que ver con mi historia de vida. 


Yo era estudiante cuando se produjo el golpe de Estado en 1973; ocupé la Facultad de 
Medicina. Como una cuestión anecdótica, en el momento de la ocupación llevaba una mochilita con 
una muda de ropa y dos milanesas al pan. Estaba convencida de que con la terrible huelga general 
que había habido y con la paralización total del país, en poco tiempo recuperaríamos la democracia. 
Todos aprendimos después que la democracia es un bien demasiado frágil, que hay que cuidar 
muchísimo porque cuando se pierde, cuesta mucho sacrificio y esfuerzo volver a recuperarlo. 


A partir de ahí, fui citada —cuando desalojan la Facultad nos toman los datos— y al no 
presentarme paso a estar requerida, por lo cual seguí ocho años en el país tratando de aportar lo poco 
que podía en ese momento y con las circunstancias tan serias que se vivían para poder restablecer la 
democracia. Me quedó la imagen desde el techo de la Facultad de Medicina del Palacio Legislativo 
vacío y con tanques alrededor; de un pueblo que estaba como todo cerrado, como que no se podía 
hablar; no se podía decir nada. 


Después me detienen en la calle y paso cinco meses secuestrada en un establecimiento que 
después me enteré que era La Tablada. Me buscó hasta la propia Embajada de Francia, porque mis 
abuelos nacieron en Francia. En todos lados, la contestación era que yo no estaba detenida, por lo cual 
esos cinco meses desaparecieron. 


Cuando me llevan ante el Juez militar —a pesar de que siempre fui civil; nunca tuve que ver 
con el espectro militar—, Silva Ledesma, le digo: "Esta fecha de detención es incorrecta. Me detuvieron 
en enero de 1982", o sea dos años después de que el pueblo uruguayo ya había dicho "NO" a la 
dictadura. La fecha que figuraba era de poco tiempo antes de la presentación ante el Juez militar; 
varios meses habían desaparecido. Cuando le dije al Juez que esa fecha era incorrecta, me dijo 
textualmente: "O firma esto así o vuelve para atrás", o sea, volvía para La Tablada y ahí no se sabía lo 
que iba a pasar; o sí se sabía lo que iba a pasar. Firmé, y llegué al Penal de Punta de Rieles, donde 
estuve tres años. 


Desde ese momento, llegué a tener una comprensión mucho más cabal de los derechos 
humanos; de lo que es la violación total y absoluta de los derechos humanos. Se completa este 
período de desaparición con torturas. Veintiocho mujeres hicimos la denuncia por violencia sexual, 
tema permanentemente presente en todos los lugares de detención. La denuncia que hicimos abarca 
once años y veinte centros de detención clandestinos, no solo en Montevideo sino en el interior del 
país. 


Salgo del Penal; yo bien porque tengo una familia que me apoyó siempre. Eso me enseñó 
que una de las cosas importantísimas que hay, y que tiene que ver con la Institución Nacional de 
Derechos Humanos, es cómo logramos mantener un vínculo muy firme entre el que está privado de 
libertad y el afuera. Y eso es la familia. La familia del preso es la idea del preso de que hay alguien que 
lo espera, de que hay una posibilidad de salir adelante, de cambio, de mejorar, de plantearse un futuro 
distinto. 


Recuerdo una polémica hace unos cuantos años frente a una situación bastante grave que 
hubo en un centro de reclusión de adolescentes, donde un adolescente tuvo una reacción muy brusca 
se autolastima, rompe la celda y se enfrenta a las personas que lo tratan de contener— porque no le 
había llegado el pedacito de dulce de membrillo que le había mandado la madre. Eso es valorado en el 
momento como una cosa sin importancia, pero para nosotros el dulce de membrillo era la familia; la 
familia que estaba, la familia que apoyaba, la familia que te quería, la familia que había juntado los 
pocos pesos que tenía para hacerte llegar el dulce de membrillo. 


Entonces, hay cosas chiquitas que tienen que ver con los derechos humanos, y hay cosas 
grandes que tienen mucho que ver con todo lo que significó después. 


Después, hay todo un análisis que se hace respecto a la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos, que surge a partir de lo que significó la Segunda Guerra Mundial, en la que se 
destruyeron y se pasó por encima de todos los derechos, desde el tema de la raza, de la religión, del 
pensamiento político o concepción política y el poder económico también. 


La Declaración Universal de los Derechos Humanos fue aprobada por la Asamblea General 
en diciembre de 1948, poco después de la Segunda Guerra Mundial, porque la humanidad tomó 
conciencia de que tenía que establecer normas que estuvieran vigentes para todo el mundo y para 
toda la gente; normas que tuvieran que ver con el cuidado del ser humano, para que no se 
autodestruyera, porque el ser humano desbocado, sin normas estrictas, firmes y claras y universales 


es capaz de llegar a la destrucción de sus principios, por lo tanto a la destrucción de su entidad como 
ser humano. 


El preámbulo de esas normas sobre derechos humanos tiene que ver con la justicia, la 
libertad y la paz mundial. Y se basan en el respeto irrestricto de que todos somos iguales, que todos 
nacemos con los mismos derechos y que todos somos dignos de respeto. 


El menosprecio a los derechos humanos significa una herida terrible para toda la humanidad, 
como significó el holocausto y todo lo que sucedió después con millones de muertos. 


Esta declaración universal, que tiene treinta artículos, fue tomada por una cantidad de países 
como base de sus Constituciones, y sigue siendo totalmente vigente para nosotros. 


No soy experta en leyes pero, de todas maneras, me he interesado y he leído. Me pasa como 
decía un cirujano conocido: "Sé que por acá no puedo cortar porque hay una arteria. No me acuerdo 
del nombre de la arteria, pero sé que por ahí no puedo pasar", es decir, quizás, no conozco los detalles 
del articulado, pero sé de qué se trata. 


Se ha hecho mucho en derechos humanos. La Institución ha trabajado muy bien; sentó las 
bases, creó cimientos fuertes, salió de locales chiquitos y ahora está en un establecimiento que es 
emblemático, que se transformó de un establecimiento de violación de los derechos humanos a uno de 
promoción, de lucha y de defensa de los derechos humanos —eso es muy importante— y, además, ha 
dado pasos fundamentales. Creo que todavía falta una parte que tiene que ver con cómo llegamos a 
lugares de la periferia, donde están los sectores más desprotegidos. 


Por ejemplo, en mi trabajo como médico en el baby fútbol hace unos años —en 2000 o 2002-, 
uno de los principales problemas que teníamos era que se trataba de chicos de entre cuatro y cinco 
años que no tenían cédula de identidad. Yo les decía que si no tenían la cédula, no les podía hacer la 
ficha médica. 


Para esos niños y sus familias, jugar al fútbol era la única posibilidad de salir de la miseria, y 
veían que sus hijos podían ser como Luis Suárez. Yo les planteaba que si no tenían la ficha médica, no 
podían jugar. Entonces, esa familia salía corriendo y, unos días después, había que ver la cara de ese 
niño, que venía con una sonrisa de oreja a oreja, con los ojos brillantes y con la cédula calentita, recién 
salida del horno, donde figuraban sus dos apellidos —porque muchas veces tenían un apellido y 
aparecían los dos—, porque su padre los reconocía y se hacía cargo del tema, ya que el niño iba a ser 
un astro del fútbol. Eso se logró. Por suerte, ahora, a la salida del Hospital Pereira Rossell, hay una 
Oficina Nacional del Registro Civil, y un niño no puede ser dado de alta sin que antes obtenga su 
cédula. Esos son avances que hemos logrado, pero falta mucho por lograr desde la Institución. 


Tengo muchas ideas para presentar. Una de ellas tiene que ver con las organizaciones 
sociales, que somos las que estamos pegadas a la gente y que, quizás, recibimos más directamente 
cuáles son las necesidades en cada lugar y, más aún, en el interior del país. 


Otra tiene que ver con el vínculo de las familias para los seres privados de libertad, porque 
entre ellos no solo hay adolescentes y adultos. No podemos dejar de ver la diferencia brutal que existe 
entre la cárcel de Punta de Rieles —donde estuve y pude hablar con los detenidos; allí era donde 
estábamos nosotros— y el Comcar; es abismal. 


También está el tema relacionado con la salud, y me preocupa especialmente el de la salud 
mental. Sé que hay una resolución de la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social de la Cámara 
de Diputados que va a proponer que la Institución tenga una relatoría especial sobre salud mental. Es 
un tema extremadamente delicado, y la Institución va a tener que estar muy atento porque se habla, 
inclusive, de la posibilidad de internación no obligatoria o involuntaria. 


Pienso que en todos esos aspectos hay mucho para hacer todavía y que, desde mi 
experiencia, puedo aportar no solo en esa dirección, sino en otras que quedaron en el tapete. 


Gracias. 

SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos su presencia. 
(Se retira de sala la señora Ivonne Klingler Larnaudie). 
(Ingresa a sala el señor Sebastián Camacho Bentancur). 


—La Comisión da la bienvenida al señor Sebastián Camacho Bentancur para su postulación al 
Consejo Directivo de la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo. 


SEÑOR CAMACHO BENTANCUR (Sebastián).- Soy maestro y director de la Escuela N* 327 del 
barrio Casabó, de contexto crítico. También soy arzobispo de la Iglesia católica antigua, encargado a 
nivel continental. 


La Iglesia católica antigua es una fracción de la Iglesia católica, no romana, que tiene unas 
reformas muy particulares en lo que tiene que ver con género y prácticas pastorales. Podemos decir 
que nos enfocamos en lo que es la teología de la liberación, y esto nos ha llevado a trabajar por los 
derechos humanos en todo el continente americano. Hemos tenido que estar presentes en Colombia, 
en las negociaciones entre las FARC y los paramilitares en el año 2010, apoyados por el movimiento 
sindical, la CGT y Fecode, Federación Colombiana de Educación. Por ese motivo, nos hicimos 
presentes en ese lugar para comenzar una charla, una mediación entre estas fuerzas que se dañan 
tanto mutuamente como así también a Colombia. 


Nuestro trabajo ha sido por la igualdad absoluta de género y lo hemos llevado a nivel religioso 
a través de la URI —United Religions Initiative—, a la cual pertenecemos. Hemos llevado esta propuesta 
a lo máximo, es decir, a la equiparación de la mujer en todos los órdenes sagrados, particularmente en 
lo que es la tradición apostólica, es decir, la mujer presbítera, obispa y matriarca de las iglesias. Esto 
ha llevado a que seamos perseguidos, pero también nos ha traído bastantes alegrías. La equiparación 
y la igualdad de género, tanto con la mujer como con las otras opciones sexuales, nos ha llevado a ser 
perseguidos y, muchas veces, a sufrir atentados contra la vida personal, institucional y familiar. Esto 
nos hace venir hoy aquí a presentarnos no tanto como postulantes -porque sabemos que hay personas 
que tienen un currículum muy pesado, contundente y adecuado-, sino para poder tener la oportunidad 
de hablar con ustedes que son quienes van a tener que elegir a las personas que van a dirigir esta 
institución y que en nuestros barrios no las conocen. 


Se trata de una institución que aquellos que estudiamos la conocemos, pero no hay un 
anclaje en nuestro pueblo. 


Lo que proponemos es que la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del 
Pueblo tenga un anclaje real y eficaz para responder a la vulneración de los derechos humanos. En 
nuestro pueblo muchas veces esos derechos son vulnerados por asumir que la falta de esos derechos 
es algo natural. La violencia que viven nuestros niños y nuestras familias es asumida como natural. 
Tanto la falta a la verdad como no poder proyectarse es asumido como algo natural. Los niños de la 
Escuela N* 327 —de la que puedo hablar con propiedad— no aspiran a mucho más que a terminar la 
escuela, y eso es lamentable. Viven en unos microclimas, en unas microculturas que los lleva a vivir en 
el miedo y en la resignación, porque si bien tienen igualdad de oportunidades, no tienen igualdad de 
condiciones para poder aspirar a algo. Precisamente, ayer estuvimos sondeando el tema y pudimos ver 
que no hay ningún niño que tenga la aspiración de ser médico o abogado, porque tienen una visión 
corta, concreta. Eso significa que los derechos de nuestros niños, de nuestros actuales ciudadanos, 
que son el futuro del país, estén siendo vulnerados. Eso nos preocupa. 


Vengo a pedirles que cuando vean los perfiles, busquen que esta institución tenga anclaje 
social y real, y que las personas puedan acceder a ella y la conozcan. 


Ayer hicimos una encuesta en el barrio y en la institución acerca de qué eran los derechos 
humanos. Los ven como algo de fuera del país, algo internacional, vinculado a las Naciones Unidas, 
pero no arraigados a esas condiciones que permiten a las personas ser felices. El mayor pecado que 
podemos cometer como sociedad es que nuestros ciudadanos no aspiren a ser felices, y la felicidad se 
da cuando tenemos las condiciones y las oportunidades. 


Nosotros trabajamos particularmente en la atención a refugiados políticos en nuestro país, a 
aborígenes que han luchado, por ejemplo, en Sonora. A Patotyz Almeida le hemos dado un refugio a 
través de las religiones en la cual trabajamos, ya que ha sido bastante cruel su situación por defender 
los derechos de su pueblo. Trabajamos en contra del miedo, de la discriminación y del fanatismo 
religioso. Trabajamos para que podamos vivir nuestras creencias, tanto religiosas como filosóficas, sin 
miedo. También lo estamos haciendo con la comunidad musulmana, para que pueda vivir en su fe, 
para que no sea discriminada como terrorista, y para que tenga la posibilidad de contar con un 
cementerio que le permita enterrar a sus fieles conforme a su fe. 


También estamos apoyando a los moribundos, porque muchas veces el valor que tiene tu 
vida y tu muerte depende de qué estás muriendo. El valor que tiene tu vida también depende de cómo 
te maten. Cuando hablamos de ajustes de cuentas, muchas veces decimos: "Se lo buscó, y está bien 
que se haya muerto". Eso es lamentable, porque estamos clasificando y rotulando a personas. 


En cuanto a los desaparecidos en América, debemos decir que hemos trabajado férreamente 
para la búsqueda de la verdad, para meter nuestras manos en la tierra y sacar los restos de los que 
correspondan. 


Através del secreto de confesión, al cual tenemos acceso, en algunos países, hemos podido 
vislumbrar la verdad. Si la verdad no sale a la luz, es como una fístula, como algo que se está 
pudriendo ahí adentro y tiene que ser drenado. Por lo tanto, estamos trabajando por eso. 


Trabajamos por la igualdad absoluta de todos los seres humanos y queremos que esta 
institución sea eso, que genere una matriz en donde los derechos humanos sean esenciales y que se 
tenga conocimiento de ellos, a los que todos tenemos derecho. 


Aquí hay muchas personas que conozco de la vida pública que han luchado y luchan por los 
derechos humanos, pero cuando bajamos a nuestros barrios, a nuestra gente, nos encontramos con 
que ellos desconocen sus propios derechos y, por lo tanto, se resignan a vivir como viven. Por esa 
razón, tenemos que despertar la conciencia, la criticidad y, sobre todo, que esa institución sea garante 
de la defensa de ese pueblo que necesita la paz que surge de la justicia, que es el camino necesario 
para lograrla. 


Ayer, estuvimos con algunos niños hablando de derechos humanos. Para ellos, los derechos 
humanos son que el hombre no tiene que pegarle a la mujer, maltratarla, gritarle, abusar de ella. Son 
niños de quinto año. Nosotros hablamos de violencia doméstica, de violencia de género, de muchas 
cosas. 


Yo no vengo representado por las instituciones a las cuales pertenezco porque no he querido 
comprometerlas, pero sí me apoyan. Les vengo a pedir que cuando elijan a la persona —yo no voy a 
ser esa persona, porque hay gente con currículos extraordinarios—, marquen los lineamientos para que 
esta institución sea visible y garante para aquellas personas que no la conocen y que la necesitan, que 
necesitan verdad, la luz en sus vidas. Muchas personas acuden a nosotros aún pidiendo justicia por 
crímenes que se cometieron en los años de la dictadura. No sabemos a dónde mandarlos, porque no 
sabemos para qué sirve y qué función tiene esta institución; no sabemos a qué lugar podemos recurrir 
nosotros y ellos para sanear ese dolor y buscar justicia. 


Les pido encarecidamente, en nombre de las instituciones y de la mesa interreligiosa a la cual 
pertenezco a nivel nacional e internacional, la URI —Unión de Religiones—, consultora de 
Naciones Unidas, en la cual hemos participado como exponentes en varios encuentros, que velen por 
una institución que tenga raíces en la gente, que esté a su servicio, y que no sea una institución más 
del Estado que mire para fuera, a lo legal, a lo general, y que lo particular, lo necesario, el dolor, quede 
totalmente excluido por lo jurídico; queremos que las dos cosas vayan de la mano. 


Agradezco haberlos conocido y por permitirme esta oportunidad de realizar esta petición. 


Probablemente, no nos volvamos a ver, pero si nos volvemos a ver en alguna esquina, allí 
estaremos sirviendo a los derechos humanos en nuestra realidad. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos su participación. 
(Se retira de sala el señor Sebastián Camacho Bentancur). 
(Ingresa a sala la señora Virginia Martínez Vargas). 
—La Comisión tiene el gusto de recibir a la señora Virginia Martínez Vargas. 


SEÑOR MARTÍNEZ VARGAS (Virginia).- En primer lugar, celebro que estemos hoy aquí eligiendo al 
segundo Consejo Directivo de la Institución Nacional de Derechos Humanos. 


Para mí es un honor y una responsabilidad que acepto a conciencia ser candidata propuesta 
por la Secretaría de Derechos Humanos del PIT-CNT, por la Fundación Mario Benedetti y con el apoyo 
del Observatorio Luz Ibarburu. 


Para explicar lo motivos que me llevan a aceptar esta candidatura, tengo que referirme, 
aunque más no sea brevemente, a mi historia personal. Yo me hice la vida pública luchando por la 
amnistía desde el grupo de madres y familiares de procesados por la justicia militar; luego, en la lucha 
por verdad y justicia desde el Serpaj. 


En ese entonces, los derechos humanos tenían para nosotros un carácter urgente y 
defensivo, que estaba directamente vinculado con la violación de los derechos individuales. Esa época, 
con toda la dureza que tuvo, me legó una cantidad de aprendizajes y valores que sostengo hasta hoy; 
entre ellos, que en los derechos no hay jerarquía y tampoco hay razones de Estado que se pueda 
imponer a ellos o justificar su violación. 


También, aprendí el valor del trabajo en equipo, del trabajo de campo, que alguien que trabaja 
en derechos humanos tiene que ser metódico, estudiar, que su capital principal es la fiabilidad; por lo 
tanto, tiene que ser responsable del manejo de la información, sobre todo, porque presenta denuncias. 
Para mí es inestimable el valor que tiene para una persona cuyos derechos son vulnerados que se la 
escuche, porque en esa escucha hay un principio de reparación. 


Entonces, incorporarme a la Institución es para mí un desafío personal y también implica la 
posibilidad de trabajar a tiempo completo en una institución clave en la promoción y defensa de los 
derechos humanos. Por formación y experiencia profesional —vengo de la investigación histórica, del 
periodismo, del cine y del mundo de la comunicación—, pero también por el trabajo que he hecho en 
organizaciones sociales y por las responsabilidades que he tenido en cargos públicos, creo que puedo 
aportar una mirada integral de los derechos humanos, además de, por supuesto, el compromiso 
personal que significa una tarea que exige la responsabilidad de esta. Producto de lo vivido y 
aprendido, creo que hoy tengo la madurez personal necesaria para aceptar una responsabilidad de 
esta índole. 


Respecto de mi visión de los derechos humanos y del rol de la Institución, quiero señalar que 
la historia de los derechos humanos es una lucha permanente entre el reconocimiento de los derechos 
y el incumplimiento o apartamiento de estos y, en ese sentido, nuestro país no es ajeno a esa tensión. 
Tenemos, por un lado, un país que ha adherido a tratados internacionales, que ha creado espacios de 
derechos humanos en los ministerios, en la ANEP, instituciones específicas como esta, dedicada a la 
promoción y defensa de los derechos humanos y, por el otro, una realidad que muchas veces dista de 
lo que está en los tratados. Es decir que el reconocimiento de los derechos es necesario, pero no es 
suficiente. Tiene que haber estrategias públicas para se cumplan. 


Todos sabemos que entre el derecho consagrado y el derecho en ejercicio hay distancias 
que, a veces, son muy grandes y, otras, menores, y en esa distancia entre la superestructura jurídica y 
la realidad, en esa brecha, trabaja la Institución para mostrar la existencia de esa distancia, acortarla y 
hacer recomendaciones, pero también para crear cultura de derechos humanos y crear conciencia. 


Yo comparto la idea de que los derechos humanos hoy son la tentativa más seria para 
someter al mundo de la política, sobre todo de los Gobernantes, a la mirada crítica de la ética. Ese es 
el sentido que doy al trabajo de la Institución, en tanto magistratura moral que basa su poder en la 
seriedad de sus recomendaciones, en la independencia de criterios, en la fiabilidad y también en la 
capacidad de diálogo, de escucha y elaboración. 


Como ciudadana, atenta a la breve pero densa historia de la Institución, al leer los materiales, 
los informes anuales y otros documentos para preparar esta entrevista, realmente, sorprende la 
cantidad y la calidad del trabajo del Consejo Directivo saliente. Es difícil hacer un inventario completo 
de todo lo que se ha hecho desde el momento que se crea la Institución, se aprueba el reglamento, se 
definen las áreas de trabajo, se instala el Mecanismo Nacional de Prevención contra la Tortura, se la 
dota de funcionarios, se define un plan estratégico para el período, se realizan 6 asambleas nacionales 
de derechos humanos y se da a conocer a la Institución a nivel local e internacional para obtener el 
reconocimiento internacional. 


Sobre la base de esa solidez lograda por el Consejo Directivo y el equipo que este formó, es 
que se va a apoyar el trabajo futuro. Creo que es un privilegio para el siguiente Consejo —tenga la 
integración que tenga— comenzar con una buena base su trabajo. 


Me gustaría señalar algunos aspectos que no son temáticos, sino que son los que tienen que 
atravesar el trabajo de la Institución en el próximo período. 


En primer lugar, algo que considero un objetivo primordial es que la Institución tenga una 
presencia nacional efectiva, que sea de todo el territorio y no solamente montevideana. Me parece que 
se han dado pasos en un acuerdo, por ejemplo, con la Universidad de la República para que, en 
oficinas universitarias, se puedan recibir denuncias en el interior del país. Me parece que eso es muy 
importante, pero no es sinónimo de presencia efectiva, real. Entonces, hay que seguir trabajando en 
ese sentido. 


En segundo lugar, otro aspecto importante es que la Institución tenga mayor visibilidad para 
que se conozcan sus competencias y su funcionamiento. En ese sentido, me parece importante hacer 
campañas de sensibilización pública en medios de comunicación para instalar a la Institución como una 
referencia en el tema de los derechos humanos y para ampliar el eco de su acción. 


En tercer lugar, es necesario afinar el seguimiento de las intervenciones o recomendaciones. 
La Institución ha hecho un trabajo magnífico en desagregar los datos de las denuncias y también de las 
intervenciones que ha hecho a pedido de asesoramientos y nos da un perfil muy claro del interés de la 
ciudadanía, de cuáles son los temas que preocupan, cuáles son los denunciantes y eso hay que 
extenderlo al seguimiento de las recomendaciones. Es necesario saber qué pasa después que 
interviene o se pronuncia la Institución en un ámbito determinado. De ese seguimiento también vamos 
a tener la devolución de la efectividad del trabajo. 


Otro aspecto importante es el de aumentar o profundizar el diálogo con los poderes públicos, 
porque uno de los cometidos de la Institución es recomendar la adecuación de la normativa y las 
prácticas nacionales a los estándares internacionales. Pienso que del asesoramiento temprano, de la 
consulta temprana a la Institución se puede lograr que cumpla mejor su función de promotora de los 
derechos humanos y no solo asuma una función reactiva en cuanto a actuar cuando los derechos son 
violados. 


De los múltiples campos de acción de la Institución que seguramente serán definidos en el 
próximo Consejo Directivo en un nuevo plan estratégico, quiero detenerme en uno que dejé para lo 
último, no porque lo considere menos importante, sino todo lo contrario, porque quiero tratarlo con 
cierto detenimiento, teniendo en cuenta la duración de este encuentro. Me refiero a dos competencias 
que le da la ley a la Institución Nacional y es en el campo de la comunicación y los medios. La Ley de 
Servicios de Comunicación Audiovisual le asigna a la Institución la tarea de coordinar la elaboración e 
implementación de un Plan Nacional de Educación y también le asigna la competencia de defensora de 
los derechos de la audiencia para radio y televisión. 


Más allá de algunas intervenciones valiosas que hizo en el período anterior la Institución, creo 
que en ese aspecto todavía no se ha desarrollado con la fertilidad y amplitud que se podría y creo que 
es uno de los ejes interesantes para el próximo período. 


Vivimos en una sociedad de la información. Creo que es bastante conocida la influencia de 
los medios de comunicación en la vida política y social, no solo porque crean la agenda o establecen 
como hablar de los temas políticos, sino que también inciden en todos los órdenes de la vida, estéticos, 
en el vocabulario, en las modas. Y sabemos de la importancia que tiene para una sociedad 
democrática la libertad de información, que no es solamente poder expresarse y recibir información de 
calidad, pero también sabemos de los peligros de la concentración en cuanto a cómo acechan esa 
libertad. 


Entonces, cuando hablamos de comunicación, hablamos de derechos humanos protegidos, 
del derecho a la libertad de información, del derecho a la réplica, a la intimidad, a la existencia digital, a 
no sufrir acoso digital. A medida que se ha ido haciendo más compleja la comunicación, se ha hecho 
más específica la protección de esos derechos. 


Según la ley, el Plan Nacional de Comunicación que tiene que coordinar la Institución con 
otras instituciones, es bien exigente y establece el desarrollo de competencias comunicacionales de la 
ciudadanía, el estímulo del papel educativo en los medios, la formación profesional de calidad y la 
investigación sobre estas áreas. Entonces, más que un plan que se hace de una vez y para siempre y 
que queda allí como una teoría, lo que hay que trabajar en forma conjunta es la dinámica con los 
medios y con la academia. Me parece que eso es importante, así como con las asociaciones de 
periodistas, en temas diversos para que esa cultura vaya permeando los medios. 


También en la preparación de esta entrevista pensaba cuáles podrían ser los ejemplos para 
bajar esto y que no fuera una declaración genérica y, por genérica y teórica, inocua. Pensaba en dos 
temas que realmente me parecen interesantes e importantes. Uno tiene que ver con lo que se va a 
plantear ahora con el nuevo Código del Proceso Penal según el cual, entre otras cosas, las audiencias 
van a ser públicas y orales. Entonces, hay que reflexionar sobre cuál sería el sentido de una cobertura 
periodística, porque va a haber juicios mediáticos, y sobre qué bases se va a trabajar, cómo se van a 
mostrar el juicio, el acusado y la víctima. Es decir que ahí hay un campo en el que la educación y el 
trabajo en la comunicación y los medios, en términos de derechos, es bien importante. Otro tema en el 
que también pensaba es el suicidio, que es una de las principales causas de muerte, más que los 
accidentes de tránsito y bastante más que los homicidios pero, sin embargo, es un tema tabú y hay un 
precepto, que es el de no informar, aunque el grupo interdisciplinario que acaba de publicar un libro 
sobre el tema se plantea si no habría que rever esa política. Entonces, me parece que este es un 
campo en la comunicación y los medios sobre el que hay que trabajar. 


Para terminar, también la ley establece, en la competencia de la defensoría de la audiencia de 
televisión y radio, la necesidad de nombrar un relator o relatora de los servicios de comunicación 
audiovisual. Creo que esta es otra área de trabajo para el próximo período: establecer un mecanismo 


de nombramiento de ese relator, darle los recursos, establecer específicamente sus competencias. 
Entonces, no siendo la comunicación y los medios el único tema, ni siquiera el principal, lo quería 
desarrollar, porque quizás no es el más tratado o el menos evidente cuando uno hace el inventario de 
los derechos humanos. 


Agradezco y quedo a disposición para cualquier pregunta. 


SEÑORA MOREIRA (Constanza).- Quería preguntar a la señora Virginia Martínez, que fue a su vez 
directora de la televisión nacional —nos trae un aspecto que, en general, no hemos tratado en las 
anteriores convocatorias ni en esta, sobre la relatoría con relación a la ley de servicios de 
comunicación audiovisual-, cómo considera que su experiencia ayudaría a esta nueva función y qué 
recursos se necesitarían para desempeñarla. 


SEÑORA MARTÍNEZ (Virginia).- No lo han tratado porque no es un tema que esté siempre presente y 
por algo también se incorporó posteriormente como competencia, pero está entre los derechos 
humanos, inclusive desde las primeras resoluciones de Naciones Unidas. 


Creo que lo que debe hacer el relator —aunque sus recomendaciones no son vinculantes— es 
una especie de conciencia crítica, de representación de las audiencias, porque existe una noción de 
ciudadanía comunicacional acerca de que las audiencias tienen que ser escuchadas y que tienen 
derecho a expresarse. Entonces, se deberían recibir esas visiones, trasladarlas a los medios y, sobre 
todo, creo que tiene que hacer un puente entre las audiencias y los decisores en los medios para que, 
lo que son estándares en la comunicación internacional se transformen en prácticas habituales y no 
solamente en una reglamentación impuesta que después nadie cumple o se cumple a desgano. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos a Virginia Martínez su comparecencia. 
SEÑORA MARTÍNEZ (Virginia).- Muchas gracias, buenos días y buen trabajo. 
(Se retira de sala la señora Virginia Martínez). 


SEÑORA PRESIDENTA.- Antes de que ingrese el próximo postulante quiero informar a los integrantes 
de la Comisión que la Oficina Nacional del Servicio Civil acaba de avisar que está pronto el informe y 
ya se ha mandado a buscar, así que de repente contamos con él en el correr de esta sesión. 


(Ingresa a sala el señor Óscar Destouet González). 
Buen día. Recibimos al profesor Óscar Destouet González. 


Queremos informar que el profesor acaba de solicitar un soporte informático para pasar un 
power point que va a demorar y nosotros tenemos pautadas las entrevistas. Por lo tanto, si no llega 
queríamos avisarle que trate de hacer su exposición prescindiendo de ese soporte, porque no 
podemos modificar los tiempos de las entrevistas. 


Le vamos a avisar cuando se hayan cumplido diez minutos de la entrevista y cuando llegue a 
los quince, que es el máximo que puede utilizar, también se lo haremos saber. 


SEÑOR DESTOUET GONZÁLEZ (Óscar).- Buenos días a todos y todas. 
Muchísimas gracias por permitirme compartir unos minutos con ustedes. 


Para hablar de derechos humanos, voy a hacer una exposición sobre lo que pienso sobre el 
tema, con algunos datos de la realidad, siguiendo en parte el protocolo que ustedes habían marcado. 


Soy un fanático de Luis Pérez Aguirre, del padre jesuita con el cual pude compartir muchas 
cosas, desde su trabajo en La Huella a fines de los setenta. 


Hablando de derechos humanos decía Pérez Aguirre que no es una cuestión de discurso 
teórico. Decía que antes que nada es un estilo de vida, una manera de ser. Todos los derechos 
humanos y las libertades fundamentales son un todo indivisible e interdependiente; por tanto, se debe 
brindar la misma atención y la misma urgente consideración a los derechos civiles y políticos, como a 
los económicos, sociales y culturales. El principal responsable de garantizar el respeto de los derechos 
humanos es el Estado. Por lo tanto, será el responsable ante cualquier violación de los mismos. 


Las nuevas demandas de la sociedad civil, con nuevos sujetos históricos, mujeres, jóvenes, 
personas con discapacidad, discriminados por color de piel y orientación sexual, unido a una creciente 
conciencia sobre la crisis ecológica que vive nuestro mundo nos interpela y reclama la construcción de 
una sociedad afirmada en una nueva ética basada en los derechos humanos. 


La Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo es una señal de 
voluntad política y esperanza de caminar hacia un proyecto nacional, más democrático, más libre, 
centrado en lo humano, sin ciudadanos de segunda categoría o segunda clase, por razón alguna. 


Los derechos humanos, como decía Pérez Aguirre, son una utopía en permanente 
construcción. Cuando parece que llegamos, que concretamos algo, nos damos cuenta de todo lo que 
aún falta por lograr. Cada mujer, cada hombre, tiene su lugar en la conquista de la defensa de los 
derechos; cada uno de nosotros podemos ser protagonistas y yo simplemente intento ser parte. 


En el prólogo del libro Pautas para una Educación Liberadora se escribió: "La lucha por 
establecer los derechos humanos firmemente en la conciencia de los individuos y de los pueblos pasa 
obligatoriamente por el proceso educativo". Hablo desde mi profesión; en primer lugar, soy educador e 
intento mirar la realidad desde una opción por los excluidos, los discriminados, los pobres de todo bien 
y, en especial, aquellos que se transformaron en no personas. Estos hombres y mujeres que fueron 
perdiendo todo derecho terminaron perdiendo su dignidad. Es obligación del Estado devolver todo lo 
que es propio a los hombres y a las mujeres y a la Institución Nacional de Derechos Humanos 
defender, promover y proteger en toda su extensión estos derechos reconocidos por la Constitución y 
el derecho internacional, sus recomendaciones y opiniones. Me parece que uno de los grandes aportes 
de esta Institución será ir construyendo un pienso colectivo para ir aprendiendo a vivir en consonancia 
con los derechos humanos y dar oídos, respaldo y guía a las demandas individuales y colectivas. 


Voy a dar algunos datos de la realidad, para ayudarnos a diagnosticar, que me parecen 
importantes. La lectura del censo del año 2011 desnuda objetivamente algunas realidades, riesgos y 
vulnerabilidades de derechos sobre los cuales hay que operar. Primera cuestión: nuestra población 
está compuesta por 52% de mujeres y 48% de varones. La mayor concentración de mujeres se da en 
la capital; la mayoría de nuestra población envejecida adulta son mujeres. Los hogares con mayores 
niveles de pobreza, registran el mayor número de niños de cero a tres años y estos se concentran, en 
el caso de Montevideo, mayoritariamente en la zona norte y oeste, mientras que los adultos mayores 
de sesenta y cinco años, en la zona sur y este. Los varones, es un dato bien interesante, registran la 
mayoría entre los que finalizaron educación primaria en todo el país, mientras que las mujeres 
alcanzan la mayoría en la educación terciaria; un 64% son mayoría en magisterio, en profesorado, 
mientras que los varones lo son como egresados de la UTU; pero a pesar de esa mayoría de las 
mujeres egresadas de nivel terciario, estas ocupan un nivel de escalafón inferior en aquellos puestos 
de toma de decisiones. 


A su vez, el desempleo femenino es mayor cuanto más chicos sean los hijos. Otro dato 
censal: el 17,6% de los mayores de cinco años presenta alguna limitación física, mental, intelectual o 
sensorial y un 5% entre cero y catorce años, alguna discapacidad permanente. De ellos, el 3,4% 
menores de cuatro años y un 65% entre catorce y veintinueve años están excluidos del sistema 
educativo. El 63% con limitaciones severas culminó primaria, pero solo el 3,3% pudo alcanzar un nivel 
universitario. 


El artículo 24 de la Convención Internacional sobre Derechos de Personas con Discapacidad 
del año 2006, ratificada por este Parlamento, en relación a la educación de las personas con 
discapacidad establece que se debe promover su participación en la sociedad. Se ha avanzado, se han 
hecho bastantes cosas, pero esa es de las cuestiones en que todavía tenemos un retraso muy fuerte. 


Como docente del IPA les puedo comentar que el Instituto tiene la sensibilidad para llegar 
hasta la administración, por lo cual una persona en silla puede inscribirse allí pero no va a poder cursar 
porque solamente llega hasta la administración y los salones están en las plantas superiores, así como 
también los laboratorios, las salas de informática, etcétera. Por ello, no tenemos ningún docente 
originario de movilidad en silla en el profesorado nacional. Es un dato relevante. 


Otro censo del año 2012 de la Udelar nos va a brindar otros datos complementarios para 
diagnosticar realidades. El 87,1% de los estudiantes universitarios que concurren a la Udelar 
manifestaron que se consideran de una población blanca, mientras el 2,1% afrodescendientes, entre 
aquellos que aceptaron responder a esta pregunta, y el 1,3% posee alguna discapacidad total o parcial. 


Otro dato de un informe elaborado por el Mides nos ilustra que el promedio de vida de la 
población trans es de treinta y siete años, mientras que el resto de la población uruguaya lo es de 
setenta y tres a ochenta años, varones y mujeres respectivamente. El 88% de esta población declaró 
haber sido discriminada a nivel general y el 58% además, por algún miembro de su familia. A mi juicio, 
se debería repensar el plan estratégico de la Institución Nacional de Derechos Humanos, en base a 
estos datos de la realidad y a las nuevas condicionantes en este segundo nacimiento. 


Reafirmamos una gestión que con programas de trabajo con indicadores de resultado, 
evaluación de procesos y desempeño desde la transparencia y la austeridad sean las ideas fuerza de 
una buena gestión. Evaluar los primeros cinco años de trabajo de la Institución es evaluar el período 
fundacional donde insumió parte del mismo su instalación: contratar personal idóneo, construir una 
cultura de trabajo institucional. El período de nacimiento tuvo el valor histórico del comenzar. Su 
visualización pública fue casi montevideana, por lo cual es entendible para la realidad de nuestro país, 
por lo que implicaría que en este segundo período será tarea principal extender el trabajo e influencia 
al resto del territorio nacional. La Institución Nacional debe volcar todo su esfuerzo a profundizar un 
mayor contacto con la comunidad, tanto en los barrios de Montevideo como del resto del país, en su 
actuación como defensor del pueblo. Es imprescindible conocer la realidad de los territorios, recolectar 
opiniones, testimonios y propuestas. 


En la formulación de ajustes a un nuevo plan estratégico de la Institución se debería introducir 
la frecuencia de asambleas regionales, para completar en el quinquenio una mayor regularidad de las 
nacionales. 


También es necesario vincular lo presencial con lo virtual; entablar algún convenio con el Plan 
Ceibal podría ser un buen comienzo. 


Un eje transversal de trabajo debe ser la educación en y para los derechos humanos —lo 
establece en algunos artículos la ley de creación—, en un trabajo dirigido especialmente a jóvenes —con 
programas adecuados-, a personal de las Fuerzas Armadas, policial, judicial y otros empleados 
públicos, obviamente en coordinación con la Secretaría de Derechos Humanos de Presidencia de la 
República y otras reparticiones que existen en distintos organismos del Estado sobre el tema derechos 
humanos. 


Hay que suscribir acuerdos de cooperación con la Udelar, en especial, con las Facultades de 
Derechos, de Ciencias Sociales, de Ciencias, de Artes, de Psicología. También hay que hacerlos con la 
ANEP y con las universidades de gestión privada, así como con instituciones extranjeras como el 
Instituto Interamericano de Derechos Humanos, con sede en Costa Rica. Es necesario plantearse la 
captación de recursos para proyectos en el exterior. 


La ley establece la posibilidad de instalación de grupos de trabajo. Creo que hay que 
privilegiar el uso de grupos de trabajo, no solo para vincular la Institución con la sociedad civil de una 


manera regular y que permita construir "pienso", sino también como forma concreta de acercarse a la 
realidad. No digo hacer esto de manera permanente, pero sí muy regular, no puntualmente para un 
tema específico. Los datos de la realidad nos pueden ilustrar acerca de las necesidades que existen en 
materia de derechos de la mujer, de violencia doméstica, de derechos de los jóvenes. Se podría hacer 
una experiencia práctica de convivencia democrática entre jóvenes cooperativistas, trabajadores, 
estudiantes de enseñanza pública y privada, de voluntarios, de distintas corrientes, que hacen muchas 
cosas y que, a veces, los dejamos de lado. 


Estamos pensando en los derechos de las personas con discapacidad; en los derechos de la 
población afrodescendiente y en el seguimiento de la Ley N* 19.122, de acciones afirmativas; en los 
derechos para la tercera edad; en los derechos de niños, niñas y adolescentes; en los derechos de la 
población LGTB, etcétera. 


Es necesaria una observancia particular al derecho de los periodistas a tener toda la 
información posible, para construir conciencia, pienso colectivo libre y democracia en el país. 


Por último, dentro del marco de evaluación —aunque, más bien, es otra cosa—, no podemos 
desperdiciar la experiencia acumulada en estos años por la Institución. Tres de sus integrantes no se 
presentan en esta instancia, pero hay otros referentes nacionales en derechos humanos. Creo que 
sería deseable institucionalizar un espacio para un grupo de referentes nacionales, a efectos de dar 
legitimidad y continuidad al trabajo. 


Muchas gracias. 

SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos su presencia. 
(Se retira de sala el señor Óscar Destouet González). 
(Ingresa a sala la señora Marina Morelli Núñez). 
—Damos la bienvenida a la señora Marina Morelli Núñez. 


SEÑORA MORELLI NÚÑEZ (Marina).- Agradezco la citación recibida, que decía que podía compartir 
con ustedes las propuestas para el hipotético caso de integrar el Consejo Directivo de la Institución. 


Quiero decirles que eso me resulta muy difícil, porque no soy capaz de imaginar cómo va a 
ser la composición. Pese a eso, en líneas generales, creo que la Institución debe abrir las puertas a la 
sociedad civil, lo cual es un desafío que en estos cinco años no se ha podido efectivizar. Para ello, hay 
que mejorar la comunicación. Por lo tanto, una de las propuestas de cambio tiene que ver con que en 
estos cinco años la vocería de la Institución ha estado de la mano de quien ejerce la presidencia. Me 
parece que la presidencia es una cuestión meramente formal y que la vocería debería ser más bien 
temática, estando a su frente quienes puedan manejarse con mayor experticia en algunas áreas. Creo 
que eso colaboraría para poder llegar más a la ciudadanía y a la sociedad civil. Ustedes saben que no 
se han podido celebrar asambleas nacionales extraordinarias; creo que eso tiene que ver con esto que 
falta mejorar, también en el ida y vuelta. 


Otra de las cosas a las que debe apostar la Institución en este segundo período es a brindar 
apoyo técnico a otras áreas del Estado. La cuestión de observar y recomendar siempre es necesaria, 
es buena, sobre todo en un país como el nuestro, pero me parece que, después de la observación y de 
la recomendación, se necesitan dar aunque sea los primeros pasos en conjunto con ese organismo del 
Estado al cual se está observando por acción u omisión. Eso tiene que ver con prestar apoyo técnico. 
Me parece que la Institución en eso también ha tenido algunos debes, porque muchas veces no se 
trata de voluntad en el Estado, sino en cómo llevar a cabo algunas acciones, lo que no siempre se 
sabe. La Institución también tiene mucho que hacer en ese sentido. 


Me parece fundamental que la Institución no mantenga la centralidad capitalina de estos cinco 
años, y no creo que eso lleve una grandísima inversión en recursos materiales, dado lo rápido que se 
recorre nuestro país. La pisada en el interior ha sido a raíz de algunas denuncias concretas —sobre 
todo en la zona metropolitana— y con las asambleas. Creo que la presencia de la Institución en el 
interior tiene que ser lo cotidiano. La ciudadanía tiene que saber que cuenta con esta institucionalidad 
rectora en materia de derechos humanos y que, para acudir a ella, no hay que tomarse un ómnibus y 
venirse a Montevideo, porque la Institución, con determinada periodicidad, va a estar con una pata en 
el territorio. Me parece fundamental tratar de romper esos límites. 


Estoy dando solo algunos lineamientos generales, hasta no tener claro los perfiles de quienes 
integrarán la Institución. Digo esto, porque hay propuestas que pueden parecerle a uno conducentes y, 
en realidad, resultan totalmente impertinentes. 


También creo que la Institución tiene que jugar un papel importante en la construcción del 
Plan Nacional de Educación en Derechos Humanos, que hasta donde sé quedó medio trancado en la 
órbita del Ministerio de Educación y Cultura. Si bien se convocó a organizaciones sociales y a 
organismos de la educación, hay que darle un impulso y lograr que ese plan consiga transversalizar 
todos los niveles de enseñanza formal y también abarque la educación no formal. Allí la Institución 
tiene que actuar. 


Aparte, vi que a ustedes les interesaba saber la opinión de quienes pasamos a esta segunda 
etapa acerca de estos cinco años. Creo que en este tiempo la Institución se ha abocado a construir 
institucionalidad, que es importante, que no es poca cosa. Hay que tener una capacidad muy 
específica, porque no tenían muebles ni funcionarios. Eso ya está hecho y permite construir mayores 
horizontes, otras cosas. Quienes estuvieron hasta ahora lograron sedimentar y hacen falta otras cosas. 
Tomando en consideración que hay recursos humanos muy calificados —que salen del país, van a 
capacitarse, etcétera—, la mirada tiene que ser de capitalizar el recurso humano para la propia 
institución. Por lo tanto, las capacitaciones internas deben ser guiadas por una mirada estratégica más 
que personal del funcionario que quiera hacer determinado curso. Si la Institución tiene en los próximos 
años determinados desafíos, como puede ser en el área del medio ambiente, por ejemplo, que esos 
recursos especializados con los que se cuenta puedan recibir una buena capacitación. Eso me parece 
muy importante. 


En general, creo que estos cinco años se han ido en crear institucionalidad y no se han 
podido desarrollar otras áreas. De todos modos, cumplieron con las asambleas, que es un trabajo muy 
importante. Lograron sacar comunicados en tiempo y forma, estando atentos a la realidad nacional. 
Incluso, de ser ignorada la Institución por algunos organismos del Estado, pasó a ser consultada antes 
de la adopción de algunas resoluciones administrativas, para saber a priori qué pensaba al respecto. 
Así que esa me parece que es una legitimidad que, sin lugar a dudas, también se ha ganado la 
integración actual del Consejo. 


También me parece que hubo cosas que no estuvieron tan buenas y que han salido a la luz 
pública, como el tema del acoso sexual laboral, no por el caso en sí, porque sabemos que eso sucede 
en casi todos los organismos del Estado, sino por la omisión ante la noticia de un caso de acoso sexual 
laboral, lo que a mí —será porque trabajo en ese tema-— me llama mucho la atención. Repito: la omision 
de la Institución en rápidamente hacer un procedimiento, investigar, etcétera. Pero, en realidad, esos 
son claroscuros que se le presentan a toda administración. 


Otra de las preguntas que realizaron fue sobre la motivación para acceder al cargo. En ese 
sentido, las motivaciones son más colectivas que personales. Tengo una trayectoria en la sociedad civil 
y creo que la sociedad civil ha puesto de sí para ir generando personas que puedan ser consideradas 
por el Parlamento hoy, dentro de cinco, diez o quince años, para ocupar estos cargos, pero que 
provengan del activismo, de la efectiva militancia, allí donde se juegan los derechos humanos, que es 
la diaria de la gente. Entonces, creo que hay una voluntad colectiva de muchas organizaciones de 
decirles a los parlamentarios y a las parlamentarias que activistas también pueden ser considerados 
para un cargo. 


En lo personal es un desafío enorme. Creo que la Institución era un debe que tenía el 
Uruguay, que, evidentemente, se ha cumplido con tenerla, pero que necesita ser desarrollada y, para 
eso, requiere muchas ganas, mucha cabeza, mucha gente. Así que, para mí, es una tarea muy 
desafiante. 


Otra de las cosas que planteaba la convocatoria era sobre pensamiento respecto del sistema 
universal, que no sé si era el sistema universal por algo en particular, pero yo les englobo los dos: creo 
que tanto el sistema universal como el sistema interamericano han permitido a los Estados avanzar; 
han permitido el reconocimiento de algunos derechos; han permitido ponernos a tono. Pero no 
podemos pensar que, solamente por ratificar esos instrumentos internacionales, la realidad a la interna 
del país cambia. 


Hay que reconocer que Uruguay tenía un vergonzoso atraso en los informes-país y había 
ratificado muchos instrumentos, pero a la interna ni siquiera informaba a los organismos que daban 
seguimiento. Eso se logró solucionar; el Estado logró ponerse al día ante el sistema universal, lo cual 
es de celebrar. 


Creo que el Estado también ha dado muestra, con el Simore y con el EPU, de que le 
interesan estos organismos de contralor que no todos los Estados, en el uso de su soberanía, se los 
plantean como beneficiosos. Sin embargo, Uruguay, responsablemente, se involucra con esos 
mecanismos. 


A mí me parece que ambos sistemas tienen mucho por darnos aún y también que Uruguay 
tiene algunos debes en lo que tiene que ver con la armonización de la legislación a la interna, con esos 
tratados, también con algunas políticas públicas e, inclusive, debería evitar sorpresas como la que 
dieron ante el sistema interamericano por no concurrir a una audiencia, hace poquito. O sea, tratar de 
que el Estado mantenga una coherencia con su accionar sería bastante importante, pero igual queda 
mucho por hacer, porque en materia de derechos humanos hay todo un pour la galerie, un discurso 
bonito, por el que estas organizaciones internacionales pueden llegar a invitarlo. 


Es verdad que Uruguay se ha ganado una reputación, algo así como un marketing de nivel 
internacional, que muchas veces no coincide con la realidad de la gente. Somos un país chiquito, los 
derechos fundamentales todos los sabemos identificar, tenemos un territorio chico, tenemos 
condiciones inmejorables, porque nuestras instituciones democráticas están bien, o sea que podríamos 
implementar un desarrollo que fuera honesto y claro; sin embargo, sabemos que entre lo que dicen las 
normas y lo que vive la gente hay una brecha que coloca a las personas en una situación bastante 
jodida, así que creo que ahí la Institución tiene mucho por hacer, sobre todo en materia de promoción. 


SEÑORA MOREIRA (Constanza).- La doctora Morelli se presenta como activista, pero además es una 
abogada con una larga trayectoria y fue presentada por muchísimas organizaciones. 


Aquí se ha hablado muchos de las mujeres, y la doctora Morelli es una buena candidata de 
las organizaciones que trabajan con mujeres; sin embargo, ella no se ha referido mucho al asunto. 
También está presentada por Cainfo. Es decir que las organizaciones que la presentan nos hacen 
pensar que la doctora Morelli se desempeña en varias áreas que también son de competencia de la 
Institución. Por lo tanto, me gustaría saber cómo se ve dentro de la Institución, en qué áreas cree que 
su aporte podría ser más valioso. 


SEÑORA MORELLI NÚÑEZ (Marina).- Mi activismo lo he desarrollado desde hace muchos años y en 
muchas áreas, porque creo en la integralidad de los derechos humanos. Ahora bien, no puedo 
desconocer que la pata fuerte de mi activismo -porque, además de ser abogada y activista por los 
derechos humanos, soy una mujer feminista- tiene que ver con las organizaciones de mujeres y con la 
militancia allí. La experiencia que he recogido en esa área está toda para depositar y compartir, si me 
toca estar en la Institución. 


Durante los últimos años también me he dedicado al acceso a la justicia. Es verdad que el 
acceso a la justicia de los más vulnerables es lo que más me ha ocupado y preocupado, y entre los 


más vulnerables siempre encontramos a las mujeres, a las mujeres pobres y a las mujeres negras 
pobres uruguayas, para ser más claros. Esa sería un área bastante importante. 


A mí me parece que hay algo en el Consejo Directivo que aquellos a quienes les toque 
deberían revisar, porque eso que dije de la vocería, que se emparentó no sé por qué con el pedido 
formal de Presidencia y redujo a un quinto la posibilidad de comunicarse con la población y con las 
organizaciones sociales, también ha pasado con las áreas temáticas en las que se mueve la 
Institución. Sería muy interesante que, al igual que en los organismos —no se estaría inventando nada, 
tanto el sistema interamericano, como el universal, cuando componen órganos colegiados, también 
fijan en la experticia una especie de relatoría; no digo que se copie—, se reforzara algún mecanismo a 
la interna de la Institución, relacionado con una trayectoria destacada, y que alguien pudiera hacerse 
cargo específicamente de un área en particular; eso parece interesante e, incluso, hasta facilita la 
articulación con el resto de los organismos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Muchas gracias por su comparecencia. 
(Se retira de sala la doctora Marina Morelli Núñez). 
(Ingresa a sala el señor Juan Martín De Posadas Montero). 
SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión da la bienvenida al señor Juan Martín De Posadas Montero. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO (Juan Martín).- No creo que vaya a usar todo el tiempo disponible, 
porque traje algunas cosas escritas que va a limitar la extensión de mi presentación, lo cual será 
beneficioso para todos. 


Quiero mencionar, al principio, dos criterios prácticos de lo que yo entiendo necesario para el 
funcionamiento de la Institución. Son cosas meramente prácticas, pero creo que resultan importantes. 


Primero, las instituciones valen, son eficaces, sirven, si son continuidades. Si no se da una 
continuidad, si es una cosa que va a los tropezones, pierde eficacia completamente. Creo que los que 
aspiramos a integrar la conducción de una institución debemos tener en cuenta lo que se hizo, la 
historia institucional, las cosas que ya están encaminadas. Y, si bien es cierto que la renovación de 
autoridades permite renovar cosas, también es cierto que no se puede pensar —sería malo hacerlo— 
que uno empieza en el kilómetro cero y que ahí arranca todo de vuelta. 


El otro criterio práctico que me parece importante tomar en cuenta es que las personas que 
aspiran a integrarse a organismos con una dirección colectiva, deben tener en cuenta el sentido de 
equipo. Los vedetismos, los protagonismos, son contraproducentes. 


Estas dos cosas refieren al aspecto meramente práctico. 


Entrando en el asunto de fondo, creo que los uruguayos en su conjunto están muy 
sensibilizados con las cuestiones referidas a los derechos humanos, de tal manera que no sería una 
obligación urgente de la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo trabajar 
para sensibilizar a la población sobre esos asuntos. Este es un tema que llega a la gente, que no pasa 
desapercibido. Lo que me parece que no hay es una claridad conceptual en cuanto a qué son los 
derechos humanos, la Institución, etcétera. 


Nuestro país tiene una historia reciente bastante convulsa. Como todos sabemos, el Uruguay 
se hizo a sí mismo o permitió que sucedieran en su seno cosas muy graves. Ese pasado traumático, 
en el que los derechos humanos, evidentemente, ocupan un lugar muy importante, es reciente. Para 
los mayores de cincuenta o sesenta años —para mí más todavía— ese pasado es memoria viva y forma 
parte de la experiencia vital de cada uno; es un recuerdo personal. Para los jóvenes, para los que no lo 
vivieron, el relato que vive el Uruguay cuando habla de sí mismo, de todas esas cosas, incluye este 


tema de forma muy importante, de tal manera que aun las personas que, por razones de edad, no 
tuvieron una participación directa ni lo sufrieron ni lo vivieron, forman parte del asunto. 


Es un relato que tiene mucha densidad en el estado de opinión colectivo. Precisamente, ese 
pasado traumático, convulso, que está tan vinculado con los derechos humanos y con las violaciones 
de los derechos humanos, pone de manifiesto, a través de esa dura experiencia, la importancia que 
tiene el tema. Lo pone de manifiesto tanto para los que lo vivimos como para los que lo perciben a 
través de un relato, de una memoria colectiva. 


Otra cosa a tener en cuenta es que muchas fuentes de información respecto a ese pasado 
nacional trágico o convulso tiene todavía tintes competitivos. Por eso se hace necesario —yo creo que 
sería un camino para la Institución— acompañar un proceso de información y de esclarecimiento. 


Con respecto a la información sobre el pasado reciente y traumático del país, creo que es 
importante no confundir "explicar" con "justificar". Si bien no es un cometido de la Institución clarificar 
las cosas que sucedieron en ese pasado inmediato, sí tendría como cometido un trabajo de extensión 
doctrinal sobre los derechos humanos —su naturaleza, sus atributos, etcétera—, es decir, una labor casi 
docente sobre qué son los derechos humanos, la importancia que tienen y que son inherentes a la 
condición humana. 


Los derechos humanos o los derechos del hombre —como era su primera denominación allá 
por los años cuarenta, después de la guerra— son inherentes a la persona humana; le corresponden 
por el hecho de ser tal. No se le conceden nadie; no son un atributo que se pueda dar y quitar. Así 
como no se los da a nadie, tampoco se los puede quitar a nadie. Son derechos de la persona. Ni 
siquiera se puede decir que son un premio a la buena conducta, al buen comportamiento del 
ciudadano. Son derechos que tienen todos los ciudadanos, se comporten bien o mal, porque no es un 
premio, es un derecho inherente a la persona humana. El ser humano no tiene que hacer mérito alguno 
para conseguirlos; los tiene por ser una persona humana. 


Si bien los derechos humanos los tienen todos los seres humanos, paradójicamente —o no tan 
paradójicamente—, son un derecho pero son también una conquista, y no solo cuando hablamos 
históricamente. Recordemos todos los derechos que se han ido incorporando después de la Segunda 
Guerra Mundial. Son una conquista diaria; son un derecho y son una conquista. El derecho a la libertad 
de expresión se conquista todos los días; está en riesgo. Es un derecho, pero hay que conquistarlo. Y 
así como hablo del derecho a la libertad de expresión, hablo de cualquier otro derecho. 


También es importante señalar que, siendo derechos universales, no pueden ser invocados 
por cualquier motivo. Es importante que la población lo tenga en cuenta respecto a la función de la 
Institución. 


Creo que es parte de la tarea de la Institución el esclarecimiento teórico y práctico de esto, 
porque a veces se generan confusiones. 


También hay que dejar en claro que la Institución no es un órgano jurisdiccional, es decir, que 
el ciudadano no puede ir a él y esperar sentencias vinculantes; no es esa la función de la Institución. 
Las querellas ordinarias los ciudadanos las tienen que encaminar por los senderos de la Justicia 
ordinaria. 


También creo que hay que dejar en claro que las situaciones generales que pueden herir 
algunos derechos humanos, aunque no tengan cabida en ningún artículo del Código Penal, sí la tienen 
en la comisión; pueden ser traídos a la atención de la comisión. 


Por último, hay que evitar que en la concepción popular se extienda la noción de que la 
Institución se ocupa solamente de las violaciones históricas, o sea, que está referido a lo que pasó 
hace cuarenta años y a las violaciones durante el período de la dictadura, porque tiene un cometido 
para hoy, para atender las situaciones que en el campo de los derechos humanos se presenten. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos su presencia. 
(Se retira de sala el señor Juan Martín De Posadas Montero). 
(Ingresa a sala la doctora Mariana Isabel Mota Cutinella). 
—La Comisión da la bienvenida a la doctora Mariana Isabel Mota Cutinella. 


SEÑORA MOTA CUTINELLA (Mariana Isabel).- Vengo de un organismo del Estado en el que, en mi 
condición de juez, me he dedicado a resolver conflictos. A través de ese trabajo, uno observa que 
muchos conflictos tienen una fuerte vinculación con otros problemas que vienen de la relación entre el 
individuo y la sociedad o los organismos del Estado. A veces, esas situaciones de conflicto son 
incentivadas por esa vinculación con los organismos del Estado. Entiendo que la forma en que esos 
organismos funcionan y desarrollan su trabajo afecta el desarrollo o la actuación de las personas. 


Por mi trabajo como juez, he estado en diferentes partes del país y he visto situaciones de 
graves vulneraciones, lo que me llevó a interesarme en cómo los organismos del Estado funcionan y 
desarrollan su labor, a fin de proteger los derechos humanos y ver cómo mejorar esa protección y esa 
garantía. 


En ese sentido, entiendo que la Institución ha podido desarrollar ese trabajo en este corto 
tiempo, desde su inicio, hace cinco años. Lo ha hecho de una forma muy buena, muy positiva. Ha 
podido instalarse en la sociedad, consolidarse y ser una referencia en esas situaciones conflictivas, 
desarrollando políticas públicas y, a partir de la sanción de las leyes, colaborando con su ejecución, 
tanto en lo que hace a los organismos como a los individuos. 


Hay grupos de personas con un importante grado de vulneración de sus derechos, a quienes 
esas actuaciones no les han llegado o lo hacen de forma deficiente o poco práctica. Esa vinculación de 
la Institución con los organismos públicos, para ayudar a que una mejor actuación del Estado, siempre 
es beneficiosa. Me parece interesante desarrollar el trabajo desde esa perspectiva. 


Más allá de que hoy la institución se ha consolidado, que ha llevado adelante denuncias y 
recomendaciones y que ha podido ayudar a los diferentes organismos del Estado a cumplir mejor su 
función, sería conveniente que a futuro se pudiera desarrollar más su trabajo en el interior y apuntar a 
un mayor desarrollo en lo que tiene que ver con la formación y educación en derechos humanos, de 
manera que las personas puedan conocer las herramientas que tienen para poder saber cuáles son 
sus derechos, ejercerlos y defenderlos ante los organismos que correspondan y, en definitiva, poder 
disfrutar de ellos. 


A su vez, es importante tener presente que la institución no solamente desarrolla su labor con 
relación a la normativa jurídica que nos gobierna, como normas nacionales y, obviamente, la principal, 
que es la Constitución, sino también a toda la normativa internacional, atendiendo al sistema 
interamericano y universal en el cual estamos insertos, a las diferentes convenciones que el Estado ha 
ratificado y a los organismos a los cuales se somete soberanamente. 


En ese sentido, cuando el Estado tiene que presentar sus informes o cuando concurren 
relatores internacionales a controlar el cumplimiento de la normativa internacional en el Estado, es 
importante la función que ha tenido y ha desarrollado la institución para ayudar a la adecuación de las 
políticas desarrolladas por diferentes organismos del Estado en el cumplimiento de esa normativa en la 
práctica. Precisamente, hace poco tiempo, vino una relatora internacional para controlar lo ocurrido con 
el tema de los menores infractores y privados de libertad. 


Hay otras situaciones en las que todavía cuesta avanzar en lo relativo a protección. Ayer leía 
en la prensa la noticia de esos ancianos que estaban en un galpón, en situaciones deplorables. En el 
país hay situaciones de vulneración de derechos, porque hay sectores de población que todavía sufren 
muchas exclusiones. Entonces, acercar esta herramienta y que la institución pueda ver por esas 


poblaciones o grupos de personas, me parece muy importante, porque ayuda a las políticas que está 
dando el Estado y que, paulatinamente, ha ido cumpliendo para mejorar su sistema de protección, y 
para que esas leyes o normativas realmente se apliquen y sean efectivas. 


Desde mi lado de juez, puedo decir que a veces el espíritu de los legisladores al dictar una ley 
tiene determinada orientación, obviamente en el muy buen sentido de proteger los derechos humanos 
o determinado aspecto de ellos y, después, en la práctica, eso se desvirtúa por otras interpretaciones o 
por no conocer cómo se aplica o cuál podría ser la mejor forma de llevar adelante la ejecución de esa 
normativa. Entonces, me parece muy importante que desde la institución se pueda hacer ese nexo 
entre diferentes organismos del Estado —que es necesario para la aplicación— y también, por supuesto, 
desde los diferentes Poderes del Estado, y la sociedad para poder optimizar esa adecuación de las 
normas y poder llevarlos a la práctica. 


En realidad, entiendo que la institución ha llevado adelante este buen cometido aunque le ha 
sido realmente difícil. Para cualquier organismo, cuando se instala en el Estado, el comenzar a andar 
es difícil. Sin embargo, se ha consolidado e, inclusive, ha recibido hasta una calificación de excelencia 
de los organismos de coordinación de estas instituciones. Le ha costado su instalación en su sede 
principal y tener un plantel de funcionarios efectivos, pero ha logrado cumplir con todas sus metas. 
Creo que de ahora en más lo que corresponde es mejorar esa actuación haciendo visible la institución 
en sociedad, teniendo mayor contacto con los organismos y pudiendo formar en derechos humanos. 


Desde mi visión y con relación a lo que es ahora la institución, creo que esas son las puntas 
más importantes. Reitero: la articulación con los organismos del Estado; llevar adelante las funciones 
que corresponden a la institución y visibilizarla; tenerla más presente en la sociedad, porque todavía no 
se conoce tanto. Uno la visualiza a través de lo que han sido los informes, pero la mayoría de las 
denuncias son radicadas en Montevideo. Entonces, en otras partes del país hay un desconocimiento 
de lo que es la institución, de cuál es su funcionamiento, de cuáles son sus beneficios y de cómo 
acceder a ella. 


Obviamente, la institución no necesariamente tiene que resolver todo, sino servir como un 
mecanismo de orientación para las personas con respecto a las necesidades que se presentan. 


Me parece muy importante poder articular con las necesidades de los organismos del Estado 
para poder llevar adelante sus propios intereses. La formación de funcionarios que están destinados 
específicamente a esto también es muy importante. Lo vivo y lo digo desde la experiencia como juez, 
porque siempre he tenido vinculación con litigios en los que muchas veces ha habido contraposición de 
intereses entre lo que se plantea desde el Estado y lo que se plantea desde lo particular. Creo que, en 
ese sentido, sería una buena gestión la que se podría hacer desde esta institución. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos su presencia. 
(Se retira de sala la doctora Mariana Mota Cutinella). 
(Ingresa a sala el señor Gustavo Espinosa Mármol). 
—La Comisión tiene el gusto de recibir al señor Gustavo Espinosa Mármol. 


SEÑOR ESPINOSA MÁRMOL (Gustavo).- Voy a tratar de seguir el orden de los temas que se nos 
pidió. 


En cuanto a la motivación, por supuesto, es el reflejo del reconocimiento del esfuerzo de 
muchos de ustedes, que han estado tantos años trabajando en favor de los derechos humanos. 


Quienes me conocen saben que provengo de una familia muy humilde, que conoció de forma 
directa todo lo que tiene que ver con los problemas de la desigualdad, de la pobreza y la 
discriminación. Por eso fue que tuve la convicción de salir a trabajar en una agenda de derechos 


humanos, que por supuesto recuerda el pasado, tiene que tener muy presente la construcción del 
futuro y, fundamentalmente, trabajar de manera articulada. 


Quiero decirles que desde temprana edad, gracias a tener la oportunidad de vivir en un país 
como Uruguay, pude educarme, crecer y tener una experiencia internacional que me permitió vivir de 
cerca las importantes violaciones y flagelos que sufren las personas que trabajan en la materia de 
derechos humanos. 


Para mí sería un alto honor poder participar, junto a ustedes, en esta lucha. 


Voy a pasar al conocimiento universal de protección de los derechos humanos, de lo que hay 
mucho para decir. Se trata de los mecanismos, organismos y, principalmente, de todo aquel sistema de 
normas internacionales tendientes a la protección integral de los derechos humanos. Esta posibilidad 
universal que tenemos, que nace en la historia de muchos hechos que tienen que ver con apuntes 
fundamentales... 


Discúlpenme por los nervios. No me pasaba nunca estar de este lado. 
(Diálogos). 


Como decía, esta posibilidad universal que tenemos nace en la historia de muchos hechos 
que tienen que ver con el esquema que comprende la Carta Internacional de Derechos Humanos, 
donde está incluida la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948, en lo que tiene que 
ver con los pactos internacionales sobre los derechos civiles, políticos, sociales, culturales y toda esa 
red intrínseca de tratados y, por supuesto, de pactos que surgen... 


Discúlpenme. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Vamos a darle un minuto para que se serene y, cuando lo considere 
oportuno, vuelve a empezar. 


SEÑOR ESPINOSA MÁRMOL (Gustavo).- Pido las disculpas del caso. 


En este sistema, lo más importante de destacar no son solo los tratados internacionales, sino 
también toda esa red de organismos que integran la defensa y protección de los derechos humanos. 
Estos pactos y tratados sobre derechos civiles tienen que ver también con los derechos culturales... 


Discúlpenme. Es increíble que me pase esto. 
(Diálogos). 


—El Sistema Universal de Derechos Humanos se basa, fundamentalmente, en la Carta 
Internacional de Derechos Humanos. El Sistema Interamericano de Derechos Humanos está 
compuesto por la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, de 1948, de Bogotá; 
también tiene su pilar en el Pacto de San José de Costa Rica... 


Les pido disculpas. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Vamos a ayudar un poco. 


¿Usted tiene el discurso escrito? Si es así, léalo tranquilamente y nosotros en el tiempo 
estipulado lo vamos a escuchar. 


SEÑOR ESPINOSA MÁRMOL (Gustavo).- Realmente, no me gustaría detenerme en explicar todos 
los procedimientos y organismos que tiene el Sistema Universal de Derechos Humanos. Entiendo que 
podría estar perdiendo mi tiempo explicando cosas que ustedes ya saben, en lo que tiene que ver con 
el sistema de órganos, mecanismos y normativa, que obedecen al Sistema Universal de Derechos 
Humanos. Me gustaría hablar de los desafíos que tenemos como Parlamento y como Institución de 
Derechos Humanos. 


Es indudable que vivimos en un mundo tan globalizado como perverso. Es imperativo que en 
este mecanismo universal de derechos humanos Uruguay esté presente. ¿Por qué? Por muchas 
cosas. Nuestro país tiene un reconocimiento muy importante en la materia y ha sido por el trabajo y el 
esfuerzo de muchos de ustedes. Indudablemente, en este mecanismo universal, Uruguay ha recibido 
importantes observaciones y recomendaciones que tienen que ser atendidas. 


La situación actual de derechos humanos en Uruguay es realmente elogiable por los avances 
que hemos tenido; a su vez, tenemos importante desafíos. No podemos convencernos de que, pese al 
esfuerzo que se ha hecho, todavía estén tan latentes violaciones y vulneraciones a los derechos 
humanos en Uruguay, que tienen que ver con la discriminación, con la violencia en el deporte, en la 
educación, con las muertes por violencia de género, con la brecha tan grande que existe en la oferta 
laboral en contra de las personas afrodescendientes, los migrantes, con el incumplimiento de la ley de 
humanización que preveía que había que tener un porcentaje mínimo de excarcelados en los trabajos 
de obras pública. Por lo tanto, es importante que nosotros tengamos que seguir, permanentemente y 
en forma directa, esas observaciones que nos hacen los generosos controles de los comités de 
seguimiento de cada uno de los protocolos y convenciones que hoy por hoy tenemos en el Sistema 
Universal de Derechos Humanos 


Esas recomendaciones y observaciones que nos señalan en 2015, a través del Comité de los 
Derechos del Niño, refieren a las vulnerabilidades que ellos tienen por no ser reconocidos aún como 
ciudadanos del futuro, plenos de derechos y de la necesidad de ser educados como tales, como los 
ciudadanos forjadores del futuro. También debemos tener presente las observaciones que se nos hizo 
a través del Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial y a través del examen universal, en 
el cual queda claro que Uruguay tiene vulnerabilidades y desafíos muy importantes. 


Existe un análisis muy bonito de un profesor de la Universidad de Washington, quien señala 
cuáles son los desafíos que tenemos en un mundo tecnológico, totalmente informático, y Uruguay no 
puede ser ajeno a ellos. 


Miro al señor diputado Luis Puig y me viene a la mente su responsabilidad, su trabajo y 
preocupación por el mercado laboral. Los derechos humanos están intrinsicamente vinculados, y así lo 
indica la Declaración y Programa de Acción de Viena, que establece a los derechos humanos como 
indivisibles, irrenunciables, interdependientes e interconectados entre sí. Para citar un solo desafío que 
tenemos en Uruguay, fijense qué importante es que el 12% de los empleados públicos en Uruguay 
cumplen tareas administrativas. Los informes señalan que entre 2030 y 2050, el 94% de esas tareas 
administrativas van a ser suplidas por sistemas informáticos inteligentes o por la propia robótica. El 5% 
del empleo nacional lo ocupa el sector agropecuario. Y para esos mismos años, el 88% de esas tareas 
también van a estar enfrentadas a ese desafío, en el cual la Institución Nacional de Derechos Humanos 
no puede estar ajena en cuanto a su articulación, en la formación de políticas que tiendan a prevenir 
esas situaciones que se generan en un mundo globalizado, que hoy está sufriendo los embates de la 
migración forzada. Setenta millones de personas están siendo trasladadas en el mundo. Este hecho, 
indudablemente, implica un desafío muy importante para un país como Uruguay, que tiene varios 
problemas demográficos, una tasa de crecimiento estancada, una previsión de crecimiento que va a 
bajar del 1,9% a 1,3% de nacimientos por madre, y donde el desempleo y la falta de oportunidad van a 
estar radicados en soluciones que tienden a la educación formativa, principalmente de las mujeres, 
quienes van a ocupar los nichos de proyección futura que serán, indudablemente, la salud, la 
educación y los cuidados. 


Solamente en área de cuidados, Uruguay tiene la posibilidad de generar treinta mil empleos, 
pero van en consonancia, coordinación e interrelación con los derechos humanos que debemos 
proteger, no en el futuro, sino desde ahora. 


Hay muchos capítulos en los que debe trabajar la Institución Nacional de Derechos Humanos. 
Por ley, tiene como rol fundamental lo que tiene que ver con la defensa, protección y garantía de los 
derechos humanos, con el alcance previsto en la Constitución y las normas internacionales. Es un 
desafío muy importante. Todas las funciones que tienen que ver con el asesoramiento, con las 
recomendaciones e informes son de gran importancia para trabajar de manera articulada y 
complementaria con las distintas dependencias públicas, pero también, con la sociedad civil. 


Es impensable la construcción de un sistema interno de derechos humanos que no vaya 
acompasado con las normas internacionales y que no tenga un asidero en el trabajo de la sociedad 
civil, que es fundamental para el rol que debe cumplir la Institución Nacional de Derechos Humanos. 
Más allá de ser declarada autónoma e independiente por ley, no tiene que dejar de visualizar la 
interrelación que debe tener con esta que es su casa y que le dio origen. Me refiero, principalmente, a 
la relación con los actores políticos que, por consenso y unanimidad, votaron esta ley que hoy se 
traduce en una institución que tiene una gran proyección internacional y que se debe seguir ajustando 
a los principios de país. 


Hay, básicamente, cuatro o cinco principios fundamentales que tienen que ver con el 
asesoramiento, la promoción y la formación de una cultura de paz y de convivencia pacífica que todos 
debemos observar. 


Yo no me siento capacitado para decir cuáles fueron los avances o retrocesos de la Institución 
Nacional de Derechos Humanos en los cinco años. Sí señalo que tuvo un panorama complejo. Fue el 
arranque, el inicio: tuvo que formar los grupos técnicos, proveerse de funcionarios, pelear su 
presupuesto. Avanzó en incluir la Agesic y avanzó en la formación de grupos técnicos y asesores que 
atendieron, solamente el año pasado, 586 casos, de los cuales se desprenden los síntomas y 
vulnerabilidades que hoy tiene nuestro país. 


Los síntomas obedecen, principalmente, a la relación de los ciudadanos con el acceso a la 
salud, a la justicia; tienen que ver con las vulnerabilidades que presenta la ciudadanía en determinadas 
situaciones, con el sistema penitenciario, con la salud penitenciaria, con las cuestiones de 
hacinamiento, con la seguridad interna. Son grandes desafíos que representan la oportunidad de 
empleo en Uruguay y todo lo que tiene que ver con una Institución Nacional de los Derechos Humanos 
que tiene que seguir fortaleciendo su ámbito de trabajo, pero no de manera aislada y simplemente 
mirando al país como el ombligo del mundo, sino en una mayor cooperación internacional. 


Por lo tanto, entiendo pertinente que esta Institución Nacional de Derechos Humanos 
estreche mucho más los lazos con todo lo que tiene que ver con esa propuesta de descentralización 
que tanto ha avanzado en estos últimos años en el Uruguay. Tiene que coordinar más ampliamente 
con el Congreso de Intendentes, el Congreso de Ediles, el Congreso Nacional de Alcaldes. Tiene que 
apuntar a una importante descentralización en la función local y no simplemente estar visualizada en 
Montevideo. Si bien existen convenios con la Udelar y con los distintos planes nacionales de educación 
y formación en derechos humanos auspiciados por los ministerios correspondientes y por una 
coordinación interestatal, existe ese desafío y ese rol de la Institución Nacional de Derechos Humanos 
de estar presente, asesorar, articular y participar de manera generosa y amplia para cumplir con los 
objetivos. 


También quiero referirme a algunas recomendaciones que van en respuesta a lo que 
entendemos que podemos contribuir en aras de la promoción de la defensa y protección de los 
derechos humanos. En ese sentido, creemos oportuno conformar un grupo interno de trabajo que 
realice un constante seguimiento de las oportunidades de fortalecimiento institucional y cooperación 
internacional que enriquezcan los insumos de trabajo de la Institución. 


Complementariamente con las autoridades públicas y con el convenio con la Udelar, debemos 
planificar, junto con las organizaciones sociales, propuestas y estrategias para el fiel cumplimiento de lo 
dispuesto en el literal O) del artículo 4% en materia de información y difusión de derechos. 


Es necesario instrumentar una agenda y calendario nacional a efectos de dar cumplimiento a 
lo dispuesto en el literal F) respecto de los estudios e informes sobre la situación nacional, 
departamental o zonal relacionados con los derechos humanos. 


Se debe coordinar un mayor plan de acción con los Gobiernos departamentales y locales, 
permitiendo una mayor cercanía y acceso público de todas las zonas del país. 


Asimismo, hay que promover convenios de capacitación y difusión en el ámbito de la 
promoción y defensa de los Derechos Humanos ante el Congreso de Intendentes, el Congreso 
Nacional de Ediles y el Congreso Nacional de Alcaldes. 


Es importante conformar un plan de formación de "Promotores de Derechos Humanos", 
representantes sociales y voluntarios que promuevan una generosa participación ciudadana de respeto 
a los derechos humanos conforme a las distintas realidades zonales. 


A su vez, se debe proponer la creación de un equipo interinstitucional de trabajo basados en 
la medición continua de objetivos y resultados a efectos de dar cumplimiento a lo preceptuado por el 
artículo 30 de la Ley N* 18.026 y el literal N) de la Ley N* 18.446 en materia de formación y 
capacitación de funcionarios públicos. 


También habría que diseñar, promover y articular con las empresas privadas, acciones de 
difusión y proyectos a favor del fomento de la promoción y el respeto de los derechos humanos 
basados en su responsabilidad social empresarial. 


A su vez, es necesario que la Institución Nacional de Derechos Humanos mantenga una 
coordinación con las diferentes Secretarías de Derechos Humanos a nivel de la Presidencia de la 
República, del Ministerio de Educación y Cultura y otros organismos públicos. 


Debe crearse en el ámbito de la Institución un observatorio cuyo objetivo sea detectar las 
exitosas experiencias a nivel internacional a través de la herramienta que está prevista por los 
principios del país que nos comprometen a una mayor cooperación internacional. 


También me parece muy importante que la Institución Nacional de Derechos Humanos se 
nutra con todos aquellos insumos que tan generosamente los legisladores de este Parlamento generan 
a través de las instancias del Parlatino, de la Unión Europea, entre otros. Creo que también allí hay 
leyes marco y propuestas que han ido a la avanzada de lo que es la realidad nacional y que hoy 
logramos comprender. 


En ese sentido, tantas veces vi a la senadora Daisy Tourné proponer leyes y reformas 
tendientes al desarme de la población. ¡Vaya si tendría razón en una sociedad cada vez más violenta y 
con tantos problemas, en donde las cifras realmente preocupan, no solo a nivel nacional, sino a nivel 
mundial! 


También creemos necesario impulsar el cumplimiento de las normas relativas a derechos 
humanos, en todos los niveles de la sociedad, mediante un sistema multiplicador de promociones y 
campañas de concientización, en coordinación con los organismos públicos correspondientes. 


Para mí es fundamental promover y contribuir la constitucionalización de los derechos 
humanos y promover y contribuir al desarrollo de los temas de garantías de los sistemas regionales e 
internacionales de protección de los derechos humanos. 


Por último, voy a resumir el conjunto de propuestas. 


Para mí es muy importante lo que voy a decir ahora y creo que es uno de los mayores 
desafíos: la autonomía de la Institución Nacional de Derechos Humanos no tiene que ir en desmedro 


del trabajo y esfuerzo de esta Casa. Entiendo que esta es la Casa del pueblo, la voz del pueblo y tal 
como decía la activista social Malala Yousafzai, premio Nobel de la Paz en los temas de educación — 
esta paquistaní que tanto sufrió la violencia— y por su lucha por la promoción de los derechos humanos, 
lo importante es mantener en alto la voz de los derechos humanos y este Parlamento es la voz de los 
derechos humanos del pueblo uruguayo. 


Solo nos podemos dar cuenta de la importancia de la voz cuando somos silenciados y por 
eso entiendo, reitero, la pertinencia de una mayor coordinación, de un mayor análisis en conjunto, una 
mayor participación activa, plural y generosa entre el Parlamento y la Institución Nacional de Derechos 
Humanos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos su presencia. 
(Se retira de sala el señor Gustavo Espinosa Mármol). 
(Ingresa a sala la señora Patricia Peralta Cotugno). 


—Agradecemos la presencia de la señora Patricia Peralta Cotugno y le cedemos el uso de la 
palabra para que realice su exposición. 


SEÑORA PERALTA COTUGNO (Patricia).- Es un desafío presentarme a esta convocatoria. 


Mi motivación al presentarme a este llamado fue, primero, aportar un perfil diferente de los 
que se venían presentando y la experiencia de estos cinco primeros años de la Institución. 


Como habrán visto, muchos compañeros se presentaron con una gran trayectoria académica 
y mi intención era aportar un perfil de experiencia en la gestión y en territorio y también el conocimiento 
de lo que es el Estado por dentro. Soy funcionaria y he trabajado muchísimos años en el Ministerio del 
Interior, en el ámbito de la privación de libertad y como estudiante y profesional, en el área de trabajo 
en territorio y con población vulnerable por muchísimos años. 


Me parecía que la Institución precisaba, en esta nueva etapa —que es una etapa de 
fortalecimiento—, un perfil que aportara una experiencia en el conocimiento del Estado y de las 
situaciones de vulnerabilidad, no solo de personas privadas de libertad, menores y adultos, sino de 
población vulnerable en general y del trabajo en territorio. He trabajado muchísimos años en 
consultorios barriales, en apoyo de población con muchísimas dificultades y me parece que la 
Institución precisa en esta etapa un alcance más en el territorio, más cerca de la población. Creo que 
hay que desarrollar una Institución muchísimo más arraigada en la gente, que se pueda llegar a 
conocer muchísimo más y sentir que no solo se ocupa de lo que la mayoría de la población conoce por 
los medios —que tiene que ver con algunas denuncias o aspectos formales del pasado reciente—, sino 
de otras situaciones que quizás no son tan vistas en los medios de comunicación o la prensa, pero que 
tienen una gran importancia para la gente. 


Pueden ser temas relacionados con el medio ambiente, la población adulta-mayor y 
muchísimas otras situaciones que a veces no se contemplan en general pero en las que sí creo que la 
Institución tiene una parte que cumplir. 


Observando lo que desarrolló la institución en todos estos años, y a su vez, la etapa de 
fortalecimiento que inició, creo que uno de los desafíos más importantes fue la consolidación del 
personal, porque cualquier institución que quiera desarrollar un trabajo como el que fue encomendado 
por la ley necesita de un cuerpo técnico muy capacitado y profesionales que puedan desarrollar un 
trabajo de cercanía con la gente. 


Creo que ese es el gran desafío que tiene que cumplir la institución en este próximo período, 
Yo observaba la plantilla de funcionarios y veía que aproximadamente la mitad son nuevos; el resto 
serían pases en comisión o funcionarios que están por determinado tiempo. Entonces, me parece que 


un gran desafío sería generar un nuevo plan estratégico para la institución y establecer equipos de 
trabajo más consolidados, porque son profesionales que trabajan muchísimo en las áreas y me parece 
que recién se puede estar aterrizando en algunos lugares, dado que llevó todos estos primeros años 
poder generar personal propio. 


En mi opinión, hay que hacer un plan que pueda, no sólo mostrar a la institución como 
cercana a la gente, sino también que pueda tener un aterrizaje en la realidad. Si bien las instituciones 
de estas características no pueden generar resoluciones vinculantes en algunos organismos, la fuerza 
que tiene representar al Parlamento impone un respeto que hace que, no sólo a nivel internacional —ya 
se ha reconocido a la institución como categoría A—, sino también, a nivel local, cualquier disposición o 
resolución que tome puede adquirir gran relevancia. 


Creo que se ha hecho un trabajo muy importante en los últimos cinco años; era un debe para 
nuestra sociedad contar con una institución de estas características. El hecho de que la Comisión 
Directiva esté conformada por cinco miembros garantiza que puedan estar volcadas allí todas las 
opiniones y la ciudadanía pueda tener derecho a acceder a aquellas personas con las que sienta que 
tiene mayor vinculación. 


Creo que en esta etapa nueva hay que hacer campaña de difusión de lo que hace la 
institución, su marco jurídico y sus obligaciones para que también se pueda ejecutar un plan. 
Considero que, como para toda institución, debe generarse un plan de trabajo de cinco años por lo 
menos, que es lo que dura cada mandato, y también, planes a mediano, corto y largo plazo. Deben 
proponerse metas que se puedan cumplir y que se puedan visualizar, más allá de las denuncias que la 
población tiene derecho a presentar. 


A su vez, debe tener un plan propio que dependa, no sólo de las demandas que puedan 
generar las personas o las instituciones, sino porque tiene un mandato muy importante a cumplir y, por 
lo tanto, puede generarse un aporte muy importante desde la institución, no sólo para la ciudadanía, 
sino para el propio Parlamento, porque tiene la posibilidad de opinar sobre todos los proyectos de ley 
que están a estudio, sobre todas las iniciativas. Me parece que en momentos en que hay tantas 
demandas individuales y colectivas, hay que canalizarlas de la mejor manera, y cuanto mayores son 
los asesoramientos de personas que han tenido la formación y la experiencia en la materia, me parece 
que pueden aportar muchísimos más elementos a la hora de tomar decisiones. 


Cuando me presenté a esta instancia, con el apoyo de la institución a la que pertenezco, me 
parecía que podíamos aportar un perfil, no sólo de renovación, sino también de experiencia desde otro 
lugar. Creo que el apoyo de las ONG y de la sociedad civil es fundamental, pero también, creo que las 
personas tienen que tener un conocimiento de lo que es el Estado, porque, a la hora de planificar o de 
generar opiniones, a veces, hay que hacerlo de una manera más responsable, porque es muy fácil 
generar muchísimas expectativas, pero es necesario que se puedan cumplir. De hecho, uno de los 
problemas fundamentales en este tipo de instituciones es que se tiende a la burocratización o a la falta 
de eficacia en las resoluciones. 


Por otro lado, para el Parlamento, es un apoyo fundamental contar con una institución de 
estas características, por el respaldo internacional, por el trabajo que se ha venido desarrollando y el 
prestigio que tiene y creo que se debería incursionar en una etapa de profundización en la cual se 
puedan aportar mayores elementos de gestión. 


Tal vez ahora los señores legisladores deseen formular alguna pregunta. Me interesa conocer 
la demanda del Parlamento y lo que espera de esta institución, porque si bien hay un mandato legal, la 
comisión, que representa a todos los partidos políticos y a la ciudadanía, puede tener inquietudes 
acerca de los encares que uno le pueda dar a una responsabilidad como esta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Despedimos a Patricia Peralta y agradecemos su concurrencia. 


(Se retira de Sala la señora Patricia Peralta). 


—Acaba de llegar el informe de la Oficina Nacional del Servicio Civil. Tenemos casi quince 
minutos hasta que recibamos al próximo entrevistado. Por lo tanto, podemos tomar conocimiento de 
este informe, por lo menos, de manera básica, para ver, más que nada, las conclusiones. Luego, lo 
vamos a repartir, pero quería decir que no hay ninguna situación que no sea la de que, en el momento 
de asumir el cargo, tienen que hacer la opción que establece el artículo 47, pero no hay ninguna otra 
dificultad agregada. 


(Ingresa a sala el señor Wilder Tayler Souto). 
—Damos la bienvenida al señor Wilder Tayler Souto. 
SEÑOR TAYLER SOUTO (Wilder).- Muchas gracias. 


Traté de preparar una descripción de quince minutos de lo que creo que deberían ser las 
prioridades de la Institución en los próximos años o en el siguiente bienio. 


Uno de los mandatos del Consejo Directivo es salvaguardar los principios país —digamos-— y 
que la Institución pueda mantener la categoría A que acaba de obtener, porque hay casos de 
Comisiones que son democionadas. Allí están todos los temas de vigilancia, asesoramiento, educación 
y la parte de relaciones internacionales, que tienen que cuidarse. 


En cuanto al trabajo del Consejo Directivo, probablemente, lo primero que tiene que hacer es 
establecer un nuevo plan estratégico, porque hay uno que está venciendo o ya ha vencido. La 
elaboración de un plan estratégico de ese tipo debería tener en cuenta, por lo menos, dos o tres cosas. 


Debe tener en cuenta la existencia de un plan estratégico anterior, para poder garantizar una 
medida de continuidad. Eso implica, también, que se mantengan los principios de trabajos sobre 
acceso a la justicia y, sobre todo, el trabajo sobre las discriminaciones. Voy a volver sobre este último 
tema, porque hay un reclamo internacional en la materia. 


También debe tener en cuenta las definiciones y las prioridades de otros organismos y 
entidades del Estado que están trabajando en materia de derechos humanos, a los efectos de asegurar 
un grado de complementariedad, si es posible. 


Además, me parece que en la etapa en que está entrando la Institución “después de haber 
sido construida en muy buena medida— sería muy bueno poner un énfasis importante en el hecho de 
que es de todo el país y, por lo tanto, se debería tratar de expandir el trabajo en el interior como 
prioridad en este período. 


Con estos elementos en mente, hay algunas cosas que podrían ser prioridades más 
puntuales dentro del plan estratégico. 


En primer lugar, me parece que la Institución tiene una función muy importante en la 
implementación de la batería legislativa que se ha puesto en marcha en este país en los últimos quince 
años. Hay un trabajo fenomenal de adecuación de la legislación nacional al derecho internacional. Les 
digo por experiencia que, cuando algo así sucede, no es tan fácil de digerir por la sociedad, y estas 
instituciones, particularmente, tienen la función de ayudar a implementar, a poner en práctica, lo que 
quiere decir que es muy importante trabajar con otras instituciones del Estado, a los efectos de 
proponer formas bien prácticas, elementos pragmáticos que permitan poner en marcha el cumplimiento 
de las obligaciones internacionales. 


Eso incluye tres dimensiones en particular. Una es la parte de monitoreo y vigilancia, que la 
tienen todas las instituciones y esta en particular, con su función de defensoría del pueblo; otra la de 
proveer insumos técnicos especializados, a través del diálogo constante, y por último el ofrecimiento de 
fórmulas concretas. 


En segundo término, considero que sería muy importante —sigo con un horizonte de dos años 
porque el plan estratégico anterior tenía esa duración, pero podría ser por más tiempo— aprovechar 
este período que viene para darle un gran empujón al MNP: Mecanismo Nacional de Prevención. ¿Por 
qué digo esto? Como saben, el MNP es parte de una estructura internacional. Estamos en un momento 
muy particular, no solo en Uruguay sino en todo nivel, en materia de definición del concepto de 
derechos humanos, en que el concepto de prevención se ha abierto espacio, si se quiere, en la 
doctrina moderna en la materia. Se trata de llegar antes de que haya una víctima; o sea, tratar de evitar 
eso. 


Uruguay va a tener un nuevo Código del Proceso Penal y eso implica una transición, lo que 
siempre trae oportunidades muy grandes —es un código más garantista— y vulnerabilidades. Me parece 
que un Mecanismo Nacional de Prevención de porte nacional, que llegue a todo el país, sería muy 
importante. Yo le daría prioridad a ese elemento. A este respecto, además, es muy importante cimentar 
canales de diálogo fluido; o sea, las cosas que pueden hacer los mecanismos nacionales, como es 
establecer un vínculo de confianza con las autoridades de los institutos carcelarios, de las estaciones 
de policía —que son de los lugares más vulnerables— o de los centros de privación de libertad de 
menores, que es donde han estado haciendo un trabajo muy importante bajo la dirección de la doctora 
Guianze. 


En tercer lugar, un Consejo Directivo que aborde un nuevo plan estratégico tendría que 
analizar las prioridades temáticas. A mi juicio, esto debería ser objeto de un proceso consultivo, así que 
si existe la posibilidad de llamar a una asamblea nacional para discutir esto, sería importante. Las 
prioridades temáticas deberían tener dos orígenes: la consulta y el reclamo de los organismos 
internacionales de control. Uruguay está muy bien posicionado en este momento a nivel internacional, 
pero tiene una serie de reclamos muy importantes. El Comité de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales acaba de emitir sus conclusiones. Hay que decir que siempre se encargó de alabar y 
agradecer a Uruguay por los pasos que ha dado, pero al mismo tiempo ha hecho una serie de 
recomendaciones en términos de la necesidad de elaborar un marco antidiscriminatorio general para el 
país, no solamente para sectores. Siempre dentro del área de la discriminación, me parecen muy 
importantes el tema de la absorción de las personas que sufren discapacidad dentro de los rangos del 
Estado —pero no se ha dado total cumplimiento a la cuota del 4%- y el de la violencia contra la mujer. 
En la forma en que está planteado, creo que el Comité captó que hay un fenómeno cultural que 
necesita elementos proactivos muy importantes por parte del Estado y de la Institución. O sea que el 
tercer elemento sería generar un proceso consultivo para expandir las temáticas del marco estratégico. 


Los dejo nada más que con dos reflexiones. En primer lugar, vuelvo al tema del interior. Creo 
que sería muy importante que cada plan de trabajo individual, incluso, tenga una dimensión enfocada 
al interior, para que sea efectivo. La Comisión Directiva debe buscar fórmulas para tener un contacto y 
un diálogo lo más fluidos posible con la sociedad civil. No quiero decir que no lo tengan ahora, pero no 
debe ser solo formal, sino que hay que buscar todas las maneras, incluidas las informales, posibles. 


Mi segunda reflexión tiene que ver con que, en mi experiencia, estas instituciones tienen éxito 
cuando no hay violaciones de derechos humanos, cuando han logrado convencer a las distintas 
instancias del Estado de que actúen conforme a derecho y al Estado de derecho. Ese es el primer éxito 
y el primer test importante: saber si el concepto de prevención funciona. Si la prevención no funciona y 
hay víctima, el segundo test importante para una institución de este tipo tiene que ver con su capacidad 
de poner a la víctima en el centro de la preocupación, por encima de cualquier otro tipo de 
consideraciones. Viene en segundo lugar: es mejor que no haya víctima y, si la hay, esa debe ser la 
prioridad. Creo que allí se juega la integridad, el trabajo y el legado de una organización de este tipo. 


Finalmente, las bases piden que uno hable de por qué quiere hacer esto. Yo creo que surge 
de mi currículum, porque he hecho esto toda la vida. Hay un tema de vocación y creo que he juntado 
suficiente experiencia. Yo empecé trabajando en derechos humanos en este país, durante unos 
cuantos años, y he recogido experiencias muy interesantes a nivel internacional, algunas que no son 
aplicables a Uruguay y otras que sí, pudiendo discernir, quizás, mejores prácticas, que sean aplicables 
acá. Me parece que tengo algo interesante que aportar. También tengo una experiencia de gestión, que 
me parece importante en estas instituciones. La gestión de un organismo de derechos humanos no es 
lo mismo que la de una empresa o de otra institución estatal. Tiene un componente muy peculiar: las 
personas que trabajan allí están motivadas no solamente por el salario. No es solamente un trabajo, 


sino que hay una causa detrás; eso lleva a que el liderazgo tenga que ser un ejercicio particular de 
empatía, de comunión con sus rangos para poder ganar la legitimidad necesaria. Ese es otro desafío 
de los directores. 


Muchas gracias. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos su presencia. 
(Ingresa a sala la señora María Josefina Plá Regules). 
SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión da la bienvenida a la señora María Josefina Plá Regules. 


SEÑORA PLÁ REGULES (María Josefina).- Yo me pregunto por qué estoy acá. Y esa pregunta se 
podría repetir en si era por continuidad con mi compromiso personal o para continuar la labor de la 
Institución Nacional de Derechos Humanos. 


¿Por qué empiezo por preguntarme si es por continuidad con mi compromiso personal? Ayer 
repasaba mis propias palabras cuando la Junta Departamental de Montevideo me otorgó el premio 
Montevideanas. Ahí, luego del agradecimiento y de la memoria, dije que la última palabra era la de 
compromiso, y señalé que, como decía el Obispo Angelelli, mártir de Argentina, hay que seguir 
andando nomás. La trayectoria no se termina, Dios me ha dado la gracia de reconocer la vida allí 
donde nadie la busca ni la espera, y hay que vivirlo, dijera con sonrisa mi vecino Artemio. Otro mundo 
es posible. Nuestra contribución es un granito de arena en el inmenso universo y, sin embargo, si no lo 
ponemos, faltará. Un escritor, O'Murchu, hablando de la categoría cristiana como el Reino de Dios, 
resalta la importancia de nombrar y celebrar las relaciones vivificantes. Eso he intentado hacer a lo 
largo del trayecto vivido y espero seguir haciéndolo. O'Murchu sostiene que la transformación del 
mundo aparece más viable si se empieza en las márgenes o en la periferia y que hay que buscar la 
poesía más que la política. Podríamos concluir —expresé en ese momento- que nunca una 
sin la otra, y dije que quería terminar con la frase de Gandhi: "Casi todo lo que realice será 
insignificante, pero es muy importante que lo haga", porque ese si es mi modo de vivir, y lo manifesté 
también en aquella ocasión. 


Una constante en mi modo de ir haciendo camino ha sido —ahora lo releo— el dejarme llamar, 
convocar, por la vida misma. Eso constituye una de mis marcas mayores en la forma de buscar el 
camino; mis búsquedas no se caracterizan por mi iniciativa, sino por dejarme encontrar. Más que 
ponerme plazos, metas, objetivos, yo me siento vibrar, asombrar, ante alguna señal, que luego voy 
siguiendo e hilvanando. Ya lo decía Viktor Frankl: "El sentido de vida no se inventa, se encuentra"; y 
dice más: a veces "[...] no esperamos nada de la vida, pero la vida sí espera algo de nosotros". Vivir 
con sentido eso que la vida nos ofrece, como regalo o como desafío, en general ambas cosas a la vez, 
allí está el secreto. 


Por eso, repasando cosas de estos últimos días, digo que vibré el miércoles —ya había sido 
convocada a esta reunión, pero quise cumplir, ya me lo había propuesto en la tarde—, al saber del 
encuentro "Moviéndose académicamente", que era el cierre de actividades y brindis final Danceability 
2017, en el Centro Cívico Salvador Allende -casi en el límite entre Montevideo y Canelones-, con la 
docente Natalia Farías, de la Facultad de Psicología, que había sido instructora de danceability de mi 
hija con parálisis cerebral, el Siempre Juntos, un centro de acompañamiento en el barrio, y el Hogar 
Estación Esperanza, del INAU. Allí danzaron, mostrándonos cómo la sanación y la rehabilitación de 
discapaces pueden ser hechas a través de la danza. 


Vibré ayer cuando supe de un alcalde chileno reelecto que optó, como marca en el camino, 
por buscar la felicidad de su entorno. Había logrado todos los beneficios materiales, pero veía que 
seguía habiendo violencia y tristeza, y descubrió que era otro el camino, por la colaboración y la 
espiritualidad, buscando la felicidad de su pueblo. 


Tengo claro que mi contacto con toda la temática de los derechos humanos ha sido mucho 
más que profesional, personal. Las cárceles, los hospitales, los hospitales y colonias psiquiátricas, las 


residencias, la discapacidad, las adopciones, y podría continuar, han sido parte de mi vida en forma 
vital, vivencial y apasionadamente. 


Vibré hace dos meses cuando descubrí el maravilloso mundo de la biodanza, en el que 
caminamos hoy Anita y yo. 


Vibré todo este tiempo celebrando los cuarenta años de mi traslado de a una cuadra de 
donde se levanta la Institución de Derechos Humanos al barrio Flor de Maroñas, donde viví estos 
cuarenta años. 


Entonces, la pregunta era si estoy aquí por continuidad con el compromiso personal o para 
continuar la labor de la Institución Nacional de Derechos Humanos. La Institución se ha construido 
institucionalmente, se ha posicionado como institución de derechos humanos tanto nacional como 
internacionalmente y como referente ante la sociedad civil. Ha logrado obtener la calificación A, que le 
da posibilidad de participación en la ONU. No venimos, entonces, a empezar sino a continuar su 
compromiso. 


En un rápido repaso de las actividades en las últimas memorias, pero hecho en veinticuatro 
horas, sentía que temáticas como la salud mental, en pleno proceso legislativo de una nueva ley; la no 
discriminación por razones de raza o de etnia, en lo cual la Convención obliga a seguir trabajando; la 
perspectiva de género; el tema de la mujer, que en el informe ante la CEDAW  -sigla en inglés de la 
respectiva convención—, se tomaron tres aspectos: las privadas de libertad, la violencia contra la mujer 
O la participación política; el voto de uruguayos en el extranjero; la prevención contra la tortura, según 
la Convención internacional ratificada, que hoy forma parte de la propia estructura de la Institución; la 
discapacidad, con la ley nacional y la Convención internacional ratificada, sobre la que expuse y escribí 
en varias oportunidades, especialmente en sus aspectos laborales; los compromisos asumidos por la 
Institución dentro de la órbita de la FIO —la Federación Iberoamericana de Ombudsman- y todas sus 
redes temáticas: la de mujer, la de niñez y adolescencia —-Uruguay en pleno proceso de reforma del 
Código de la Niñez y la Adolescencia y aspectos para adecuarlo al nuevo código de proceso penal-, la 
de los comunicadores, la de migrantes y trata de personas; los desafíos y retos surgidos de las 
asambleas y congresos de la FIO, como los temas de la pobreza, de la vivienda o del medio ambiente, 
y el cumplimiento de los Desafíos del Milenio; el Simore, el Sistema de Monitoreo de 
Recomendaciones; la educación en derechos humanos; la promoción y educación en memoria, al ser 
la nueva sede de la Institución un sitio especial de memoria. Agregaría todo el tema del trabajo y de la 
Declaración de la OIT de 1998, relativa a los principios y derechos fundamentales en el trabajo —la 
libertad de asociación, de negociación colectiva, de abolición de todas las formas de trabajo forzoso, la 
prohibición de trabajo infantil, la eliminación de toda forma de discriminación en el empleo—, que obliga 
a los Estados más allá de la ratificación de los convenios de trabajo respectivos. 


En fin, podría seguir, porque la labor de la Comisión, enmarcada en la ley de creación y 
desafiada y retada por la realidad que vivimos es infinita, es inconmensurable. Por eso, podríamos 
continuar con las temáticas atinentes. 


No he tenido ningún contacto durante estos cinco años con la Institución de Derechos 
Humanos más que los lazos de conocimiento con sus integrantes y algunos funcionarios, porque desde 
2008 al presente mi compromiso vital se ha volcado a la atención de mis tres hijos adoptados, teniendo 
en cuenta que una tiene parálisis cerebral severa y otro problemas serios de aprendizaje y 
psiquiátricos, vinculados a actitudes de violencia. 


No sé si con esto soy capaz de contestar la pregunta de si estoy para continuar el 
compromiso personal en otros ámbitos o para continuar la labor de la Institución, si podré ser fiel a mí 
misma y a mis compromisos en ella. 


Les agradezco haberme invitado a esta entrevista y haberme escuchado. Muchísimas 
gracias, y estoy a las órdenes, pero mis dudas internas son esas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Muchas gracias por su comparecencia. 


(Se retira de sala la señora María Josefina Plá Regules). 
(Ingresa a sala el doctor Juan Raúl Ferreira Sienra). 
—La Comisión da la bienvenida al señor Juan Raúl Ferreira Sienra. 


SEÑOR FERREIRA SIENRA (Juan Raúl).- Si fuera a decir todo lo que tengo ganas de trasmitir y de 
intercambiar con ustedes, por más que llegué quince minutos antes, no nos iríamos en hora; los que 
me conocen saben que es así. Por lo tanto, me anoté los cuatro temas que figuran en la citación, para 
atenerme estrictamente a ellos. Si luego me quieren preguntar sobre otras cosas, con todo gusto 
responderé. 


El primer tema que figura en la citación que he tenido el honor de recibir, se refiere a la 
motivación personal —supongo— de aceptar la nominación que me hizo la organización social que 
postuló mi nombre, y que acepté rápidamente. 


La motivación es muy clara. Yo me he dedicado toda la vida a este tema por fuerza de las 
circunstancias, por el exilio. Además, durante el exilio y la lucha que llevamos adelante todos los 
exiliados de todas las fuerzas políticas en general, más allá de lo conocido, que es la convergencia 
democrática, había fuerzas políticas que no estaban representadas en la convergencia democrática y 
que en el exilio sumaban sus esfuerzos para trabajar conjuntamente por estos temas. Fue en los años 
del exilio que tuve la oportunidad de trabajar profesionalmente en el tema, como director del programa 
de la Washington Office on Latin América, la WOLA. 


La WOLA ha seguido viniendo al Uruguay; inclusive, tiene algunos convenios con la Junta 
Nacional de Drogas. La agenda ha cambiado, porque los tiempos han cambiado, pero debo confesar 
que, en mi época, la WOLA era una organización muy pequeña —éramos seis o siete- y que ahora 
tiene un edificio de catorce pisos, en Washington. Yo trabajaba en algo mucho más modesto, que se 
dedicaba, básicamente, al aislamiento en las dictaduras; para utilizar la palabra no jurídicamente 
correcta pero sí políticamente comprensible, haciendo lobby. A raíz de eso se obtuvo el corte de la 
ayuda militar a Uruguay, y se logró el reconocimiento del primer ciudadano de las Américas declarado 
desaparecido por la Organización de Estados Americanos, que fue Julio Castro. 


Posteriormente, estuve trabajando como director de programa de la Liga Internacional de los 
Derechos Humanos, con sede en Nueva York. Luego fui representante permanente y residente de esta 
institución ante las Naciones Unidas. El período durante el que trabajé en Washington me permitió 
conocer mucho el sistema interamericano, que era distinto al actual. No había entrado en vigor la 
Convención Interamericana sobre Derechos Humanos. En realidad Uruguay fue el país once, o sea, el 
que hizo entrar en rigor a la Convención. En aquel momento, aún no estaba en vigencia la Convención; 
aquí me adelanto a responder la pregunta sobre conocimiento del sistema universal de derechos 
humanos. El trabajo me permitió conocer un poco de adentro; también académicamente, pero de 
adentro. 


En aquella época, el órgano máximo era la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 
que actuaba como asesora del Consejo Permanente de la OEA. En la actualidad, la Comisión es una 
especie de ministerio público de la Corte. En aquel entonces, la Corte no había entrado en vigencia; lo 
hizo cuando hubo once instrumentos de ratificación entregados. 


En ese período, la WOLA logró que las organizaciones no gubernamentales obtuvieran 
estatus a nivel consultivo como observadores permanentes —aclaro que ese estatus no existía a ese 
nivel; sí existía en las Naciones Unidas— y, en esa condición, yo asistí de la octava a la decimosexta 
asamblea general. Una de ellas se desarrolló, en La Paz, Bolivia, la misma noche que se dio el golpe 
de Estado de Natusch Busch. Yo estaba alojado en la casa del socialista Marcelo Quiroga Santacruz, 
que fue asesinado la noche del golpe. 


Ese es mi conocimiento. Capaz que alteré un poco el orden de las preguntas, pero la referida 
al conocimiento del sistema universal está muy vinculada con la que tiene que ver con mi voluntad de 


acceder. 


Debo agregar que haber estado en el primer Consejo Directivo me motiva mucho a querer 
estar en el segundo —responderé a la voluntad de los legisladores—, no solo por esta idea general -me 
comprenden las generales de la ley- sobre la recomendación —no vinculante, pero recomendación al 
fin— de que haya cierta continuidad en el Consejo Directivo, sino porque es una responsabilidad muy 
grande, ya que, al ser un órgano colegiado no siempre ha habido unanimidades. Y precisamente para 
eso son los órganos colegiados: no para que haya unanimidades, sino para que pueda haber distintos 
puntos de vista y se imponga el de la mayoría. 


En caso de ser electo, ser la voz —o una de las voces— que dé continuidad a la gestión me 
obliga también a una responsabilidad muy grande, que es ser la memoria histórica de la gestión 
anterior, haciendo un gran esfuerzo para no tintar la información, la historia, la visión que pueda 
trasmitir a los nuevos directores, para no teñir la información de cuál fue mi posición cuando se discutió 
el tema. Es decir, se trata de trasmitir qué fue lo que se discutió y no qué posición tenía yo cuando se 
discutió. Es una responsabilidad muy grande. 


Para terminar con este punto, quiero señalar que recuerdo mucho la ceremonia —muy 
emotiva, muy fuerte institucionalmente y desde todo punto de vista— que se realizó cuando asumimos 
el cargo. Hizo uso de la palabra nuestra primera presidenta, la compañera Mariana González Guyer, en 
nombre de todos nosotros. Se ejecutó el himno nacional en el Salón de los Pasos Perdidos. Fue una 
ceremonia con austeridad republicana, pero muy solemne. Cuando terminó, nos quedamos los cinco 
con un papelito que decía que éramos los nuevos integrantes del Consejo Directivo y los defensores 
del pueblo, pero lo único que teníamos era ese papelito. No teníamos un despacho, no teníamos una 
secretaría, no teníamos ni una tarjeta, pero la ley nos mandaba empezar a funcionar ese mismo día. 


Las primeras reuniones se hicieron en el living de mi casa. La compañera Ariela Peralta tuvo 
que viajar a Estados Unidos, donde vivía; entonces, nos comunicábamos vía Skype. 


Igualmente, empezamos a recibir denuncias. Una de las que recibimos en los primeros días 
quizás fue la que más me marcó a lo largo de esos cinco años. Un joven que vivía en la periferia de 
Montevideo —esa es una asignatura pendiente de la Institución— se tomó cuatro ómnibus para llegar 
hasta el despacho del segundo piso de este mismo edifico, que nos habían prestado. Vino hasta aquí 
para denunciar que había sido expulsado a empujones de un baile en su barrio por usar unos zapatos 
-mi hijo me lo explicó bien, porque yo no entendía- cuyo modelo era considerado "plancha". Hay 
carísimos, baratísimos, pero ese modelo es "plancha". Este muchacho debía usar esos zapatos 
porque, según decía el certificado médico que exhibió, había sido sometido a una operación en la 
columna y era lo que le habían recomendado. 


Confieso que, al lado del panorama que se nos venía encima, no fui consciente de la 
importancia que tenía ese caso. Lo digo autocríticamente. Pero alguien me dijo: "Pensar que en el 
barrio donde vive este muchacho los problemas se solucionan a navajazos, pero este muchacho 
averiguó cuál era el arma que le daba el Estado de derecho" -que era muy poco conocida en ese 
momento-"y se tomó cuatro ómnibus para ir hacer la denuncia". 


Hicimos la denuncia, fuimos al barrio, negociamos con los dueños del baile y hasta el día de 
hoy este muchacho entra gratuitamente al lugar. Más allá de esa reparación, hubo una reivindicación 
moral que jerarquizó, sobre la violencia, el uso de los instrumentos de derecho. 


En cuanto al conocimiento del sistema universal de derechos humanos, aparte de esta 
experiencia práctica yo tengo un máster en relaciones internacionales y un doctorado en relaciones 
económicas internacionales. La vez pasada nos habían pedido —no sé si sigue vigente— la fotocopia de 
los títulos; yo las traje, por las dudas. 


En las dos carreras procuré, en todas las materias que eran optativas, elegir aquellas que 
tenían vinculación con el tema de derechos humanos. 


Solo al pasar, porque no me parece que valga la pena, quiero decir que, con mucho dolor, 
escuché que dos periodistas en el día de ayer insinuaron que mi título de doctor había sido comprado a 
un falsificador; lo hicieron impunemente, como suceden tantas cosas en este país, muy tristes. Traje el 
título -supuestamente hecho por un falsificador-; el original está colgado en mi despacho; si la señora 
presidenta lo permite, puedo dejar la documentación. Simplemente, quería exhibir mi carné de 
estudiante, mi tesis doctoral —generalmente los falsificadores de títulos no piden tesis 
doctoral— y todos mis exámenes para el doctorado, con la nota correspondiente, que mereció que me 
recibiera con honores. Además, al final agrego las cartas de quienes fueron mis dos padrinos de 
confirmación, aceptando tal responsabilidad: el excanciller doctor Didier Opertti y el ex presidente del 
Banco Interamericano de Desarrollo, contador Enrique Iglesias. Perdóneme, señora presidenta, 
pero confieso que cuando vi eso en televisión, me dolió; por eso me pareció oportuno traer esta 
documentación. 


Dejo para después la segunda parte de la pregunta, que tiene mucho que ver con la 
siguiente, que es el rol a cumplir por la Institución. 


Sobre la situación de los derechos humanos en el país, creo que, en estos últimos años —a 
veces con el apoyo pero, muchas otras, por impulso, inclusive, de la sociedad civil y del Parlamento—, 
se ha producido un proceso de avances en materia de legislación y reconocimiento de derechos. Los 
más notorios y los que han tenido más repercusión en el ámbito internacional han sido el matrimonio 
igualitario y la despenalización de la interrupción del embarazo. Creo que hay una simbiosis muy 
interesante, en la que es muy difícil saber si la legislación ayudó a crear conciencia en la opinión 
pública para que hoy, notoriamente, acepte cosas que no aceptaba unos años atrás, o si fue la 
sociedad civil la que avanzó y el Parlamento tuvo que adaptar la legislación para reconocer esa dosis 
de tolerancia; me parece que hay una mezcla de las dos cosas. Todavía queda mucho por avanzar. Sin 
embargo, hace unos años era impensable que la sociedad asumiera, por ejemplo, el matrimonio 
igualitario con la naturalidad con la que lo hizo. 


Hace un par de días, en una mesa redonda sobre temas de derechos humanos en el 
Uruguay, del pasado reciente, etcétera, escuchaba a la diputada Macarena Gelman decir que nunca 
hay que conformarse con los avances. Esa frase me dejó pensando mucho, porque en realidad es así. 
Creo que cada avance nos tiene que plantear nuevos horizontes. 


La Institución ha tratado de hacerse cargo de eso. Notoriamente, el país ha pasado de la 
consideración de los llamados derechos humanos de primera generación, como los derechos 
individuales, etcétera, a los derechos humanos de tercera generación —esta categoría fue distinguida 
por el doctor Héctor Gros Espiell, pero hoy es aceptada universalmente—, es decir, a la educación, a la 
salud, a la igualdad, etcétera. 


En ese sentido, el rol a cumplir por la Institución es seguir avanzando. Creo que jugó un papel 
muy importante, pero tuvo que gastar mucha energía en armarse institucionalmente. Pienso que ahora, 
que ya tiene su sede y sus funcionarios, es el momento de dejar la sede para los actos formales y salir 
más. 


En su momento, cuando era presidente presenté dos proyectos de resolución que no fueron 
aprobados; quizás no era el momento oportuno -no estoy abriendo un juicio de valores-, y me gustaría 
insistir en esa línea de acción, para tratar de lograr bocas de acceso a la información de la gente en 
situación vulnerable. 


Tuve varias reuniones con Ana Agostino, la defensora de vecinas y vecinos de Montevideo, 
para hacer un acuerdo conjunto con las Juntas Vecinales, que es el órgano más distribuido en el 
territorio de Montevideo y menos partidizado a los ojos de la gente. La idea es que podamos lograr un 
punto focal en cada Junta Vecinal y hacer un curso de formación en la Institución. Si bien es cierto que 
la ley nos prohíbe ceder atribuciones, no nos prohíbe hacer convenios —es más: nos manda hacerlos— 
con organizaciones tanto del Estado como de la sociedad civil. Eso es lo que hemos planteado en las 
Juntas Departamentales del interior de país. 


Por ejemplo, Maldonado es el departamento al que hemos ido más veces invitados por la 
Comisión de Derechos Humanos de la Junta. Hemos tenido el honor de asistir las siete veces que 
fuimos invitados. 


Creo que ese es el gran desafío: sacar el acceso a la Institución por internet, lograr el 
contacto directo con la gente y estar en nuestros despachos solamente quince minutos antes de la 
reunión del Consejo Directivo. 


Espero haber podido redondear una visión de mis ideas en los quince minutos de que 
disponía. Por supuesto, estoy dispuesto a contestar todas las preguntas que sean necesarias. 


SEÑORA MOREIRA (Constanza).- Todos los postulantes que hemos recibido son candidatos nuevos. 
Si uno trata de considerar un mínimo común de lo que plantean y qué percepción tienen sobre la 
Institución, puede decir que hay tres debes, y me gustaría preguntarle al doctor Juan Raúl Ferreira 
cómo piensa que se podrían superar en el próximo período. 


El primero tiene que ver con el acercamiento a la sociedad civil, generando un vínculo más 
orgánico con las instituciones que a demanda de las personas que denuncian. 


El segundo es la relación con el Estado y con las instituciones públicas, a los efectos de que 
la Institución pueda operar entre personas y Estado, porque muchas de las vulneraciones se producen 
en ese vínculo. 


Finalmente, como habrá un nuevo proceso de justicia, que implica la realización de 
audiencias públicas —esto fue planteado por lo menos por dos de las personas que vinieron—, ¿cómo 
piensa que la Institución podría vincularse en este marco, que para Uruguay es algo muy removedor, 
ya que con el pasaje del viejo sistema de justicia a uno nuevo mucha gente no sabrá cómo son los 
procesos? ¿Qué rol podría cumplir la Institución en este sentido? 


SEÑOR FERREIRA SIENRA (Juan Raúl).- El primer tema está vinculado con la relación con la 
sociedad civil. 


Más allá del tema de salir, le pedimos a los integrantes del equipo técnico que, en esta 
primera etapa —en la que habíamos avanzado bastante, aunque todavía no se ha aprobado en el 
Consejo Directivo el acuerdo con la defensora de la vecina y el vecino—, hicieran un estudio sobre 
cuáles son las áreas vulnerables de cada zona de Montevideo porque, curiosamente, en muy pocas 
cuadras varían mucho los sectores de riesgo en materia de vulneración de los derechos. Pero también 
en ese sentido hay un debe. 


Aclaro que cuando digo que hay un debe, no necesariamente estoy haciendo una crítica a mis 
colegas; repito que por algo el órgano es colegiado, no para que uno imponga su voluntad, sino para 
que se converse y se confronte. 


La ley nos autoriza a firmar convenios de cooperación con el Estado y con los organismos no 
gubernamentales. Hasta ahora, tenemos una gran lista de pedidos de convenios de cooperación con 
las organizaciones de la sociedad civil, que todavía no hemos firmado e instrumentado. Hay que tener 
en cuenta que los primeros funcionarios permanentes están desde hace poco más de un año, y esto 
nos llevaba a ser muy prudentes en cuanto a no asumir responsabilidades que no íbamos a poder 
cumplir, pero lo cierto es que tenemos pedidos concretos. 


Antes de ayer, la socióloga Mariana González Guyer hizo un listado de las organizaciones de 
la sociedad civil que nos están pidiendo convenios, y recién ahora estaríamos en condiciones de 
firmarlos. Esta sería una manera de que nuestro contacto con la sociedad civil no fuera solamente 
cuando la convocamos, cuando prestamos el local o cuando nos piden una entrevista por un tema 
concreto y recibimos a la gente, sino que trabajaríamos juntos; la ley lo establece específicamente. 


Con el Estado, nos ha funcionado muy bien el sistema de que, cuando hay denuncias, en la 
una tarea reactiva, primero abrir una instancia de buenos oficios. Un porcentaje importante de casos se 
ha solucionado con esos buenos oficios. Esto es muy importante para interpretar las estadísticas. 
Cuando uno ve que las denuncias que se transforman en expedientes con número a veces se reducen, 
no es porque ha sido menor la cantidad de denuncias, sino porque los temas no siempre llegan a ser 
expedientes, ya que se solucionan con las gestiones ante un ministro, la dirección de un ente 
autónomo, una intendencia o lo que fuera. 


De todas formas, hemos suscrito algunos convenios con el Estado. Es un área muy difícil. 


A mí me ha tocado la responsabilidad de las relaciones internacionales  —refugiados, 
inmigrantes, trata de personas, etcétera—-, aunque luego todos se reciben colectivamente. Sé que a 
veces se puede pensar que eso está muy lejano de los problemas cotidianos de la gente pero, en 
función de eso, el Consejo Directivo me encomendó la tarea de acreditación de la Institución ante las 
Naciones Unidas. Las Naciones Unidas son muy rigurosas en esto, porque hasta que no tuvimos los 
primeros funcionarios propios no lo aceptó. Un pase en comisión de las características que teníamos 
nosotros no genera ninguna dependencia del funcionario con el organismo del cual tiene origen. Para 
que Naciones Unidas lo acepte, tiene que haber un porcentaje de menos de 25% de funcionarios en 
comisión. 


La ley en el último artículo establece que el mecanismo nacional de prevención debe 
coordinar con el Ministerio de Relaciones Exteriores. Hay allí un área de cooperación con el Estado 
que la propia ley establece. Las Naciones Unidas no nos permite tener una relación de dependencia 
del Gobierno central. Entonces, ¿qué hicimos? En el año que me tocó ejercer la presidencia, hicimos 
un convenio de cooperación con el Ministerio de Relaciones Exteriores —la senadora Daniela Payssé lo 
conoce porque estuvo en la sesión de la firma y después cuando lo planteamos en Naciones Unidas en 
Ginebra— y le buscamos una vuelta. Es decir, para cumplir con la ley y, al mismo tiempo, con los 
principios de París, que nos exigen independencia, hicimos un convenio con el Ministerio de 
Relaciones Exteriores para que nos ayudara a difundir las conclusiones que independientemente el 
mecanismo nacional de prevención estableciera. 


Creo que con un poco de imaginación podemos integrar otras áreas del Estado. En muchas 
de las comisiones honorarias creadas por el Poder Ejecutivo, lo que hemos hecho es aceptar una 
presencia en carácter de observadores para mantener la independencia que nos obliga las Naciones 
Unidas. 


SEÑOR BORDABERRY (Pedro).- Me sumo al agradecimiento por su visita. 
Quiero hacer una pregunta concreta. 


Hace poco más de un mes, se conoció una sentencia del Tribunal de Segundo Turno, el cual 
resolvió que una decisión de la Institución Nacional de Derechos Humanos tenía una ilegalidad 
manifiesta. Esto nos preocupó, por un lado, porque una entidad del Estado adoptó una resolución ilegal 
manifiestamente y, por otro, porque es la Institución Nacional de Derechos Humanos. Me gustaría que 
profundizara sobre eso. 


Yo no tuve acceso a la sentencia, pero según se me informó que quien era objeto de la acción 
de la Institución Nacional de Derechos Humanos, que era la Intendencia de Maldonado, había pedido 
tener acceso a las actuaciones, evidentemente, para defenderse, pero se le había negado. Cuando 
uno lee las noticias de prensa, llama la atención que una institución que debía ser garantista y asegurar 
el acceso a toda la información, la niega cuando se le pide. Le pido que profundice sobre esto también. 


SEÑOR DE LOS SANTOS (Óscar).- Solicito que la Comisión pida la resolución de la Institución 
Nacional de Derechos Humanos reclamada por los ediles, al amparo de la ley de transparencia de la 
información, y la respuesta de la Intendencia de Maldonado. 


SEÑOR FERREIRA SIENRA (Juan Raúl).- Agradezco mucho la aclaración del señor diputado. 


Quiero decir con toda franqueza que el doctor Juan Faroppa, que ha llevado con mucho 
talento jurídico este proceso, va a estar en mejores condiciones que yo para responder. Quiero agregar 
también, para que no parezca que estoy escurriendo el bulto, que todas las resoluciones respecto de 
este juicio fueron aprobadas por unanimidad. 


Quiero pedir la comprensión en lo siguiente. Algunos de ustedes saben, y quizás otros no, 
que esta es mi segunda salida después de seis semanas de internación y dos procesos quirúrgicos. En 
el ínterin, hace una semana aproximadamente, me enteré de que había habido un fallo, pero no me 
gustaría payar y hablar sobre un tema que no domino por no haber estado. Las últimas ocho semanas 
-seis de ellas internado— no he estado yendo a la institución hasta el último Consejo Directivo. 


Quiero agregar que, sobre este tema, lo que diga el doctor Faroppa lo puede decir en nombre 
de toda la institución, porque todas las resoluciones respecto a este caso fueron aprobadas por 
unanimidad. También quiero decir que la ley que crea la Institución Nacional de Derechos Humanos 
establece dos figuras de denuncia. Una de ellas es la denuncia pública, en la que el denunciante no 
hace cuestión sobre la revelación de su identidad, y otra es la reserva. Cuando se producen denuncias 
con carácter de reserva, nosotros tenemos la obligación legal de mantener la reserva ante el 
denunciado; son muy pocas, porque generalmente la gente que hace una denuncia pidiendo una 
reivindicación tiene que identificarse si se hace lugar a ella. 


Reitero, yo no estuve durante el procesamiento de este tema, pero considero que el doctor 
Faroppa —que sé que viene a última hora de la tarde porque tenía otra actividad— en todo lo que a este 
tema concierne —en otros hemos tenido discrepancia, por algo nos eligieron a cinco y no fue 
unipersonal- puede hablar en nombre de toda la institución, porque todas las resoluciones fueron 
adoptadas por unanimidad. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Hemos pasado con creces el tiempo que se le otorga a cada postulante, 
pero atendiendo a que son cinco años de experiencia en la institución, hemos tenido alguna 
benevolencia. 


Le agradecemos su presencia. 

(Se retira de sala el señor Juan Raúl Ferreira Sienra). 

(Ingresa a sala el señor Marcos Israel Cúneo). 

—La Comisión tiene el gusto de recibir al señor Marcos Israel Cúneo. 
SEÑOR ISRAEL CÚNEO (Marcos).- Agradezco mucho la convocatoria. 


En primer término, quiero expresarles que para mí la posibilidad de integrar la Institución 
Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo tiene un significado superlativo, en vista del 
largo proceso de mi involucramiento en los temas de derechos humanos, que comienza formalmente a 
fines de los años ochenta, con una apertura a otros colectivos, aparte del que pertenezco desde 
principios de los noventa. Digo formalmente, dado el compromiso de prácticamente todas las 
instituciones del colectivo al que pertenezco con los derechos humanos y la lucha contra el racismo y la 
discriminación, pero mi formación empezó de manera informal diez años antes, a fines de los setenta, 
con mi militancia y distintos cursos informales, que son los acostumbrados en ese medio. 


Este involucramiento fue progresivo y tuvo un punto muy alto en el proceso hacia la 
Conferencia mundial de Durban; empezó en 2000, cuando una cantidad de instituciones y 
organizaciones muy representativas de la sociedad uruguaya nos mancomunamos para hacer un 
trabajo colectivo con vistas a la conferencia mundial. 


Esta situación fue excepcional en el mundo, que llamó la atención, inclusive, de la Alta 
Comisionada de Derechos Humanos de Naciones Unidas, Mary Robinson, quien en una visita a 
Uruguay, inmediatamente después de la Conferencia Mundial de 2001, y dentro de una apretada 
agenda, quiso conocer lo que habíamos denominado "la Coordinadora Nacional de Apoyo a la 
Conferencia de Durban". Tuvo tres reuniones, una con el colectivo y otras con dos de las principales 
organizaciones de la Coordinadora. La situación excepcional a nivel mundial fue que en todos los 
demás países la regla era que cada colectivo hacía su trabajo en solitario. 


Esta instancia nos motivó a seguir adelante y la Coordinadora pasó a llamarse Coordinadora 
Nacional de Lucha contra el Racismo, la que estuvo trabajando durante varios años, hasta que en 2007 
se integró la Comisión Honoraria contra el Racismo, la Xenofobia y todas las formas de Discriminación, 
gracias a la promulgación de la Ley N” 17.817. 


Tuve el honor de integrar dicha Comisión durante cinco años. 


En 2012, la constitución de la Institución Nacional de Derechos Humanos representó un 
nuevo hito en el proceso de afianzamiento de los derechos humanos en el Uruguay. Por cierto, es muy 
grande mi deseo de poder aportar mi experiencia y mi conocimiento a esta institución. Significaría un 
corolario de máximo destaque para todos estos años de activismo en la materia y una grata 
responsabilidad de seguir construyendo ciudadanía basada en derechos para la sociedad uruguaya. 


En este período que está por finalizar se hicieron importantes avances: por ejemplo, la 
organización misma de la institución, empezando de cero, generando una estructura muy interesante; 
la habilitación de su sede —que es muy importante—,; la instalación de las asambleas; la creación del 
Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura; el establecimiento de relaciones con los diferentes 
organismos, objeto del monitoreo de la institución, y la participación en materia de opinión y 
recomendaciones en materia de leyes, entre otros. 


Puede quedar sabor a poco porque las expectativas eran —y siguen siendo— muy altas. Por 
cierto, queda mucho más por hacer, ya que el ámbito de acción de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos, previsto en la ley que la creó, es sumamente vasto. 


El feedback que dejan las asambleas realizadas muestran que desde la sociedad civil, la 
Institución Nacional de Derechos Humanos es vista como referente para obtener información de 
calidad. Hay que seguir profundizando este perfil. La institución cuenta con un equipo de investigación 
y con software para realizar investigación empírica. Me propongo promover al máximo esta actividad, 
en cooperación con otras instituciones del Estado, o también privadas que quieran colaborar. 


Para mí es muy relevante apoyar la investigación empírica, porque hay una cantidad de 
problemas recurrentes, expresados una y otra vez por sectores de la sociedad civil y también por el 
Estado, de los que existe conocimiento insuficiente, y su solución ha sido elusiva, precisamente, 
porque se ha actuado más bien por prueba y error que en base a conocimiento. 


La independencia de que goza la Institución Nacional de Derechos Humanos es una 
plataforma única para el tratamiento sistemático de los problemas con los derechos humanos, sin otro 
compromiso que la propia causa de los derechos humanos. 


Voy a hacer un punteo sintético de los temas pendientes más importantes de cara al futuro. 


Por ejemplo, la propia administración saliente reconoce que falta mucho por hacer en materia 
de colaborar con la educación en derechos humanos o en la formación de funcionarios públicos, 
principalmente, los más directamente involucrados en temas de seguridad y, por lo tanto, habrá que 
insistir en este aspecto. 


Un tema muy importante tiene que ver con la violencia doméstica y con la violencia basada en 
género. El país ha venido construyendo institucionalidad y destinado recursos desde hace ya muchos 


años, pero con resultados magros. 


No más mirar el número de muertes per cápita que venimos sufriendo y compararlo con otros 
países, nos muestra que tenemos un problema muy severo. Estamos entre seis y ocho veces por 
encima de los guarismos de España, por ejemplo. 


El problema es pues muy serio y necesitamos, por tanto, nuevos abordajes, basados en 
conocimiento, investigación de lo que pasa, de los actores, víctimas, victimarios y su entorno y sus 
circunstancias, etcétera. Necesitamos estrategias concretas que nos permitan bajar esos guarismos en 
forma radical y contundente. 


La Institución Nacional de Derechos Humanos tiene un lugar, en calidad de invitada, en el 
Consejo Consultivo para la Lucha contra la Violencia Doméstica. Entiendo que deberá tener un rol más 
protagónico, proponiendo nuevas alternativas para estudiar, analizar y promover soluciones, 
fundamentalmente en materia de prevención. El énfasis debe estar en la prevención. 


Otro tema en el que se ha avanzado poco es respecto al medioambiente. La sociedad civil, el 
Gobierno y el Parlamento han reportado problemas preocupantes en diferentes zonas del territorio 
nacional, con cada vez más conciudadanos afectados. La Institución Nacional de Derechos Humanos 
deberá atender con la mayor diligencia posible los reclamos y monitorear más de cerca el trabajo de 
los organismos involucrados en la protección del medioambiente, así como velar por el cumplimiento 
de las leyes vigentes en la materia. 


Otro gran tema es el del racismo y discriminación. En 2007 se creó la Comisión Honoraria 
porque había una necesidad objetiva. Existía en Uruguay un problema persistente de racismo y 
discriminación que no estaba siendo contenido. La Comisión Honoraria significó un avance en esa 
lucha, pero la institucionalidad de esa Comisión era débil, empezando por su escasez de recursos. La 
Institución Nacional de Derechos Humanos, en cambio, es una institución mucho más fuerte, con más 
capacidad para incidir y, por tanto, con mayores posibilidades de ser eficaz en el combate al racismo y 
la discriminación. Personalmente, abogaría por que se profundice el trabajo en este sentido, atento a 
que hay muchas resistencias, en diferentes ámbitos del Estado, a visualizar y encarar esta 
problemática, incluyendo la justicia. Hay resistencia, desconocimiento y falta de comprensión. La 
Institución Nacional tiene la obligación de trabajar para revertir todos estos inconvenientes. 


Yo promovería que la Institución Nacional se involucre en la sensibilización y formación de 
jueces y fiscales, en primer lugar, y el resto de los actores de derecho en segundo término. En 2009, 
desde la Comisión Honoraria, junto con organizaciones de la sociedad civil, se organizó una jornada en 
la que participaron todos estos actores junto con invitados del exterior. Los planteos allí formulados 
fueron publicados por el Fondo de Cultura Universitaria. La constatación fundamental fue la distancia 
extraordinaria que existe entre la visión de estos actores y la realidad que se quiso construir desde las 
leyes antidiscriminatorias y las aspiraciones y las luchas de las organizaciones civiles, distancia que es 
necesario subsanar. 


Otro gran tema que se abrió en este período para la Institución Nacional de Derechos 
Humanos es el relativo a la Ley de Medios, una ley muy amplia que depara responsabilidades 
importantes para la Institución y de hecho constituyen un gran desafío que hay que atender con la 
mayor responsabilidad. 


El Poder Judicial es otro ítem que debe estar presente en todo momento en la agenda. La 
reiteración de los reclamos desde diferentes sectores de la sociedad civil habla a las claras de que este 
es un tema para trabajar en forma permanente. La Institución Nacional ha producido avances en este 
sentido, pero el tema es complejo y requiere atención a largo plazo. 


Subrayo en ese sentido el ítem de la inclusión y protección de las víctimas en los procesos 
judiciales, de acuerdo con estándares del derecho internacional de los derechos humanos. 


Relacionado con lo anterior, la Institución Nacional ha comenzado a trabajar en el tema de la 
Defensoría Pública, que es muy importante, dadas las dificultades objetivas que todos sabemos que 
existen en los estamentos de la justicia uruguaya. Es importante seguir en ese camino y darle el mayor 
impulso posible. 


Otra cuestión que preocupa a la ciudadanía es la que tiene que ver con la seguridad y esta 
está estrechamente vinculada al sistema de privación de libertad. Uruguay es uno de los países de 
Sudamérica que tiene más reclusos por habitante, y tiene problemas con el diseño institucional y la 
gestión, que hacen que las posibilidades de reinserción social sean escasas. 


Ya mencioné el acierto de la puesta en marcha del Mecanismo Nacional de Prevención de la 
Tortura por parte de la administración saliente de la Institución Nacional, cumpliendo con el Protocolo 
Facultativo de la Convención contra la Tortura, que en su artículo 3% permite que existan varios 
mecanismos de prevención en un mismo país. 


Es importante seguir impulsando el Mecanismo Nacional para la Prevención de la Tortura, 
pero fundamentalmente es necesario cumplir a cabalidad lo que ordena el artículo 10 de la Ley 
N* 18.446 en cuanto a la coordinación con el Comisionado Parlamentario para el sistema de cárceles. 
Esta coordinación no solo es importante para cumplir con un mandato clave en materia de derechos 
humanos, sino, además, por su incidencia en posibilitar la recuperación de las personas que cayeron 
en la delincuencia, lo que a su vez redunda en los derechos del resto de la ciudadanía. Me refiero al 
derecho a la seguridad, tanto física como patrimonial. 


En lo que atañe a la cuestión de las desapariciones forzadas, el Estado uruguayo se presentó 
oportunamente ante el Comité contra la Desaparición Forzada de la ONU, a partir de lo cual comenzó 
un intercambio significativo de documentos, en el que también participó la Institución Nacional de 
Derechos Humanos. En ese sentido, habrá que seguir de cerca el cumplimiento de las 
recomendaciones hechas por el organismo internacional. 


En términos más generales, yo acuerdo en que el marco conceptual que debe guiar la acción 
de la Institución Nacional debe ser la interacción y articulación permanente de un Sistema Nacional de 
Derechos Humanos, teniendo en cuenta toda la institucionalidad que ya existe, que es bastante 
importante, coordinándola y potenciándola. 


Creo que se han hecho avances en ese sentido y hay que seguir trabajando en eso, estando 
muy al tanto del trabajo que realizan los demás, contando con la mayor cantidad de información 
disponible y aprovechando al máximo las potencialidades de los diferentes agentes del sistema. 


En el mismo sentido, la Institución Nacional debe ser la gran puerta de entrada para que la 
sociedad civil interactúe con todos los demás actores del Sistema Nacional de Derechos Humanos. 
Esto ya está en marcha, aunque es bueno resaltar que el esfuerzo por mantener ese espacio debe ser 
permanente, atento a que, en nuestra sociedad posmoderna, la sociedad civil tiende continuamente a 
desmovilizarse. De hecho, la participación en las asambleas ha sido decreciente a partir de una muy 
buena participación en la primera. Es natural que esto suceda, por lo que la promoción de la 
participación debe estar siempre en la agenda y ser una actividad permanente. 


En ese mismo sentido, va el impulso a la formación de relatorías y equipos de trabajo 
temáticos, integrados por la Institución Nacional, la sociedad civil y otros actores del Estado. 


También se debe seguir trabajando para aumentar la visibilidad de la Institución Nacional en 
la ciudadanía. Si bien las denuncias no son lo primordial, igual es un indicador de visibilidad y de 
acercamiento de la ciudadanía. El tratamiento de las denuncias debe ser perfeccionado continuamente, 
dada la dificultad que suele haber para comprobar los casos presentados y el riesgo de no dar 
satisfacción al denunciante, con la consiguiente pérdida de imagen de la Institución. 


Finalmente, desde el punto de vista de la inserción internacional de la Institución Nacional, la 
administración saliente obtuvo la acreditación ante el Comité Internacional de Coordinación de las 


Instituciones Nacionales de Derechos Humanos, con el estatus tipo A 


Ello nos permitirá una participación plena en el sistema universal de derechos humanos, 
como ser: formular una declaración oral en relación con todos los temas sustantivos del programa del 
Consejo de Derechos Humanos; participar mediante mensajes de video en los debates plenarios del 
Consejo de Derechos Humanos, incluido durante la adopción de los resultados del Examen Periódico 
Universal; tener un estrecho vínculo con los órganos de vigilancia de los tratados; mantener diálogos 
interactivos; participar en paneles o debates anuales y otros. Y también nos permitirá una amplia 
cooperación regional entre los agentes de derechos humanos, incluidos los organismos de las 
Naciones Unidas que operan en el país y en la región y las presencias sobre el terreno de la Oficina del 
Alto Comisionado de los Derechos Humanos y la participación prevista cuando corresponda el Examen 
Periódico Universal a Uruguay. Todo esto permitirá desarrollar redes sólidas para fomentar la aplicación 
de las recomendaciones y proteger y promover más eficazmente los derechos humanos en nuestro 
país. 


Les agradezco, nuevamente, la convocatoria. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos su presencia. 
(Se retira de sala el señor Marcos Israel Cúneo). 


—Quería trasmitirles que la Corte Electoral comentó de manera verbal que no existe según el 
análisis que hizo del informe que le solicitamos ningún impedimento, pero que por un tema de la sesión 
de ayer y por todo un trámite para establecer la forma de comunicarse, recién entre el miércoles y 
jueves próximo eso estaría por escrito. De cualquier manera, la secretaria letrada adelantó esta 
información para conocimiento de la Comisión. 


Por otra parte, quisiera poner a votación el planteo que hizo el diputado de los Santos, 
vinculado a la documentación solicitada para que la próxima vez podamos tenerla acá. 


(Diálogos). 


SEÑOR DE LOS SANTOS (Óscar).- A uno de los miembros que está siendo considerado en esta 
reunión se le consultó sobre el funcionamiento de la Institución Nacional, por un hecho que tiene que 
ver con la Ley de Transparencia de la Información. Quisiera que se solicite el pedido de informes hecho 
por los ediles Delgado y de los Santos y la resolución de la Intendencia negando información a ediles, 
aún amparándose en esta ley. Esto permitirá que la Comisión, cuando evalúe a los anteriores 
miembros, tenga los antecedentes, y esto no quede solo en una constancia sin respuesta sobre algo 
que es más complejo. 


SEÑOR BORDABERRY (Pedro).- Quiero ser bien claro, porque de repente no se comprendió bien el 
motivo de mi pregunta. 


Estoy de acuerdo con que se pida toda la documentación. Siempre es bueno que el 
Parlamento tenga todo. 


Hace un mes y algo se dictó una sentencia por parte de un tribunal de apelaciones. En el 
considerando, que se hizo público, dice que la actuación de la Institución de Derechos Humanos fue de 
manifiesta ilegalidad. Lo dijo un tribunal de apelaciones en un accionar. Y, además, en la sentencia se 
dice que al comparecer la Intendencia de Maldonado ante la Institución de Derechos Humanos, esta le 
negó el acceso al expediente en su contra 


Por ende, me parece que si estamos preguntando a quienes quieren seguir adelante como 
miembros de la institución, es bueno que puedan aclarar acá, en el Parlamento, como es que 
adoptaron una resolución manifiestamente ¡legal —así lo dijo la justicia; no lo digo yo— y los motivos por 
los cuales negaron el derecho a acceder a una información a un Gobierno Departamental. Yo no hago 
juicio de valor. 


Si el señor legislador de los Santos quiere que se pida una resolución de la Intendencia, me 
parece bien que se solicite y que venga acá; no hay ningún problema. Lo que también me gustaría es 
que se pida a la institución la resolución por la cual negó información a un Gobierno Departamental 
contra el cual estaba haciendo una acción y que, además, mande copia de la sentencia de ese tribunal 
que dijo que su accionar era de ilegitimidad manifiesta. 


Me parece que es grave, porque al que se le dice que actúa en forma ilegítima, ¡legal y en 
forma manifiesta es a la Institución Nacional de Derechos Humanos. Y además, quien no permite el 
acceso a una información es la Institución Nacional de Derechos Humanos. Me parecía que preguntar 
correspondía para aclarar porque tenemos que darles la oportunidad de que den su versión y ese fue 
el motivo. 


Así que pediría que se soliciten esas dos cosas también. Y lo planteo sin ánimo de entrar en 
debate. No me he manifestado acerca de si está bien o mal porque cuando habla la justicia, todos nos 
callamos. Entonces, pido que se solicite a la Institución de Derechos Humanos la resolución 
por la cual negó a la Intendencia de Maldonado el acceso al expediente seguido por una denuncia de 
ex funcionarias de dicho departamento contra la Intendencia y también copia de la sentencia del 
Tribunal de Apelaciones en lo Civil de 2? Turno correspondiente a la demanda de la Intendencia contra 
la Institución de Derechos Humanos en la que se resolvió que el accionar de la Institución de Derechos 
Humanos había tenido una ilegalidad manifiesta. 


SEÑOR NOVALES (Gonzalo).- Estamos integrando una comisión especial de la Asamblea General 
que tiene como fin estudiar la nueva conformación de la Institución de Derechos Humanos. 


Entonces, me parece que este no es el ámbito para juzgar cuál ha sido la actitud de en 
momentos en que finaliza la actuación de quienes la integran. Nuestra tarea es recibir las visitas de los 
postulantes. Me parece que hay otros mecanismos parlamentarios para dilucidar este entredicho; no 
somos competentes para esto. 


SEÑOR DE LOS SANTOS (Óscar).- Estoy de acuerdo con lo planteado por el senador Bordaberry y 
sólo agregaría que se pidan las resoluciones que llevaron a los fallos de estos organismos. Estamos 
analizando el rol del Instituto que debe asegurar el ejercicio de los derechos. En ese sentido, quiero 
que no queden dudas. Solicito, entonces, que se busquen los antecedentes. 


SEÑOR POSADA (Iván).- Concuerdo con el señor diputado Novales en cuanto a que esta no es la 
competencia de la comisión. Eventualmente, se puede solicitar esa información y vamos a acompañar 
esa solicitud, pero no con la intención de que esto sea un tema de debate en el ámbito de la Comisión, 
porque no corresponde. En todo caso, las Comisiones de Derechos Humanos de la Cámara y del 
Senado podrían ser las adecuadas para convocar a la Institución de Derechos Humanos y establecer 
alguna valoración de este tema. 


De todas maneras, me parece que esta información que ha solicitado el legislador Bordaberry 
puede ser relevante para formarse opinión en el caso de aquellas personas que se postulan 
nuevamente. 


SEÑOR BORDABERRY (Pedro).- Quiero dejar claro que lo que acaba de decir el señor diputado 
Posada es exactamente lo que pretendía. En el literal d) del numeral 6 de las bases que todos 
aprobamos se estableció que era bueno que por los postulantes se diera una opinión sobre el accionar 
de la Institución de Derechos Humanos de los últimos cinco años. Por ende, como eso nos interesa, yo 
hice una pregunta relacionada exclusivamente con el accionar de hace un mes, de algo que parece 
grave para que lo aclaren y conocer quienes tomaron la decisión por unanimidad. En ningún momento 


pretendí que se juzgara si ello estaba bien o mal, porque no es nuestra competencia. Nuestra 
competencia es asesorar a la Asamblea General con nombres pero, para ello, quiero saber por qué 
hicieron eso. No fue mi intención juzgar a nadie y me parece que no tenemos competencia para eso. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me ahorraron la síntesis que pensaba hacer. 


Entonces, pondremos a votación la solicitud de los informes, pero no para debatir, sino para 
que cada uno de nosotros forme su opinión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota). 

—Catorce por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

(Ingresa a Sala el señor Juan Faroppa). 

—La comisión da la bienvenida al postulante, doctor Juan Faroppa. 
SEÑOR FAROPPA (Juan).- Muchas gracias. 

Voy a hacer una presentación, fundamentalmente en tres temas. 


En primer lugar, la motivación para aceptar la postulación para el cargo de director de la 
Institución Nacional de Derechos Humanos tiene que ver con mi vida, mi trayectoria personal, con mi 
actividad militante y gremial en materia de derechos humanos de más de treinta años, tanto en 
organizaciones no gubernamentales, como en cargos públicos, y también el trabajo que he realizado 
en el exterior en temas de derechos humanos en contextos relativamente críticos. 


En segundo término, tengo la convicción de que he contribuido con el resto de los colegas del 
Consejo Directivo nombrado en junio de 2012 para la construcción de una nueva institucionalidad. 
Fueron años complejos, complicados, de empezar de cero —habrán escuchado esta historia 
muchísimas veces, por lo tanto no los voy a someter al martirio de repetirla—, pero la motivación es que 
estuvimos cinco años construyendo una herramienta y ahora la herramienta está en condiciones de 
empezar a hacer cosas más sustantivas, a funcionar realmente en una agenda de temas que tiene que 
ver con la agenda de derechos humanos en el país, luego de haber armado una institución, generado 
procedimientos, contratado personal propio, ubicarnos en nuestra sede que, además, es un sitio de 
memoria, un sitio emblemático, que también la institución tiene la responsabilidad de mantener y 
conservar. 


En definitiva, me entusiasma el tema de decir: bueno, ahora, además de dedicarle tanto 
tiempo a temas más administrativos, más burocráticos, más de construcción de una institucionalidad, 
sería importante dedicarse a temas sustantivos, de promoción de derechos, de difusión, de iniciar una 
serie de estudios, de publicaciones, de trabajar con la Universidad de la República en el interior del 
país a partir del convenio que la institución firmó para establecer como principio de descentralización 
algunos puntos de referencia de la institución en los centros universitarios de todo el país. 


En tercer lugar, quiero comentar cuál es mi visión sobre la situación de los derechos humanos 
en el Uruguay y qué rol cumple o debe cumplir la institución. Sin dudas, en nuestro país, desde hace 
más de tres décadas funcionan las garantías políticas en materia de derechos humanos. Como 
ustedes saben, los derechos humanos tienen garantías específicas, como puede ser el habeas corpus, 
el amparo; garantías institucionales, entre las que está la defensoría del pueblo y la garantía que nos 
rige, que es el principal fundamento para garantizar el respeto y la promoción de los derechos 
humanos de todos los habitantes de la República. 


Ningún estado de derecho, en ningún lugar del mundo, está vacunado en cuanto a no 
desarrollar o implementar prácticas o aprobar determinadas normas que pueden vulnerar derechos 
humanos. Pero, sin lugar a dudas, es una institución que funciona en el marco de un estado de 
derecho, de un estado democrático, donde hay separación de poderes y existen los mecanismos 
clásicos de control, como es el parlamentario y, por supuesto, el control judicial. 


Sin embargo, es evidente que hay procesos de ajustes que hay que seguir desarrollando en 
materia de derechos humanos. Los derechos humanos son un proceso histórico en permanente 
construcción y eso lleva a que el aparato del estado también deba adaptarse y adecuarse a los nuevos 
requisitos y a las nuevas demandas. Fundamentalmente, existen en este momento mecanismos 
internos a nivel nacional que han potenciado la mejor tradición del país en cuanto al respeto a los 
derechos individuales, desde el Comisionado Parlamentario para el Sistema Carcelario; en el caso de 
Montevideo, la defensoría de la vecina y el vecino; la propia Comisión de Derechos Humanos, que 
funciona en el ámbito de Diputados, la Secretaría de Derechos Humanos del Parlamento, etcétera. 


Es decir, la institucionalidad se sigue completando, se sigue desarrollando, pero nunca está 
terminada totalmente la tarea. Quedan temas pendientes: el deber de investigar y de reparar a las 
víctimas del terrorismo de estado. Si bien se han dado pasos y la Institución Nacional de Derechos 
Humanos -que integré formalmente hasta el 22 de junio y que sigo integrando hasta que asuman las 
nuevas autoridades- se ha pronunciado, es un tema que está pendiente; la conservación de la 
memoria, el desarrollo de mecanismos más adecuados de reparación, fundamentalmente para cumplir 
con el deber de no repetición, que integra los principios fundamentales del derecho internacional de los 
derechos humanos. 


Eso no nos debe llevar a desconocer que hay muchísimos temas emergentes en los últimos 
años en la sociedad uruguaya que requieren también de acciones positivas del Estado, no solamente 
un Estado que garantiza los derechos absteniéndose de intervenir, o sea, permitiendo el ámbito de 
libertad que requiere todo ser humano, sino, como corresponde a un estado social de derecho, que 
mediante medidas positivas y obligaciones de hacer, cumple y garantiza esos derechos. 


Como titulares y a título estrictamente personal, más allá de que también la institución ha 
trabajado en este tema, desde mi punto de vista, en el corto plazo, la Institución Nacional y todo el 
sistema de derechos humanos del Estado uruguayo deberían enfocarse en tres temas fundamentales. 


En primer lugar, la situación de discriminación que sufren las personas en situación de 
discapacidad: me refiero al acceso a todos los derechos, no solamente al acceso físico, sino a la 
educación, sobre todo, en el caso de niños y niñas, también de adolescentes; el no acceder a niveles 
de educación adecuados también impacta sobre el derecho al trabajo y, fundamentalmente, sobre su 
derecho a vivir dignamente su vida independiente. 


El colectivo de personas en situación de discapacidad y sus familiares dentro de los 
colectivos que sufren discriminación en el país, desde mi humilde punto de vista son los más solos 
entre los más solos 


Afortunadamente, a partir de una lucha de muchos años, otros colectivos tienen capacidad de 
hacerse oír, de no dejar pasar una situación de discriminación, sea por razones de opción sexual, de 
género, étnico raciales, etcétera. Las personas en situación de discapacidad son las que están más 
invisibilizadas en la agenda, más allá —repito- de los esfuerzos que se vienen haciendo en términos de 
la adecuación normativa de la legislación nacional y de las medidas que está tomando el Poder 
Ejecutivo. 


En segundo término, entiendo que, desde hace algunos años —no muchos—, Uruguay está 
atravesando una reversión en lo que tiene que ver con el fenómeno de movilidad humana a nivel 
universal. De ser un país expulsor de población durante muchos años, nos hemos ido convirtiendo en 
un país receptor de población migrante. Se trata de migrantes económicos y por situaciones de 
violencia política en sus países que pueden acceder al estatus de refugiados. Las migraciones 
nacieron con el ser humano; todavía estaríamos viviendo todavía en África si el ser humano no hubiera 


empezado a caminar después de que apareció sobre la faz de la Tierra. Las migraciones se van a 
seguir dando; son un fenómeno imposible de impedir o de controlar. Entendemos que el Estado 
uruguayo debería tener un sistema de primera atención para las personas migrantes, lo que no 
significa resolverles la vida por siempre, sino tener un sistema orgánico, actualizado, que sea 
realmente eficiente para dar un primer apoyo a estas personas que llegan a nuestro país. 


En tercer lugar, otro de los desafíos importantes tiene que ver con la necesaria articulación, el 
necesario equilibrio entre el desarrollo económico —que sabemos que es muy importante para el 
país— y el desarrollo humano integral. Esto tiene que ver, especialmente, con los temas ambientales, 
asuntos en los que hemos trabajado en la Institución, que se relacionan, más que nada, con el uso de 
agroquímicos en la producción de soja y la forma cómo afecta la salud de la población, no solo el lugar 
donde se producen estas fumigaciones, porque la deriva de ese tipo de productos afecta el agua, los 
alimentos y toda la cadena alimenticia. 


Se requiere, por lo tanto, ponderar una necesidad para el país que redunda en beneficio, 
sobre todo, de los sectores que más necesitan apoyo del Estado —es decir, que el Estado tenga 
recursos para destinar a políticas sociales—, que tiene que estar compatibilizada con el derecho a la 
salud. 


Por último, ¿qué pasó con el funcionamiento de la Institución en estos cinco años? Tuvo 
claroscuros, como cualquier otra institución. No salió todo mal; tampoco, todo bien. La Institución 
Nacional de Derechos Humanos —la defensoría del pueblo uruguaya-— tiene la característica de ser un 
órgano colegiado. Los colegiados son complicados en su funcionamiento —la historia nacional nos lo ha 
enseñado con bastante claridad—, pero dentro de las diferencias, de las discrepancias que pudimos 
haber tenido durante este tiempo en el Consejo Directivo, creo que en los temas sustantivos, hemos 
estado de acuerdo y hemos avanzado. Sin lugar a dudas, logramos dejar una institución en 
funcionamiento. Por supuesto, quienes vengan luego ya no tendrán todo ese trabajo que hacer y se les 
podrá exigir un poco más. 


No tenemos ninguna justificación si algo no hicimos o lo hicimos mal; es solamente 
responsabilidad nuestra, mía concretamente, en la medida en que tuvimos todo el apoyo del 
Parlamento y el sistema político en cuanto a los recursos asignados para el funcionamiento 
institucional. No nos quejamos porque no nos daban los recursos. Estos fueron suficientes y todo lo 
que hemos necesitado, lo hemos tenido. 


Ahora que la Institución tiene músculo, que está fuerte, ha llegado el momento de salir más a 
todos los barrios del Uruguay, de difundir más sus cometidos. A partir de este primer paso con la 
Universidad de la República, habrá que ampliar su presencia física en todo el interior. 


Es necesario trabajar en la formación y la capacitación de funcionarios y funcionarias públicos 
en cuanto al conocimiento de qué es la Institución, qué cometidos tenemos, en qué podemos ayudar. 
Sin duda, somos un órgano de control —esa es la naturaleza de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos- pero también somos un órgano que tiene la obligación de colaborar con el Estado uruguayo 
para que sus normativas y sus prácticas institucionales y administrativas cumplan con los compromisos 
internacionales en materia de derechos humanos. 


Enfrentamos situaciones muy complejas. Los tiempos de desarrollo institucional fueron los 
mismos que, lamentablemente, siguen muchos emprendimientos en el Estado. Hubiéramos querido 
tener personal propio y la sede antes, pero las cosas son como son y como se han dado. Cometimos 
errores. Tuvimos una muy dolorosa situación de una denuncia de acoso sexual en la Institución y 
todavía no estábamos preparados institucionalmente en políticas para prevenir y tratar esta situación, 
que sigue en curso y se sigue investigando. Espero que no se repita, pero evidentemente, no lo 
podemos garantizar. Lo único que no se puede consagrar es la impunidad en este tipo de situaciones 
ni cualquier vulneración de ningún otro derecho de ningún trabajador o trabajadora de la Institución. 


Hay algo en lo que quizás ustedes nos puedan dar una mano. Se trata de la adecuación 
normativa de la ley de creación de la Institución y, al respecto, presentamos un proyecto de ley. La ley 


es muy buena a nivel de derecho comparado internacional en cuanto a competencias, procedimientos, 
formas de elección de las autoridades. Hay algunas dificultades en lo que tiene que ver con su 
inserción institucional en el organigrama del Estado que, quizás, deban resolverse, ajustarse, no para 
darnos más autonomía —nunca sentimos que nuestra autonomía fuera vulnerada-, sino para lograr un 
mejor funcionamiento. 


Finalmente, creo que, en muchos temas, hemos logrado construir un espacio de intercambio 
y articulación entre el Estado y la sociedad civil organizada. Pienso que hemos conseguido coordinar 
con otras instituciones del Estado que están dentro de la institucionalidad en materia de derechos 
humanos. Considero que debe tenerse en cuenta que quien integre el próximo Consejo Directivo tiene 
que trabajar veinticuatro horas. Se requiere una dedicación completa. 


Tenemos que trabajar hacia adentro del país. Las relaciones fuera de la Institución a nivel 
internacional son muy importantes, pero creo que el trabajo hacia adentro lo es también. En lo 
personal, en estos cinco años, fui solamente una vez a Buenos Aires. Fui y vine en el día a una reunión 
de defensores del pueblo. Me dediqué cien por ciento a trabajar hacia adentro, porque creo que 
primero la Institución tiene que legitimarse y fortalecerse dentro del país, para luego obtener 
reconocimiento internacional, y no al revés o, tal vez, en forma complementaria. 


SEÑOR BORDABERRY (Pedro).- Estuve revisando todos los currículums. En el suyo, en el numeral 
3) de la tercera página dice: "Consultor para el programa de asistencia técnica al Instituto del Niño y 
Adolescente de Uruguay (INAU) en el marco del proceso de adecuación del sistema de 
responsabilidad penal adolescente. Setiembre de 2011 a la fecha". 


Quizás haya un error. 


SEÑOR FAROPPA (Juan).- Sí; hay un error. Eso fue en el año 2011, cuando se creó el Sirpa. La única 
actividad que tengo fuera de la Institución es la docencia en la Facultad de Derecho. 


SEÑOR BORDABERRY (Pedro).- Mi segunda pregunta tiene que ver con la actuación en estos años. 
Me refiero a esa denuncia de acoso sexual y, más que nada, a ese dictamen de la Inspección General 
del Trabajo, del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, que adoptó una resolución en el sentido de 
que la Institución Nacional de Derechos Humanos había estado omisa en tomar medidas en el caso. O 
sea: se lo dice a la Institución Nacional de Derechos Humanos. Eso es muy malo y, obviamente, es 
mucho peor que se lo diga a la Institución Nacional de Derechos Humanos, que se supone que tiene 
que velar por que este tipo de cosas no sucedan. Quisiera que pudiera profundizar un poco en eso, 
más que nada en qué se está haciendo, porque la Inspección señala que estuvo omisa. 


La tercera pregunta se la hicimos también al doctor Juan Raúl Ferreira y le adelanto que nos 
aclaró que las resoluciones se tomaron por unanimidad. Refiere a esa sentencia del Tribunal de 
Apelaciones de Segundo Turno que dictaminó que el actuar de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos, en el caso del reclamo de los funcionarios de la Intendencia de Maldonado, tuvo una 
ilegitimidad manifiesta. De vuelta: se puede imaginar que si uno ve que la Institución Nacional de 
Derechos Humanos, según la justicia, está actuando con ilegitimidad manifiesta, tiene que preguntar. 
Además, en la sentencia se dice que la Intendencia pidió acceso a las actuaciones en su contra — 
supongo que para defenderse-— y la Institución se lo negó. De vuelta: niega el acceso a la información 
cuando se supone que es uno de los valores, de los principios, de los postulados que debe defender la 
Institución Nacional de Derechos Humanos. 


Por último, quiero saber si ha habido otros casos de denuncias de funcionarios en los que se 
haya pedido la opinión o se haya solicitado la actuación de la Institución, y qué respuesta ha dado, si 
es que lo hizo. 


SEÑORA MOREIRA (Constanza).- Le doy la bienvenida. 


Quiero hacer dos preguntas. La primera tiene que ver con la adecuación normativa. Es cierto 
que tenemos una ley de origen, pero la Institución tiene un lugar institucional muy especial y quiero 


saber si ustedes han proyectado una adecuación normativa. 


La segunda pregunta es sobre la nueva función que tendría la Institución en relación con la 
ley sobre servicios de comunicación audiovisual. Me refiero al carácter de relator que asumiría luego de 
que la ley esté reglamentada y a si también hay previsiones sobre eso. 


SEÑOR FAROPPA (Juan).- No entendí la última pregunta que me formuló el señor senador 
Bordaberry. ¿Se refiere a temas de acoso laboral y sexual o a temas vinculados con resoluciones 
judicializadas de la Institución? 


SEÑOR BORDABERRY (Pedro).- Seguramente, no fui claro, porque no me refería ni a lo uno ni a lo 
otro. Se trata de si hubo algún pedido de opinión de la Institución sobre situaciones de funcionarios 
públicos de otras reparticiones del Estado, similares al relativo a los de la Intendencia de Maldonado. 
Le adelanto que sé que hubo un pedido —vamos a actuar lealmente— de la Comisión de Derechos 
Humanos de la Cámara de Diputados relacionado con persecuciones a funcionarios de otro Gobierno 
departamental. ¿Qué resolvió o qué hizo la Institución? Lo pregunto porque no contestó. Así como 
tomó una resolución en el caso de Maldonado, no le contestó a la Comisión. Tengo la nota 
correspondiente, de la que le hago entrega. 


SEÑOR FAROPPA FONTANA (Juan).- Se lo agradezco. 


Con respecto a la primera pregunta, la Institución Nacional de Derechos Humanos y 
Defensoría del Pueblo es una institución de este mundo, o sea, no está vacunada contra la existencia 
de conductas irregulares, tanto de parte de sus directores o directoras, como de sus funcionarios. Sería 
deseable que fuera así en todo el aparato del Estado y en toda la actividad privada, pero no le puedo 
garantizar que eso no vuelva a suceder. Lo que sí le digo es que lo que no sucedió en este caso, y que 
no puede suceder, fue que existiera impunidad o que no se utilizaran los mecanismos establecidos en 
la legislación al respecto. Lo que dice la Inspección General del Trabajo en cuanto a la omisión de la 
Institución especificamente es que esta estuvo omisa por no tener un protocolo para prevenir 
situaciones de acoso sexual, que es lo que está regulado específicamente, y que muchas de sus 
disposiciones también el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social las aplica por analogía con el acoso 
o el maltrato laboral. Y con relación al primer tema, lo que dice la Inspección es que la Institución 
estuvo omisa en no capacitar al personal en estos temas para prevenir este tipo de situaciones. 


Podríamos justificarnos, decir que la Institución se estaba formando, que no teníamos 
procedimientos para nada, pero sí, es cierto, no teníamos esos mecanismos cuando se dio este tipo de 
situación. Y repito, no es ninguna justificación, si uno es arquero en un equipo de fútbol -lo cual no es 
mi caso ni será nunca- y cae una pelota en el área, uno no puede decir que no se esperaba que viniera 
de ese lado. No hay ninguna justificación. Lo que sí quiero dejar absolutamente claro es que, en el 
momento en que el Consejo Directivo tomó conocimiento de esta denuncia, se la puso de inmediato en 
conocimiento de la Inspección General del Trabajo y la Seguridad Social, entre otras cosas, porque la 
Institución no tenía, entre sus recursos humanos, la capacidad para poder procesar una investigación 
independiente, con las garantías tanto para la persona denunciante como para la persona denunciada. 
La Inspección realizó su trabajo, realizó estas intimaciones. 


En cuanto al protocolo de actuación, ya fue aprobado por el Consejo Directivo. Se les 
comunicó, como establece la resolución, a todos los funcionarios y ahora le estamos pidiendo a 
Inmujeres el apoyo a efectos de realizar talleres para trabajar sobre este nuevo protocolo y para 
incorporar observaciones que pueda tener el sindicato de funcionarios de la institución con respecto al 
mismo. 


Así que, en primer lugar, esa actividad se cumplió. En segundo lugar, la actividad de 
capacitación también se cumplió. Se realizó un curso a cargo de la doctora Mariana Malet sobre 
prevención de las situaciones de acoso sexual y acoso laboral. 


Finalmente, como es de conocimiento público —porque eso era una investigación reservada 
del ministerio, pero apareció en los medios de comunicación—, teniendo en cuenta que la persona 


involucrada no es solo una persona allegada a mí, sino que es alguien con quien tengo treinta años de 
amistad, dejé de intervenir y me inhibí durante todo el proceso —y sigo sin intervenir—, que continúa con 
la realización de un sumario para definir la sanción que le corresponde a este funcionario, sin perjuicio 
de los recursos administrativos que la persona pueda tener y de que, al final del día, sin duda, el caso 
llegará al Tribunal de lo Contencioso Administrativo, el que decidirá si fue acoso o no fue acoso. Pero la 
Institución no fue omisa en el sentido de permitir impunidad o de proteger a nadie. La omisión fue en 
materia de prevención, y eso sí lo reconocemos. 


Respecto al tema de la Intendencia de Maldonado, debemos decir que es sumamente 
interesante, no solamente para el trabajo de la Institución, sino para quienes trabajamos en materia 
jurídica. La Ley N* 16.011, que establece la acción de amparo, no excluye a ningún organismo público 
de ser objeto de acción de amparo; entre los organismos públicos, por supuesto, se encuentra la 
Institución Nacional de Derechos Humanos. También establece que la sentencia definitiva es la 
sentencia en segunda instancia. Quizás, sin perjuicio de que es una acción que necesariamente, por su 
propia naturaleza, debe diligenciarse con un procedimiento sencillo o rápido, habría que estudiar la 
posibilidad de habilitar, en algunas oportunidades, a que se llegue a la Suprema Corte de Justicia. 


El caso concreto fue el siguiente. Los hechos, que son de público conocimiento, tuvieron que 
ver con un grupo de funcionarios y funcionarias de la Intendencia de Maldonado que denunció ante la 
Institución haber sido cesados en forma irregular, ya que eran funcionarios de carrera que habían 
entrado por concurso; la Intendencia sostenía otra cosa. No voy a entrar en detalles; fue una 
instrucción absolutamente clásica y normal la que realizó la Institución. Recibimos la denuncia, se la 
comunicamos a la Intendencia, esta respondió, les dimos vista de la respuesta a las denunciantes, 
estas agregaron nuevos elementos, le dimos vista nuevamente de los nuevos elementos a la 
Intendencia de Maldonado. Y, concluida la instrucción, la Institución entendió que no eran claros los 
procedimientos con que cuenta la Intendencia en esta materia en relación al personal, le 
recomendamos que los revisara y que adecuara todos los procedimientos y toda la normativa, a partir 
de la regla que regula la transparencia de la gestión pública. En principio la recomendación fue esa. 


La Intendencia de Maldonado, una vez que habían finalizado las actuaciones, tenía dos 
opciones: cumplir o no cumplir la recomendación. Ustedes muy bien saben que la Institución solo dicta 
recomendaciones, no generan estado las decisiones de la Institución. La Intendencia de Maldonado 
presentó un escrito pidiendo acceder a las actuaciones, a lo cual la Institución le contestó que, en el 
marco de lo que establece el artículo 7% de la Ley N* 18.446, las investigaciones y todos los 
procedimientos son reservados. Eso es una garantía para cualquier persona que presenta una 
denuncia ante la Institución, posibles testigos u otro tipo de situaciones. Por lo tanto, ya no tenía 
sentido pedir las actuaciones, que además no eran otras que las que ya se le habían comunicado a la 
Intendencia. 


Ante ello, la Intendencia de Maldonado, en primer lugar, presenta un recurso de revocación y 
jerárquico contra la resolución de la Institución. Se le contestó inmediatamente que, conforme al 
artículo 20 de la Ley N* 18.446, las resoluciones de la Institución, en el marco de las competencias que 
le asigna el artículo 4%, no son objeto de recurso administrativo; sí es objeto de recurso administrativo 
cualquier acto administrativo que dicte la Institución que no tenga que ver con sus competencias 
sustantivas. Por ejemplo, si hay un llamado a licitación para comprar computadoras y un oferente se 
siente perjudicado, puede recurrir; después se verá, porque eso tiene que ver con hasta dónde llegan 
los recursos, si es solamente revocación o también el jerárquico, ante la Asamblea General, es parte 
de la pregunta de la legisladora Moreira. Pero eso fue lo que se hizo, se cumplió estrictamente con la 
ley. Dentro de sus facultades, la Intendencia de Maldonado presentó una acción de amparo 
estableciendo que la Institución había actuado en forma manifiestamente ilegítima, que es justamente 
lo que permite disparar los procedimientos de la acción de amparo. Si no hay una actuación 
manifiestamente ¡legítima del Estado, no procede la acción de amparo. Entendían que esto era así 
porque la Institución, luego del dictado de su resolución y cuando las denunciantes ya habían iniciado 
los procedimientos ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, la Institución continuó actuando, 
lo cual es un error. La resolución de la Institución es anterior al inicio de la vía jurisdiccional. Lo que 
hace la Institución luego es recordarle a la Intendencia que no había cumplido, pero no hay ninguna 
actuación sustantiva más. En eso se basó la discusión en primera instancia. En esa instancia el juez 
rechazó la acción de amparo sosteniendo que no había habido ¡legitimidad manifiesta por parte de la 
Institución. Ante esa sentencia, la Intendencia de Maldonado presenta un recurso de apelación y, en 


segunda instancia, el tribunal de apelaciones revoca la sentencia en primera instancia y establece, sí, 
que hubo ilegitimidad manifiesta en la Institución, pero por otros argumentos. 


Obviamente, las sentencias están para cumplir y más en este caso, en que no hay posibilidad 
de casación. Sin embargo, con todo respeto, estrictamente desde el punto de vista académico, creo 
que hay un error jurídico de fondo, porque la sentencia en segunda instancia no solo no se basa en los 
agravios formulados por la Intendencia de Maldonado en la primera instancia, sino que establece que 
la Institución actuó fuera de sus competencias porque le impuso una sanción a la Intendencia de 
Maldonado, que fue la publicidad del incumplimiento de una resolución de la Institución, que no causa 
estado. 


Muchos de ustedes, como parlamentarios, participaron en la elaboración de la Ley N* 18.446 
y saben muy bien que en ningún momento la Institución de Derechos Humanos puede aplicar 
sanciones, es un organismo de naturaleza cuasi jurisdiccional; solamente puede sancionar el Poder 
Judicial. Eso es lo que dice la sentencia: "Solamente podemos accionar nosotros, los jueces; ustedes 
actuaron en forma ¡legítimamente manifiesta por haber aplicado una sanción". 


La Institución está estudiando qué es lo que va a hacer en ese tema, porque los integrantes 
del Consejo Directivo, los jerarcas de la Institución, tampoco somos impunes, no podemos sacar una 
resolución absolutamente infundada ni porque a nosotros nos guste o no nos guste la cara del jerarca. 
¿Cuál es el mecanismo de control que tiene el Consejo Directivo? Precisamente, es la Asamblea 
General. Lo establece la ley: si los integrantes del Consejo Directivo actúan de una manera que no es 
adecuada a sus funciones, pueden ser denunciados ante la Asamblea General, y es esta la que juzga 
el comportamiento del director o directora, o del conjunto del Consejo Directivo. Judicializar todas las 
recomendaciones de la Institución cuando no tienen otro carácter que ese, recomendación, es un tema 
complejo y que nos puede generar, como Estado, alguna dificultad a nivel internacional, teniendo en 
cuenta lo que expresan los Principios de París de Naciones Unidas, que son los que regulan la 
actuaciones de las instituciones nacionales de derechos humanos. Pero bien, creo que no hubo 
ninguna dificultad en cuanto a ese tipo de procesamiento. 


Con respecto al caso que me presenta el señor legislador Bordaberry, me comprometo aquí, 
ante la Comisión y ante usted personalmente, a darle curso a esta comunicación. No tengo en este 
momento en mi memoria qué fue lo que sucedió con este caso. Lo cierto es que creo que no hubo 
organismos nacionales o son muy pocos los órganos de gobierno nacionales o departamentales que 
no hayan sido objeto de recomendaciones por parte de la Institución Nacional de Derechos Humanos, 
o sea, intendencias de varios departamentos, con diferentes tipos de sectores en el gobierno, han sido 
objeto de recomendaciones y de señalamiento por incumplimiento. En el caso de Montevideo, la 
ventaja que tenemos es que como es el único departamento que tiene una Defensoría de Vecinas y 
Vecinos, trabajamos en forma coordinada, y muchos temas que tienen que ver con responsabilidad 
municipal los gestionamos en coordinación con dicha Defensoría. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Desde la Mesa se desconoce de qué están hablando porque no nos llegó el 
papelito que estuvo circulando, así que agradecería que se nos hiciera llegar, para que todos los 
integrantes de esta Comisión sepamos de qué están hablando en este dialogado, que nos mantiene 
como espectadores. 


SEÑOR BORDABERRY HERRÁN (Juan Pedro).- Le pido al señor Faroppa que me devuelva el papel 
por un minuto, así podemos sacarle fotocopias y se reparte. Les pido disculpas a la señora presidenta 
y a los integrantes del Cuerpo, me pareció que como le estaba haciendo la pregunta, lo tenía que 
informar. 


Se trata de un caso no digo que similar, pero casi: otro gobierno municipal, muchos más 
funcionarios, más de trescientos, en la misma situación, se presentaron ante la Comisión de Derechos 
Humanos de Diputados, la que, hace casi un año, le pidió la información a la Institución de Derechos 
Humanos, que en un caso está procediendo de una forma y, en otro, todavía no ha procedido. De ahí 
mi pregunta, ya que eran dos casos similares. Me parece que esto es fruto de los problemas del 
comienzo, de una Institución que empieza a funcionar, donde normalmente siempre se va hasta los 
bordes en materia de competencias. Me parece que si la Institución se va a meter en los conflictos 


entre funcionarios municipales y jerarcas, va a tener mucho trabajo y no creo que sea su competencia, 
pero ese no es el tema de hoy. Sí ameritaba preguntar porque está el contralor de la Asamblea General 
y también el contralor que ejercemos en este momento designando a los nuevos miembros. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Estamos más que atrasados en cuestiones demasiado puntuales. Es cierto 
que las entrevistas que más demoraron fueron las de los postulantes que ya están integrando el 
Consejo, que abren un abanico mayor de preguntas, pero nuestra responsabilidad era permanecer 
hasta la hora que terminara esta entrevista, que ya está pasada de tiempo. 


Por tanto, voy a pedir que se tenga un rápido diligenciamiento de las preguntas y de las 
respuestas. 


SEÑOR DE LOS SANTOS (Óscar).- La ley de creación de la Institución tiende a asegurar el ejercicio 
de los derechos humanos, es decir, el derecho al trabajo, a la garantía en los procesos, etcétera. Es 
una línea muy delgada. Supongo que a la Institución le deben estar llegando denuncias de varias 
Intendencias y del Estado. Digo esto porque el objetivo es que se aseguren los derechos a través del 
ejercicio de esta Institución. No me llama la atención ni me preocupa eso. Es más: creo que hay que 
promoverlo. Me preocuparía que algún legislador de este Cuerpo intentara promover el ejercicio de los 
derechos ante la Institución que votamos, aunque no sea la integración del conjunto de la organización. 


La Institución tiene un mecanismo que asegura el cumplimiento de la ley que aprobó el 
Parlamento por unanimidad, y ante un reclamo de trabajadores y trabajadoras —hasta embarazadas-, 
que tenían un contrato regular, ¿puede no tratarlo y no recomendar a esta Intendencia u otra tomar una 
acción en un sentido o en otro? No sé si fui claro. ¿Puede la Institución —más allá de la demanda de 
algún legislador— no intervenir en la aplicación de los derechos municipales y negarse a tratar un 
reclamo? 


SEÑORA PRESIDENTA.- El texto ya fue repartido entre los legisladores. 


SEÑOR FAROPPA (Juan).- Repito: le pido disculpas pero no tengo en la cabeza todos los casos que 
manejamos en la Institución. Le doy mi palabra que saliendo de acá voy a consultar en el área de 
denuncias y le envío a la Comisión de Derechos Humanos y al legislador Bordaberry la respuesta de lo 
que sucedió. 


Me permito discrepar con usted como colega abogado. Creo que de acuerdo con el artículo 5% 
de la Ley N* 18.446 tenemos competencia contra todo organismo que ejerza poder etático. El concepto 
de Estado no solo abarca al Poder Ejecutivo sino a los tres Poderes del Estado, a los organismos 
descentralizados, a los Gobiernos Departamentales y a los Gobiernos Municipales. No podemos -y 
aquí complemento la pregunta del legislador De los Santos— negarnos a recibir algún tipo de denuncia. 
Podemos rechazar aquellas que son manifiestamente improponibles —como dice la ley— pero tenemos 
que fundamentar por qué las rechazamos. 


Por ejemplo, en el caso de un Gobierno Departamental, el único que tiene Defensoría de las 
Vecinas y Vecinos es Montevideo. Según un protocolo de entendimiento que hicimos con la Defensoría 
para aprovechar mejor los recursos, era muy claro que los temas laborales del Gobierno departamental 
de Montevideo no eran competencia de la Defensoría. Por lo tanto, si hay un problema con una feria 
instalada en determinada calle y los vecinos se quejan en la Institución, coordinamos con la señora 
Defensora y los acompañamos a la Defensoría. Hemos tenido quejas contra la Intendencia de 
Montevideo por discriminación por edad, sobrepeso o cualquier otra forma, y hemos actuado al igual 
que contra todas las Intendencias. 


En cuanto a si la Institución se va a involucrar en el tema planteado, no podemos rechazar 
ninguna denuncia de algún trabajador o trabajadora del Estado —en el sentido amplio del término 
Estado- tanto a nivel nacional como departamental o municipal. 


En cuanto a la adecuación normativa que planteó la legisladora Moreira, debo decir que 
presentamos —no un proyecto de ley porque no tenemos iniciativa parlamentaria— un trabajo de 


coordinación con la Asesoría Jurídica de la Comisión Administrativa del Poder Legislativo, a través del 
cual se articuló un proyecto que creo que está en una Comisión del Senado. No sé; repito, no tenemos 
iniciativa legislativa. Lo que pretende esa ley no es generar una superinstitucionalidad. No seguimos 
dando la pelea de unidad ejecutora sí, unidad ejecutora no. Se trata de un proyecto para resolver, por 
ejemplo, la actuación de la Institución en el interior del país en convenio con la Universidad de la 
República. 


La actual ley no nos da competencia para delegar funciones. Por lo tanto no podemos delegar 
en la persona que está en el centro universitario la recepción de la denuncia con la actual normativa. 
Además, se plantean otros temas de Gobierno y de Administración. No son competencias sustantivas. 
La única que sí es sustantiva tiene que ver con la segunda pregunta respecto a los cometidos que le 
asigna a la Institución la Ley de Servicio de Comunicación Audiovisual. Para eso la Institución tiene que 
nombrar una relatoría permanente. Como entendemos que no puede ser un funcionario permanente de 
la Institución, ni llamar a un concurso para que quede una persona hasta que se retire como relator ni 
tampoco hacer contratos a corto plazo, lo que se entendió en comunicaciones con las organizaciones 
de la sociedad civil que trabajan en estos temas, fue solicitar la creación de un cargo de particular 
confianza de relator o relatora para la defensoría de las audiencias. Ese cargo debe crearse por una 
mayoría especial y la persona que ingrese a ese cargo lo hará con el Consejo Directivo que le designa 
y cesa con el Consejo Directivo que la designa. Es complicado; estamos armando un equipo de 
referencia sobre la temática. Estamos pidiendo reuniones con los directivos de los medios de 
comunicación para presentar nuestras competencias. Ya hemos actuado en el marco de los servicios 
de comunicación audiovisual en algunas denuncias que nos han llegado contra algún programa de 
televisión que se reitera y contra algún teleteatro. 


SEÑOR BORDABERRY HERRÁN (Juan Pedro).- Quiero dejar claro que no soy yo el que ha fijado 
límites al accionar de la Institución y que no depende de la interpretación que tenga el señor Faroppa, 
el legislador De los Santos o yo. Depende de lo que dijo la Justicia y como lo resolvió la Justicia, 
debemos atenernos a lo que dice ella. No es mi interpretación; no la hice. Yo repito lo que dijo la 
Justicia. Y por ende creo que la Justicia vale más que mi opinión, más que la suya y la del legislador 
De los Santos. Esperemos que se ciñan a eso. 


SEÑOR DE LOS SANTOS (Óscar).- Como pedimos la información vamos a esperar para dar la 
discusión en otro ámbito. Me parece que la competencia de la Institución es generar la capacidad de 
que se reconozcan los derechos y promocionar esos derechos que muchas veces son reprimidos 
cruelmente como en algunos casos mencionados. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Le agradecemos mucho su presencia. 
Se levanta la sesión. 


(Es la hora 15 y 5). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


